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La paz no es simplemente la ausencia del conflicto armado. La paz sostenible se 
construye en torno a la seguridad humana y no a la seguridad nacional que lo 
que busca es asegurar el aparato estatal. […] Cuando la noción global de 
seguridad cambie de la seguridad de las naciones a la de los individuos, vamos 
a ser capaces de encontrar un mundo con paz sostenible, con justicia y seguridad. 
Jody Williams 
 
Sin duda el instituto de la responsabilidad patrimonial, civil y estatal, ha atraído las 
plumas de un sin número de juristas, quizás por la complejidad que involucra a pesar 
de la aparente sencillez en la formulación de sus elementos: Daño, imputación y 
fundamento al deber de reparar. Sin embargo, la atención no estriba sólo en las 
perplejidades y los muchos debates que esta institución ha suscitado, sino también en 
su carácter transversal, que la extiende a un gran número de esferas o escenarios frente 
a los cuales, al menos en su planteamiento original, no se sospechó que pudiera estar 
vinculada. El medio ambiente es sin duda alguna uno de estos escenarios, y en los 
tiempos que corren parecería inobjetable el hecho de que la responsabilidad patrimonial 
debe hacer su aparición irrevocable en este ámbito. Pero como las problemáticas 
ambientales son variadas, y cada una de ellas ofrece sus particularidades, la institución 
clásica a que se viene haciendo mención debe ajustarse, morigerarse o lenificarse en 
atención a ellas; de lo contrario su aplicación draconiana e inopinada podría dar lugar 
a resultados abiertamente inicuos e injustos.  
Así pues, uno de los muchos eventos que amenazan con lesionar, y de hecho 
lesionan al medio ambiente, es el relacionado con la contaminación derivada del uso 
de minas anti – persona, herramienta bélica que ha sido empleada indiscriminadamente 
en nuestro país, cuyos efectos nocivos tendremos oportunidad de examinar, pero que 
justamente motivan la pregunta problema a que pretende dar respuesta la presente 
investigación: ¿De qué manera se configura el daño ambiental y ecológico en materia 
de responsabilidad ambiental y cuál ha sido la forma en que la jurisprudencia ha optado 
por repararlos? Interrogante que conduce a un segundo cuestionamiento, que bien 
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podría formularse así ¿Qué afectaciones concretas producen los daños ambientales y 
ecológicos sobre los bienes inmuebles? 
Ahora bien, y en concordancia con lo dicho, los elementos de la responsabilidad 
se mantienen en su planteamiento originario pero deben ajustarse en el campo 
específico de la responsabilidad ambiental, dada la enorme complejidad que trae 
consigo el fenómeno de la contaminación. Por ejemplo, el elemento daño en su 
acepción clásica debe ser revaluado en este específico contexto, ya que no es sólo la 
lesión consumada la que activa o percute el funcionamiento del instituto sino también 
la amenaza como afectación al goce pacífico de un derecho y que constituye daño 
cierto. Lo anterior, más allá de que el artículo 2359 del Código Civil otorgue acción 
por daño contingente en todos aquellos casos en que por imprudencia o negligencia de 
alguno se cause amenaza a personas determinadas o indeterminadas. El tema 
ambiental, de seguro, ofrece sus particularidades.   
La lectura de la responsabilidad ambiental demanda entonces una perspectiva 
diferente, a fin de que el juez pueda hacer frente a los diferentes conflictos sociales que 
la lesión al medio ambiente suscita. Así, pues, el mecanismo de la reparación se 
activará según la gravedad del suceso, la relatividad y periodicidad con que se presente, 
características estas que constituyen una faz del daño en materia ambiental y que no 
pugnan con las que tradicionalmente han rodeado al daño: cierto, personal, directo y 
subsistente.  
Naturalmente, no nos adentramos en un terreno inexplorado; la responsabilidad 
ambiental ha sido objeto de estudio y de profundas disertaciones por los distintitos 
órganos de cierre jurisdiccional, a fin de proporcionar contenido dogmático al asunto. 
De ahí que se haya decidido, a efectos de hacer frente al problema, poner en 
funcionamiento mecanismos que irradian el instituto de la responsabilidad, como es el 
principio de precaución y la vocación que este ofrece para el entendimiento de los 
riesgos que se deben gestionar en las sociedades tecnológicas y post industriales, en las 
que el hombre se interrelaciona consigo mismo y con el medio ambiente.    
 Tampoco se trata de un asunto reciente; en el caso particular de las minas anti-
persona, estas comenzaron a utilizarse en las diferentes confrontaciones bélicas del 
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hombre, por motivos de orden territorial, económico o militar. Mas la guerra ha 
experimentado transformaciones a partir del empleo de nuevas tecnologías por parte 
de los ejércitos y las tropas beligerantes, principalmente para mantener sus posiciones 
tácticas. Pero fue la crueldad sin precedentes de los conflictos globales lo que incentivó 
la adopción de medidas para la humanización de los conflictos armados internacionales 
y, más tarde, la de los internos. Dentro de estos últimos, sobresale tristemente el caso 
colombiano, con un conflicto armado de más de cincuenta años.  
El empleo de estas herramientas ha tenido tal alcance, que la documentación 
disponible apunta a que la gran mayoría de los departamentos del territorio nacional 
están contaminados por minas antipersona o, en el mejor de los casos, se tiene sospecha 
de su existencia. Razón suficiente para que el Estado colombiano haya suscrito el 
Tratado de Ottawa, en el que la comunidad internacional manifestó su preocupación 
por la utilización indiscriminada de dichos artefactos, así como por las secuelas o 
consecuencias que los mismos acarrean no solo para los combatientes, sino también 
para los civiles.  
La responsabilidad ambiental no puede permanecer apática ante escenario tan 
desolador, debiendo estudiarse la manera en que las Altas Cortes, y en especial el 
Consejo de Estado,  han abordado el asunto de los daños ambientales y ecológicos 
provocados por el uso de las minas antipersona, preguntándonos así mismo por qué 
dentro de dicho estudio se han dejado por fuera las afectaciones causadas a bienes 
inmuebles, y se ha centrado la atención únicamente en el daño causado a las personas.   
Conviene entonces trazar el siguiente derrotero para dar respuesta al problema 
jurídico formulado: i) En el primer capítulo o aparte se expondrán los derechos que 
pueden resultar vulnerados como consecuencia de los daños ambientales y ecológicos 
causados por la contaminación de minas antipersona. De igual modo se abordará el 
fenómeno de la contaminación como sustrato fáctico de tales daños, así como las 
manifestaciones que este ofrece a partir del emplazamiento de dichos artefactos 
explosivos y sus repercusiones sobre los bienes, derechos o intereses que resultaren 
afectados. 
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ii) El segundo capítulo o apartado de esta investigación está enderezado a explicar 
por qué estos instrumentos producen un daño ambiental y/o ecológico, en virtud de las 
características que los rodean, y cómo el principio de precaución opera frente al riesgo 
y el momento en que se estructura el daño, siguiendo el denominado iter damnus: 
peligro, amenaza y daño propiamente dicho.  
iii) En el tercer capítulo se analizará cómo el Consejo de Estado ha venido 
reparando esta clase de daños, a la luz de la jurisprudencia que sobre la materia ha 
producido y se determinará si la forma en que lo ha hecho tiene aptitud para resarcir 
los daños causados por estos artefactos. 
iv) Finalmente, en el cuarto y último capítulo se harán algunas consideraciones 
sobre cuál debería ser el alcance de la reparación de los daños ambientales y ecológicos 
causados por las minas antipersona, luego de haberse establecido los presupuestos para 
la configuración de este tipo de responsabilidad y determinar qué tipo de resarcimiento 
sería el adecuado para lograr una tutela judicial efectiva de los derechos que se ven 




Capítulo I: Derechos que pueden verse afectados por los daños ambientales y 
ecológicos causados por la contaminación de minas antipersona 
 
 
El hombre en desarrollo de sus diferentes actividades, ha establecido diferentes 
parámetros para el ejercicio de acciones encaminadas al desenvolvimiento armonioso 
de la sociedad, la cual comprende que para su progreso se deben generan y asumir 
ciertos riesgos, enderezados al ejercicio de los derechos de sus integrante, sean de 
índole fundamental, económico o social.  
Es por ello que se afirma que “el Derecho ambiental es la herramienta con la que 
el derecho intenta resolver la problemática relación entre el hombre y la naturaleza, (o 
afrontar la crisis ambiental), este propende por la racionalización de su uso por parte 
de los seres humanos, comprendiendo que la naturaleza, no es una fuente inagotable de 
recursos y que las relaciones entre los seres humanos entre sí, deben ser siempre 
respetuosas de los recursos naturales, de su propio ambiente y de los derechos de las 
generaciones futuras” (Alvarado Mosquera, 2015, pág. 31)  
El primer derecho humano que puede resultar afectado por la  contaminación es el 
derecho a un medio ambiente sano, entendido como “el entorno físico donde se ejercen 
los derechos, donde se hace realidad el espíritu de la personalidad de todas las personas, 
el espacio de conflicto, porque allí es donde se produce un proceso de interacción y 
fricción entre las aspiraciones y necesidades e intereses de las personas, en el que se 
proyectan los derechos, sobre todo los derechos fundamentales” (Briceño Chaves, 
2017, pág. 157), lo cual supone que el medio ambiente se encuentra conformado por 
un ámbito social y otro eco-sistémico, es decir, por un entramado de relaciones e 
interacciones dentro del mismo sistema que hacen posible la vida en sociedad y sus 
relaciones en medio del riesgo de desarrollo que esta conlleva. 
Este escenario ha conducido a la Corte Constitucional a afirmar que el derecho a 
gozar de un medio ambiente sano debe ser considerado como un derecho fundamental, 
debido a la conexidad o a la imbricación que este tiene con otros derechos tenidos por 
este órgano de cierre como fundamentales, entre ellos a la vida y la salud. Por tanto, 
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“el derecho al medio ambiente no se puede desligar del derecho a la vida y a la salud 
de las personas. De hecho, los factores perturbadores del medio ambiente causan daños 
irreparables en los seres humanos y si ello es así habrá que decirse que el medio 
ambiente es un derecho fundamental para la existencia de la humanidad.” (Exp. T-
2550727, 2013).  
Este mismo contexto ha llevado al alto tribunal constitucional a considerar la tutela 
como medio idóneo “para lograr la protección de un derecho colectivo como el del 
medio ambiente sano por ser este conexo con el desarrollo de otros derechos 
fundamentales, tales como la vida, la salud” (Exp. T-904, , 1993), aunque aquel cuente 
con un específico medio de protección como lo es la acción popular. 
Como se anticipó, uno de los derechos que pueden resultar lesionados por la 
contaminación proveniente de las minas antipersona es el de la vida, en particular por 
la disminución de su calidad, teniendo en cuenta las diferentes teorías o éticas 
ecológicas que buscan explicar el fenómeno de “ecologización de la economía” (Yarza, 
2012, pág. 13), entre las que se destacan el antropocentrismo, la ética de la ecología 
profunda, el ecocentrismo, la ética del valor intrínseco, el biocentrismo, el 
trascendentalismo, el homocentrismo, el consecuencialismo, el cientificismo y la teoría 
de la cultura ecológica, todas dirigidas a un mismo propósito, tratar de explicar cuál es 
la relación entre el hombre y la naturaleza desde el punto de vista de su 
aprovechamiento económico, la satisfacción de sus necesidades básicas y la interacción 
del ser humano con los demás así como con los seres vivos que conforman la 
naturaleza, entendida esta como un sistema compuesto por bienes ambientales, 
recursos naturales, ecosistema, biodiversidad, todos considerados como: “res publicae 
in publico uso y res communes ómnium”. (Ruíz Pino, 2017). 
En atención al fenómeno o proceso anteriormente descrito, puede afirmarse que 
dentro de la jurisprudencia de la Corte Constitucional se identifican tres etapas en el 
desarrollo de la teoría de la ética ecológica: una en la cual la jurisprudencia del alto 
tribunal en materia ambiental se circunscribe a la ética antropocentrista de suerte que 
es posible hallar jurisprudencia en la que se  recoge esta posición argumentando que: 
“es a partir del ser humano, su dignidad, su personalidad jurídica y su desarrollo 
3 
(artículos 1º, 14 y 16 de la Constitución), que adquieren sentido los derechos, garantías 
y los deberes, la organización y funcionamiento de las ramas y poderes públicos; así 
como la defensa del ambiente, en tanto que éste es el entorno vital del hombre” (Exp. 
T-644, 1992) (Exp. T-885, 1992). 
Otra que encontramos a partir del año 2011, en la sentencia de la Corte 
Constitucional C-632 del 24 de agosto de ese año. (Exp. D-8379, 2011) En dicha 
oportunidad la corporación asumió una nueva posición a la hora de interpretar los 
derechos fundamentales, en relación con el medio ambiente y el principio de calidad 
de vida, reconociendo que la naturaleza puede ser un sujeto de derechos y, por 
consiguiente de protección, por medio de la adopción de la teoría del biocentrismo y 
aceptando la interdependencia que tiene el ser humano con su entorno y que ambos 
pueden llegar a ser titulares de derechos subjetivos y ser regulados por el derecho 
objetivo, sin mencionar que la función de la responsabilidad varía dependiendo el tipo 
de derecho que requiera ser protegido; así pues frente a los derechos objetivos 
encontraremos la función preventiva de la responsabilidad, y entorno a los subjetivos, 
debido a situaciones de peligro, riesgo o daño, la función precautelar de la 
responsabilidad. 
Finalmente, en un tercer estadio, el alto tribunal, al interpretar la relación entre los 
seres humanos y el medio ambiente, ha adoptado la ética del ecocentrismo, según puede 
advertirse en la sentencia C-666 de 2010 (Exp. D-7963, 2010) En donde se expone que 
la naturaleza puede llegar a ser titular de derechos, característica esencial de esta clase 
de ética, ya que con este reconocimiento asistimos a la humanización de la naturaleza. 
En opinión del tesista el razonamiento de la Corte es contradictorio, pues debe 
propenderse por armonizar e interrelacionar los sistemas jurídicos y no por 
deformarlos, pues como bien se ha sostenido “el reto no radica en reconocer los 
derechos a los animales como seres sintientes, sino en cómo cambiamos el modelo, 
social y normativo, que desde el derecho romano encuadra a los animales y al medio 
ambiente como cosas, porque no se puede arbitrariamente decir, que es simplemente 
que es un sujeto, al que le puedo reconocer sí o no la titularidad de derechos y con lo 
anterior no se degrada la protección.” (Briceño Chaves, 2017)  
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El trípode que conforman los derechos a la vida, a la salud y al medio ambiente, 
se ha considerado como la piedra angular de lo que se denomina la “Constitución 
ecológica” (Amaya Navas, 2001, pág. 132) que se ve afectada por la contaminación 
causada por las minas antipersona, debido a que este fenómeno incide directamente en 
el medio ambiente.  
Otros derechos que pueden verse afectados por este fenómeno son el derecho al 
agua y a la seguridad alimentaria, como derechos convencionalmente reconocidos por 
la constitución nacional. En relación con el primero, por ejemplo, se le ha atribuido una 
triple connotación puesto que su protección se encuentra apoyada en los postulados de 
derecho internacional público que obligan al Estado a  respetar el principio de pacta 
sum servanda. Desde el punto de vista constitucional se ha considerado el acceso al 
agua como un derecho fundamental, aunque la Constitución no lo identifique 
expresamente como tal. Y desde la perspectiva normativa, no debe pasarse por alto que  
Colombia cuenta con un Código de Aguas no Marítimas adoptado mediante los 
Decretos 1541 de 1978 y 2811 de 1974, estructuras normativas que imponen la forma 
en que se deben utilizar el agua y regulan las formas de evitar su contaminación 
estableciendo el límite o riesgo permitido en el uso de aquélla, sin mencionar que el 
Código Civil en sus artículos 674, 677 y 678, establece quién detenta el dominio y 
quién ejerce los derechos reales derivados del uso del agua, al igual que la Ley 99 de 
1993.  
Se ha dicho también que “desde el punto de vista jurídico, se suele dividir el agua 
como bien jurídico en dos grandes grupos: las aguas marinas y las continentales 
(superficiales y subterráneas); aunque desde el punto de vista físico integran un único 
ciclo hidrológico y tienen una singular importancia para la vida” (Amaya Navas, 2003, 
pág. 110). 
Una de las interacciones jurídicamente relevante que tiene el ser humano con el 
agua es la prevista en la observación general Num.15 de la resolución E/C.12/2002/11 
del 20 de enero de 2003 expedida por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidas y recogida por la Corte Constitucional,  corporación 
de justicia que define al comité como el “órgano encargado de la interpretación del 
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Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales” y agrega que 
según este “el acceso al agua salubre -potable- es sin duda una de las garantías 
esenciales para asegurar el nivel de vida adecuado, en cuanto condición indispensable 
para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo de enfermedades 
relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de consumo, cocina, higiene 
personal e higiene doméstica” (Exp. T-5.016.242, 2016).    
Por su parte el Comité, al unísono de la Corte Constitucional, señala que: “el 
derecho al agua es un requisito sine qua non para el ejercicio de otros derechos, en 
tanto el agua es necesaria para producir alimentos (derecho a la alimentación); para 
asegurar la higiene ambiental (derecho a la salud); para procurarse la vida (derecho al 
trabajo) y para disfrutar de determinadas prácticas culturales (derecho a participar en 
la vida cultural).” (ECOSOC, 2016) 
Teniendo en cuenta que el ser humano y la naturaleza interactúan en diferentes 
escenarios, es posible que en desarrollo de dicha relación se generen riesgos a los que 
se imponen límites (Riesgo permitido) que, paradójicamente, según las diferentes 
circunstancias de tiempo y lugar, pueden resultar perjudiciales, ora para la persona, ora 
para el medio ambiente considerado como un todo, y para bienes ambientales 
específicos como el agua.  
Siguiendo nuestra ejemplificación, se tiene en segundo lugar el derecho a la 
seguridad alimentaria, que también es objeto de protección convencional puesto que 
hunde sus raíces  en el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, introducido al 
ordenamiento interno mediante el artículo 11 de la Ley 74 de 1968, disposiciones estas 
que vinculan al Estado colombiano puestos que son normas de Ius Cogenes. 
Internamente encontramos normas constitucionales que hacen referencia al 
derecho a la seguridad alimentaria, verbigracia, los artículos 43, 44, 46, 65 y 66, de la 
Constitución Nacional, en las que se establece los sujetos de especial protección y se 
garantiza este derecho humano de una forma sistemática, comoquiera que su 
consagración expresa no se encuentra dentro del articulado de la Carta. 
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En desarrollo de estos preceptos constitucionales se expidieron los documentos 
CONPES, que abordan el tema de la seguridad alimentaria y en los que se señala que 
desde “ (…) 1996 El Consejo Nacional de Política Económica y Social-CONPES- 
aprobó el Plan Nacional de Alimentación y Nutrición 1996-2005, mediante documento 
CONPES 2847, como una herramienta intersectorial para afrontar la problemática 
nutricional y alimentaria […] Así en 2008 se estableció en el CONPES 113 la Política  
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, la cual tiene como objetivo 
garantizar  que toda la población colombiana disponga, acceda y consuma alimentos 
de manera permanente y oportuna, en suficiente cantidad, variedad, calidad e 
inocuidad. Como respuesta a este CONPES el 13 de marzo de 2013 surgió el “Plan 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional –PNSAN-2012-2019” (Hurtado 
Rassi & Bejarano Ramos, 2015, págs. 82-83).       
A la luz de lo expuesto se observa como el Estado responde a diferentes problemas 
de orden global como la denominada “crisis alimentaria” (70 ANIVERSARIO DE LA 
FAO, 2019), que desde las décadas de los 70, 80 y principios de los años 90, se le 
asignó una gran importancia en aras de superar la pobreza y proteger los recursos 
naturales, por lo que se tomó la determinación de expedir el documento CONPES, 
dirigido a solucionar esta problemática nutricional y alimentaria. 
Superada la crisis mundial de alimentos, los Estados y la comunidad internacional, 
en orden a regular y hacer frente al problema global que acarrea la falta de alimento, 
enarbolaron el principio de la soberanía alimentaria a partir del cual empezó a hablarse 
“de un derecho de las comunidades indígenas, campesinas, agricultores, pescadores, y 
trabajadores rurales en general, a determinar por sí mismas sus políticas agrarias y 
alimentarias” (Gualdrón Rivero, 2017), motivo por el cual el Estado actualizó sus 
documentos técnicos y económicos a partir de 2008 y comenzó a dar una nueva 
dimensión al derecho a la seguridad alimentaria definiéndola como el acceso, 
disposición y consumo de productos generados por la intervención del hombre o la 
naturaleza para su auto sustento.    
La Corte Constitucional por su parte ha definido el derecho a la seguridad 
alimentaria como: “el grado de garantía que debe tener toda población, de poder 
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disponer y tener acceso oportuno y permanente a los alimentos que cubran sus 
requerimientos nutricionales, tratando de reducir la dependencia externa y tomando en 
consideración la conservación y equilibrio del ecosistema para beneficio de las 
generaciones futuras” (Exp. T-2471, 1992); En jurisprudencia más reciente, el tribunal 
constitucional, teniendo en cuenta la observación No 12 que realizara el Comité de 
Seguimiento al Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
indicó que la sociedad global “reconoce que para erradicar el problema del hambre y 
la malnutrición, no basta con incrementar la producción de alimentos, sino que también 
es necesario garantizar que la población más vulnerable tenga disponibilidad y acceso 
a ellos. Por eso, el Comité precisó que el derecho a la alimentación tiene cuatro 
componentes: a) la disponibilidad, b) accesibilidad, c) estabilidad y d)  utilización de 
los alimentos” (Exp. T-5.016.242, 2016)  
Ahora bien, existe una relación inescindible entre estos dos derechos, comoquiera 
que el derecho al agua se interrelaciona con el derecho a la seguridad alimentaria, en 
atención  a las facetas en que puede concebirse aquélla. En efecto, el agua puede ser 
vista como: 
i. Servicio público: El agua potable es un elemento inherente al derecho a la 
alimentación; 
ii. Factor económico: El recurso hídrico se utiliza dentro del proceso de producción 
agrícola el cual comprende la siembra, el cuidado, la cosecha, que integran el primer factor 
productivo identificado simplemente como “producción”;  luego pasamos a la 
transacción, entendida esta como la compra y venta de los bienes fungibles dados por la 
naturaleza y cultivados por el hombre, o como el trueque de los mismos como medio de 
auto sustento; seguidamente, encontramos la transformación entendida como el grado de 
tecnificación con el que se explota la tierra, etapa que también se considera un factor 
productivo debido al volumen que puede llegarse a cosechar, y a la incidencia que tiene 
en la primera etapa del ciclo propuesto; así mismo está la etapa del consumo, la cual 
comprende la recepción de los productos agrícolas por parte de las urbes; y, finalmente, 
la fase del aprovechamiento biológico, que tiene lugar cuando el cuerpo humano agota la 
energía que proporcionan los alimentos;  
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iii. Factor eco-sistémico: Pues el agua contiene diversos organismos y especies que 
sirven al hombre y a su entorno.  
Otro derecho que se ve afectado por la contaminación derivada de minas 
antipersonas es el de propiedad, el cual cumple una función económica y social, por lo 
que “en consecuencia, la posibilidad de considerarlo como derecho fundamental 
depende de las circunstancias específicas  de su ejercicio.” (Exp. T-2471, 1992) Su 
configuración depende entonces de la clase de aplicación que se le dé en cada caso 
concreto. 
Ahora bien ¿De qué manera puede el fenómeno de la contaminación afectar el 
derecho de propiedad? La respuesta a esta pregunta debe darse desde una concepción 
moderna del derecho de propiedad. Tradicionalmente la doctrina y jurisprudencia 
nacional han afirmado que el concepto de propiedad se construye a partir de las 
nociones del Código Civil, reconociendo en ellas  el concepto de propiedad privada y 
entendiendo por exclusión la propiedad sobre los bienes de uso público, “basados en la 
idea de que la propiedad y el dominio se deberían considerar como sinónimos” 
(Pimiento Echeverri, 2015, pág. 200). En el presente acápite se abordarán cada una de 
estas manifestaciones de la propiedad, comoquiera que el fenómeno de las minas 
antipersona afecta a ambas.  
En ese orden de ideas se tiene que la Corte Suprema de Justicia y la doctrina han 
expresado que “(…) el dominio del Estado sobre los bienes de uso público, es un 
dominio sui generis”, (Exp. 11001-3103-015-1974-04287-01, 2014)  lo que conduce a 
pensar que dicho concepto abarca “todas las propiedades públicas, como un conjunto 
de bienes”. (Pimiento Echeverri, 2015, pág. 201) La jurisprudencia del Consejo de 
Estado por su parte, ha matizado este concepto y señalado que  los bienes de dominio 
público son: “el conjunto de bienes destinados al desarrollo o cumplimiento de 
funciones públicas del Estado o que están afectos al uso común” (Exp. 16596, 2001); 
dando de este mondo un alcance diferente a la noción planteaba y circunscribiendo el 
dominio público a estas dos funciones.  
A su vez, la Constitución Nacional y el Código Civil garantizan la propiedad 
privada, solo que el criterio adoptado por nuestro ordenamiento constitucional es 
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funcionalista en tanto que reconoce la propiedad privada desde un punto de vista 
económico, como instrumento para la constatación y cumplimiento de los fines 
sociales, al paso que el concepto que acoge el Código Civil es de tipo utilitarista, 
teniendo en cuenta  la época en que fue redactado.   
La Corte Constitucional ha indicado que la propiedad privada “ha sido concebida 
a lo largo de la historia, como aquella relación existente entre el hombre y las cosas 
que lo rodean, que le permite a  toda persona, siempre y cuando sea por medios 
legítimos, incorporar a su patrimonio los bienes y recursos económicos que sean 
necesarios para efectuar todo acto de uso, beneficio, explotación o disposición que 
requiera” (Exp. D-5948, 2006) cursiva fuera del texto.  
El núcleo esencial del derecho a la propiedad radica en “los atributos de goce y 
disposición” (Exp. D-2292, 1999), cuyo ejercicio debe guardar correspondencia con la 
función ecológica y social que consagra nuestra Constitución Política, además, deben 
respetar la ley y el derecho ajeno, para el ejercicio pleno del derecho. Como bien 
expresara el jurista Arturo Valencia Zea “Existe abuso del derecho cuando se ejerce sin 
un motivo legítimo, o cuando se ejerce en un sentido a su función social. Desde este 
punto de vista, los derechos, especialmente la propiedad, tienen una función social, y 
quien los ejerce en sentido contrario a esa función comete abuso” (Valencia Zea, 2007, 
pág. 182)  
Tomando como punto de partida las funciones social y ecológica de la propiedad 
y que expresamente reconoce nuestra Constitución, la Corte Constitucional y una parte 
de la doctrina han estudiado este derecho desde dos perspectivas “la primera: concebida 
como la propiedad-libertad, basada en el concepto clásico del mismo fundado en tres 
poderes dominicales: el uso, goce y disposición, vistos como un conjunto de 
permisiones o libertades heterogéneas ofrecidas exclusivamente a su titular. El segundo 
concepto visualiza el dominio como propiedad-afectación a partir de su función social 
y ecológica, puesto que la propiedad está sometida a intereses generales y sociales, 
tales como el techo o vivienda, lo productos que conforman la canasta familiar, 
servicios públicos, el medio ambiente”. (Exp. T-4.445.980, 2016) (Ternera Barrios, 
2013, págs. 135-137) 
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Adicionalmente resulta pertinente cuestionarse, como lo hace un sector de la 
doctrina, si el dominio sobre los bienes de uso público constituye verdadero derecho 
real en el mismo sentido que aquel ejercido por los particulares sobre los bienes de 
dominio privado. Tal planteamiento nace a partir de “la tesis de la propiedad 
administrativa de M. Hauriou que está fundada sobre un hecho: la existencia de un 
comercio jurídico público que se desarrolló de forma paralela al comercio jurídico 
privado” (Pimiento Echeverri, 2015, págs. 672-673) (Cursiva fuera del texto). 
Pese a su tratamiento doctrinario, el ordenamiento jurídico colombiano se resiste 
a reconocer tales derechos como instrumentos de gestión económica de bienes de 
naturaleza pública, bajo el argumento de que se “ha negado la existencia de los 
derechos reales administrativos principalmente por una razón según la cual, siguiendo 
el criterio dominante, la afectación de un bien de uso público se opondría a que una 
persona pueda tener derechos reales sobre esos bienes. Este hecho tiene dos 
consecuencias, de un lado, se ha considerado erróneamente que la inalienabilidad es un 
obstáculo a la constitución de esos derechos reales, que se suponen perpetuos y, del 
otro, su oponibilidad  al propietario muestra sin duda alguna que el principio de 
precariedad les resulta contrario.” (Pimiento Echeverri, 2015, pág. 694) 
También el derecho al trabajo puede verse lesionado por la contaminación causada 
por las  minas antipersona,  toda vez que muchas de las personas, víctimas de estos 
instrumentos bélicos, son en su mayoría civiles o personal del ejército, que pueden 
quedar con secuelas permanentes. Ante esta situación el Estado introdujo una especie 
de indemnización administrativa a quienes son víctimas de tales elementos. La 
pregunta obvia que se sigue es ¿Puede ese resarcimiento considerarse pleno o integral? 
Lo anterior se ha dicho a simple título enunciativo, pues el tópico que 
verdaderamente se pretende abordar es el de la afectación que sufren los campesinos 
como consecuencia de las minas antipersona, como, por ejemplo, la imposibilidad de 
ingresar a sus tierras por quedar estas contaminadas e impedir el desarrollo de su labor; 
visto este asunto desde el punto de vista sistemático, se advierte que también guarda 
relación con el derecho a la seguridad alimentaria.  
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A la luz del artículo 25 superior, el derecho al trabajo se debe desarrollar en 
“condiciones dignas y justas”, bajo el entendido “de que quien aporta su esfuerzo a 
cambio de la remuneración es un ser humano, que constituye finalidad y propósito de 
la organización política, del orden jurídico y de las autoridades, y jamás un medio ni 
un instrumento para alcanzar otros fines, sean ellos particulares o públicos”. (Exp. T-
342256, 2001) 
Aunado a lo anterior, la persona que busca ejercer su labor u oficio, no debe verse 
perturbada en su desempeño por elementos, instrumentos o medios, propios de un 
conflicto armado interno como es el caso de las minas antipersonas. V.gr. Un 
campesino que desarrolla su actividad agrícola en un lugar contaminado por minas 
antipersona o el rivereño de un río que no puede acceder a desarrollar su labor de pescar 
porque el acceso, se encuentra restringido, ya sea por amenaza de presencia de minas 
u otros factores, como por ejemplo la instalación de “ofendículos” (Solari Peralta, 
1987). 
A mayor abundamiento el derecho al trabajo se encuentra regulado en “el artículo 
7º del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, [el cual], señala que las 
personas tienen derecho al trabajo en ‘condiciones justas, equitativas y satisfactorias’. 
En términos muy similares, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales reconoce también el derecho al trabajo en su artículo 7” (Exp. D-11355, 
2016) (Cursiva fuera del texto). 
Y es que el ejercicio de este derecho lleva implícito el ejercicio de otros de carácter 
fundamental como el derecho a la dignidad humana, como quiera que el ejercicio de 
toda acción humana lleva implícito el reconocimientos de derechos y deberes 
fundamentales, que  prima facie es lo que hace más sencilla la vida en sociedad. Esto 
ha llevado a la Corte Constitucional a señalar en su jurisprudencia que el trabajo cumple 
una triple funcionalidad como “valor, principio y derecho” (Exp. LAT.-330, 2009) de 
suerte que “no es posible separar el derecho al trabajo y el de la dignidad humana.” 
(Exp. D-6329, 2006) 
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Finalmente la Corte Constitucional concluye que “el referente concreto de la 
dignidad humana está vinculado con tres ámbitos exclusivos de la persona natural: la 
autonomía individual (materializada en la posibilidad de elegir un proyecto de vida y 
de determinarse según esa elección), unas condiciones de vida cualificadas (referidas a 
las circunstancias materiales necesarias para desarrollar el proyecto de vida) y la 
intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida como integridad física y espiritual, 
presupuesto para la realización del proyecto de vida)” ( Exps. T-542060 y T-602073 , 
2006)  
En lo que atañe al desarrollo sostenible, un sector de la doctrina lo identifica como 
un principio de derecho ambiental; no obstante, en el presente trabajo de investigación 
se abordará su estudio según su naturaleza, esto es,  desde un punto de vista económico, 
puesto que la finalidad de este principio y derecho es que el statu quo del sistema 
permanezca.  
En sentido opuesto se halla la postura conforme a la cual se sostiene que este 
mandato de optimización forma parte de la llamada “justicia ambiental”, para la cual 
“el principio de sostenibilidad, es un mandato que reclama que los sistemas económicos 
y sociales deben ser reproducibles sin el deterioro de los ecosistemas en que se apoyan, 
esto es, la viabilidad ecológica. Esa sustentabilidad tiene la obligación de respetar los 
límites de absorción y de regeneración del ambiente, de modo que no se comprometa 
su disfrute para las generaciones futuras y para otras especies vivas no humanas” (Exp. 
T-6.809.212, 2019).   
De igual modo, la Alta Corporación de Justicia ha puesto de presente en diversas 
oportunidades la tensión existente entre el desarrollo sostenible y el derecho a un medio 
ambiente sano, apuntalando que el primero no va de la mano con el segundo, 
consideración que se estima desacertada en la medida en que el desarrollo no se puede 
concebir como riqueza económica, ya que “la generación de rentas inmediatas no es 
desarrollo si lleva  inexorablemente a un futuro de escasez o agotamiento definitivo de 
las riquezas naturales, en términos de ecosistemas, biodiversidad y servicios 
ambientales” (Exp. D-11172, 2016).La Corte se ha valido de esta tensión para justificar 
la aplicación del principio de precaución frente a zonas grises o en derredor de las 
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cuales existe discusión científica, o por una cosmovisión diferente que Constitución 
también garantiza.   
A la luz de lo que viene expuesto se tiene que el derecho a la propiedad, al trabajo, 
y de respeto por la dignidad humana constituyen el trípode de derechos de la 
Constitución económica, de suerte que puede afirmarse válidamente que un mismo 
hecho contaminante puede lesionar derechos de distinta categoría: humanos, 
fundamentales, colectivos, o hasta intereses difusos; lo relevante es que tanto el Estado 
como los particulares se encuentran  obligados a respetar y proteger el medio ambiente.  
Un elemento relevante dentro de la tratativa del desarrollo sostenible es el del 
principio de integración, que provee a la conciliación entre economía, medio ambiente 
y relaciones sociales; sobre el particular se ha dicho que esta “ noción permitiría 
explicar el desarrollo sostenible como un objetivo político de primera magnitud tanto 
en el plano internacional como en el estatal y el local, que implica un enfoque integral 
e integrado de los procesos económicos, sociales y políticos, con miras a la utilización 
sostenible de los recursos naturales. […] El concepto de desarrollo sostenible como un 
concepto jurídico cuyo valor normativo puede tener una pluralidad de manifestaciones 
desde su consideración como un principio jurídico ya sea de naturaleza sustantiva o 
procedimental. […] Además, permitiría concebir la noción de desarrollo sostenible 
como un marco metodológico para la creación y aplicación de políticas públicas y 
normas jurídicas internacionales” (Rodríguez Hernández, 2012). 
En torno a la biodiversidad y bioculturalidad, se ha manifestado que se trata de 
derechos reconocidos en el ámbito internacional y que por vía de convencionalidad 
pueden y deben aplicarse en Colombia,  como es el caso del Convenio 169 de la OIT 
sobre pueblos indígenas o tribales incorporado al ordenamiento local mediante la Ley 
21 de 1991, el Convenio sobre la Diversidad Biológica que fuere introducido a su vez 
mediante  la Ley 165 de 1994, y que resulta de enorme relevancia para la comprensión 
de la biodiversidad y bioculturalidad como valores científico a tener en cuenta; con 
fundamento en este Convenio, Colombia ha suscrito sendos protocolos de desarrollo 
como lo son: i. El Protocolo de Cartagena (Ley 740 de 2002) y ii. El Protocolo de 
Nagoya; así mismo encontramos la Convención de la Unesco para la Salvaguardia del 
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Patrimonio Cultural Inmaterial (2003), ratificada por Colombia mediante la Ley 1037 
de 2006. 
Este amparo convencional obliga al Estado a respetar ambos principios puesto que 
“evidencian el creciente reconocimiento de la necesidad de protección de las relaciones 
intrínsecas e interdependientes de los pueblos indígenas y las comunidades étnicas con 
su hábitat natural, sus territorios, sus recursos y con la biodiversidad. Las relaciones y 
significados particulares de plantas, animales, montañas, ríos y demás elementos 
constitutivos del territorio en cada cultura son reconocidos como parte de los modos de 
vida distintivos de las comunidades étnicas” (Exp. T-5.016.242, 2016) 
La bioculturalidad, en particular, ha sido objeto de protección por la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, la cual ha reconocido a los grupos étnicos como sujetos de 
especial protección y como sujetos colectivos a quienes se reconocen derechos 
fundamentales, en la medida en que: “representan valores étnicos y culturales 
ancestrales, así como formas de vida estrechamente vinculadas a la especial relación 
que tienen sus tradiciones, usos y costumbres -en tanto manifestaciones culturales-, con 
sus territorios y los recursos naturales” (Exp. T-5.016.242, 2016) 
Teniendo en cuenta que a la bioculturalidad se le ha considerado como las 
múltiples y diversas formas en las que se manifiesta la vida en la tierra, un sector de la 
doctrina la considera como “(…) un término de origen político, que se posiciona 
abiertamente a partir del Convenio de Diversidad Biológica; se define como la 
variación de las formas de vida y se manifiesta en la diversidad genética, de 
poblaciones, especies, comunidades ecosistemas y paisajes” (Calderón, Alzate, & 
Hernández, 2009, pág. 20) 
Se tiene entonces que la biodiversidad abarca las relaciones que el hombre tiene 
con su entorno natural o medio ambiente, por lo que la doctrina se divide entre quienes, 
por un lado, consideran que la biodiversidad debe ser entendida como “la totalidad de 
los genes, las especies y los ecosistemas de una región” (WRM, UICN, PNUMA); 
postura según la cual existen varias clases de biodiversidad como lo son: i. La 
biodiversidad genética en tanto que variación de genes dentro de una misma especie; 
ii. La biodiversidad de las especies en cuanto al número de estas existentes en una 
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región;  iii. La biodiversidad de los ecosistemas relativa a las interrelaciones que existen 
entre las comunidades y los ecosistemas; y iv. La biodiversidad cultural, relacionada 
con los atributos de ciertas condiciones humanas que permiten a los seres humanos 
desarrollar su vida en ciertos lugares; esta se hace patente en el uso específico de un 
lenguaje, alimentación o una particular forma de vida; y quienes, por otro lado, 
asumiendo un actitud más radical, estiman que la biodiversidad va más allá de la simple 
relación que tiene el hombre con su entorno, debido a que esta no se limita al 
aprovechamiento de los recursos naturales sino que alude a un sistema que cobija desde 
los organismos más pequeños hasta los más grandes, ya habiten en la tierra o en el aire, 
de suerte que la “biodiversidad debería ser una expresión de vida que incluya la 
variabilidad de todas las formas de vida y su organización y las interrelaciones desde 
el nivel molecular hasta el nivel de la biosfera, que comprende la variedad de todas las 
formas de vida y todas las regiones que cobijan formas de vida naturales y adaptadas” 
(CNUMAD). 
Para los organismos internacionales, la biodiversidad lleva implícito el concepto 
de bioculturalidad, comoquiera que dentro de las relaciones sociales, económicas o de 
integración se deben respetar una serie de cosmovisiones que forman parte de la noción 
biodiversidad y que emanan, no ya de la naturaleza sino de los seres humanos. 
Por consiguiente, la biodiversidad es un concepto omnicomprensivo que “incluye 
necesariamente la variedad y multiplicidad de organismos vivos, ya sea de genes, de 
especies o de ecosistemas dentro de un marco territorial determinado. Con todo, 
también debe reconocerse que este concepto abarca -para algunos- o por lo menos se 
relaciona íntimamente -para otros- con la noción de diversidad cultural humana; ello 
en la medida en que el hombre con sus costumbres, sus tradiciones y sus mecanismos 
de desarrollo, influye en forma sustancial en el hábitat, definiendo en algunos casos la 
integridad, el equilibrio y la estabilidad del entorno ecológico” (Exp. LAT.-036, 1994) 
En síntesis la biodiversidad es una noción reconocida por normas de derecho 
internacional que inciden dentro del ordenamiento jurídico colombiano, puesto que 
están incorporadas a la Constitución y desarrolladas mediante diferentes leyes que 
buscan proteger y relievar estos derechos, y que en el contexto de una sociedad 
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tecnológica a la que se ve abocado el hombre pueden resultar vulnerados, debido a los 
diferentes riesgos a los que se expone el hombre y la naturaleza, en pro del desarrollo 
y sustento del primero.  
También las reservas de biosfera pueden resultar afectadas debido a la 
contaminación de las minas anti-persona. En efecto, la biosfera ha sido definida como 
“un sistema que componen todos los seres vivos y los vínculos que establecen entre sí. 
Se trata del ecosistema planetario que incluye múltiples formas de vida y que, hasta un 
cierto punto, puede regular su evolución y su equilibrio” (Definición.De). Se halla 
estrechamente vinculada a la noción de ecosistema estratégica “toda vez  que estas 
hacen referencia a zonas de ecosistemas terrestres o costeros marinos, o una 
combinación de ambas” (Hurtado Rassi, 2016, pág. 439), reconocidas 
internacionalmente por el programa sobre el hombre y la biosfera  de la Unesco. 
El propósito o finalidad de las reservas de biosfera radica en i.) El uso sostenible 
de los recursos naturales, a disposición de las personas que hacen parte de la reserva; 
ii.) La protección y conservación efectiva de los recursos que conforman la 
biodiversidad y los ecosistemas; y iii.) El adecuado desarrollo y beneficio de quienes 
habitan estos lugares.  
La reserva de biosfera está integrada por 3 zonas, (Hurtado Rassi, 2016, pág. 440) 
a saber: i. La zona nuclear (Compuesta por reservas que se consideran núcleos y sujetos 
de protección a través de la declaratoria de parques naturales),  y que tienen como 
propósito la realización de diferentes actividades enderezadas a: la protección a largo 
plazo que permita la conservación de la diversidad biológica, vigilar los ecosistemas 
menos alertados, así como realizar investigaciones y actividades educativas poco 
intrusivas; ii. La zona de tampón, en la sé que envuelve a la zonas núcleo, y en la que 
se pueden realizar actividades tales como la educación enfocada al cuidado del medio 
ambiente, el turismo ecológico, la recreación, la investigación del campo; por último 
encontramos la zona de transición, escenario en el que tienen cabida las actividades 
económicas del hombre así como las que desempeña en su habita; es el lugar autorizado 
para realizar actividades agrícolas. 
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Delineadas a grandes rasgos estas reservas de biosfera, válido es concluir que 
configuran verdaderos escenarios en los que se materializan distintos  derechos 
fundamentales y colectivos, ya que, después de todo, son los epicentros en los que el 
hombre entra en contacto con la naturaleza.  No es de extrañar entonces que como 
consecuencia de la contaminación por minas antipersona, los parques que componen 
la zona nuclear de la reserva de la biosfera resulten afectados por estos artefactos, 
imposibilitando el ejercicio de las actividades anteriormente descritas, y lesionando, de 
contera, otros derechos conexos que justamente son los que estas zonas garantizan y 
que guardan un estrecho vínculo con lo ya descrito en párrafos anteriores. 
Como corolario de lo que viene expuesto, puede sostenerse que un mismo hecho 
contaminante puede amenazar o vulnerar distintos derechos, ora fundamentales, ora 
colectivos, o intereses difusos frente a los cuales el Estado está obligado a garantizar el 
acceso, la disponibilidad, entre otro, como obligaciones positivas a su cargo.  
Además, la contaminación por minas antipersona se ofrece como una 
contaminación antrópica, que puede clasificarse en diferentes tipos de contaminación 
natural debido al alto grado de resistencia que tienen estos artefactos en el proceso de 
degradación o resiliencia de la naturaleza, y que se ve reflejado en distintos fenómenos 
contaminantes como los que se pueden advertir en el suelo o la tierra, el subsuelo y la 
contaminación de las fuentes hídricas. 
 
A. Contaminación derivada del uso de Minas Antipersona 
 
La contaminación es un proceso o fenómeno que puede ser generado, por el hombre o 
por la naturaleza, debido al desarrollo, asunción y reconocimiento de ciertos riesgos 
por parte de la sociedad y a la inescindible relación que tiene esta con el medio 
ambiente. Un sector de la doctrina afirma que la contaminación es “el cambio en el 
estado físico, químico o biológico del medio natural, en conjunto, o de alguno o algunos 
de los elementos o unidades físicas que lo comprometen”. (Briceño Chaves, 2009, pág. 
25). 
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En Francia, en relación con el fenómeno de la contaminación: “peut être regardée 
comme «l'expression concrète d'un blocage des processus naturels d'elimination ou de 
digestión des déchets». Dans ces conditions, la problémattique de la responsabilite ne 
peut plus être la même. La croissance de la production des biens s'est toujours 
accompagnée d'une croissance des fléaux sociaux, mais comme le constate Monsieur 
de Jouvenel, «la production  du fléau commence comme un mince filet d'eau qui passe 
inaperçu jusqu'au momento où il est devenu fleuve et alors le supprimer devient une 
affaire d'Etat » Ce qui caractérise également la pollution, c'est sa liaison avec le 
progres technogique dont elle fait figure de revers malheureux»”. (Girod, 1974, págs. 
19-20) 
Ante este grave problema, teniendo en cuenta la lesión que produce la 
contaminación en otros derechos, es necesario replantear el instituto de la 
responsabilidad civil, pues aquélla se presenta como un bloqueo de los procesos 
naturales de eliminación o de asimilación de los desechos y guarda un estrecha relación 
con el desarrollo tecnológico, al tiempo que la producción de bienes necesariamente 
produce afectaciones de índole social. 
Ahora bien, como se dijo más arriba, la contaminación puede tener dos orígenes: 
“(….) puede ser natural, por eventos como un incendio forestal o una erupción 
volcánica; y/o antrópico, debido a actividades humanas que deterioran las condiciones 
normales de un medio como la atmosfera, el agua o el suelo” (Erazo Parga & Cárdenas 
Romero, 2013, pág. 119). En el caso que es objeto de análisis en la presente 
investigación, se tiene que la contaminación causada por las minas antipersona es 
antrópica, pues es la actividad humana, en el marco del desarrollo de un conflicto 
armado interno, lo que ha conducido al uso y abandono estos artefactos, deteriorando 
el medio ambiente según se evidencia en la afectación del suelo, las fuentes hídricas, 
la biodiversidad y la biosfera “en treinta y uno (31) de los treinta (32) departamentos 
de Colombia” (Ortega Torres, 2016, pág. 41) debido al extenso periodo de latencia y 
la dificultad de absorción de estos elementos por la naturaleza, generando otros 
problemas de orden ambiental y contaminaciones de orden natural.    
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Existen organismos de orden internacional e interno que defienden y promueven 
los derechos humanos, tales como la Cruz Roja Internacional y la Media Luna Roja, 
que abordan este problema dentro lo que se denomina contaminación por armas, 
entendiendo por esta “el resultado de la presencia, uso y abandono de minas 
antipersonal, artefactos explosivos improvisados, armas trampas, así como de restos 
explosivos de guerra (proyectiles, cohetes, granadas, bombas de mortero, entre otros) 
y el uso de armas pequeñas y ligeras en un territorio en el marco del conflicto armado 
interno” (Cruz Roja Colombiana).  
El Estado, al igual que los organismos internacionales, convergen al afirmar que: 
“la compleja situación en Colombia producida por la contaminación por armas 
constituida por la utilización y presencia de minas antipersonal, Artefactos Explosivos 
Improvisados (AEI) y Restos Explosivos de Guerra (REG) está generando daños 
indiscriminados a miles de personas, sus familias y comunidades que van desde los 
ámbitos psicológicos hasta los socioeconómicos [y medioambientales]” (ICR, 2008) 
[Cursiva fuera de texto]. 
El término mina surgió en la edad media, como una práctica bélica de asedio que 
consistía en que “el asediador quitaba y llevaba la máxima cantidad de tierra posible 
hasta un rincón expuesto de las fortificaciones, y apuntalaba el hueco con vigas. 
Entonces rellenaba el hueco entre las vigas con paja y broza, y prendía fuego al mismo. 
Cuando los soportes se consumían, el muro se venía abajo hacia el hueco, abriéndose 
así una brecha”. (Cornish, 1994, pág. 18). Más recientemente estos elementos surgieron 
en la civilización China, y su reinvención como artefacto de fragmentación se atribuye 
a un ingeniero ruso en 1855. Los historiadores alemanes fueron los primeros en 
registrar estos instrumentos y describirlos como una mina volante o fladdermine. 
Debido al desarrollo y consiguiente riesgo que apareja la actividad de la guerra, 
su uso se extendió a las diferentes confrontaciones entre los hombres, como por 
ejemplo, la guerra de secesión de los Estados Unidos de América y la primera guerra 
mundial, conflictos en los que  hicieron su aparición las minas antitanque; así como en 
la segunda guerra mundial, en la que se desplegaron operaciones bélicas que hicieron 
uso de todo tipo de minas, entre ellas las antitanque, las minas antipersona y artefactos 
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explosivos improvisados; en el marco de este mismo conflicto nacieron las minas que 
ya no necesitaban la manipulación por parte del ser humano utilizándose 
indiscriminadamente, ya que las mismas podían ser arrojadas mediante aviones o 
medios helicoportados, lo que causó una contaminación a gran escala y un incremento 
en el álea del riesgo, toda vez que se dejó librado al azar la ubicación de las mismas; 
esta mina de fabricación soviética se conoció con el nombre de Butterfly o Green 
Parrots.  
El riesgo tecnológico y científico llevó al desarrollo de nuevos medios o 
instrumentos, justificando su elaboración con los siguientes parámetros: i. La eficiencia 
que prestaban; ii. El tamaño; iii. La detectabilidad, iv. El esfuerzo logístico y v. La 
rapidez de la colocación; pero dichas justificaciones pronto tuvieron que ser 
revaluadas, debido al mismo proceso o riesgo que las creo, puesto que no se trata de un 
fenómeno estático, el mismo evolucionó a un nuevo nivel, lo cual hizo que dichas 
armas se resultasen obsoletas. 
Pero la catástrofe que trajo consigo las minas antipersonal no se detuvo allí: “al 
paso que la tecnología de las minas avanzaba rápidamente, tanto las fuerzas armadas 
gubernamentales  como los grupos rebeldes seguían colocando manualmente MAP y 
anti-tanques de baja tecnología durante los conflictos armados de carácter interno” 
(Ortega Torres, 2016, pág. 21), como en el caso de: Colombia, Irak, Afganistán, 
Yugoslavia, el Norte de África, Camboya, entre otros muchos países que se ven 
afectados por este flagelo.  
Colombia no es ajena a la problemática global y de Estado que se  presenta en el 
conflicto armado interno; de hecho es uno de los países más contaminados en el mundo 
a causa de estos artefactos que causan daños de manera indiscriminada, al punto que 
es el que más minas antipersonas tiene después de Afganistán, más allá de los esfuerzos 
realizados por el Estado para dar con su ubicación, desactivación, despeje y limpieza 
de las zonas afectadas.  
La historia de la utilización en  Colombia de estos elementos se remonta  a los 
primeros grupos insurgentes que se conformaron en el territorio hacia la década de 
1940, época en la que el grupo al mando de Guadalupe Salcedo y las guerrillas liberales 
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del llano luchaban contra el gobierno de ese entonces, lo que desembocó en la 
utilización de ollas de presión, llenas de pólvora y activadas mediante percutor externo 
o artefacto explosivo improvisado. Posteriormente, en la década de los 70, las minas 
antipersona extendieron sistemáticamente su alcance en todo el territorio, coadyuvadas 
por el conflicto interno y diferentes grupos subversivos como “las FARC, el ELN y el 
M 19, y el Estado” (Espejo Muñoz & Filigrana Duran) que se valieron de estos 
instrumentos, prueba de que el fenómeno de la contaminación puede estar latente en 
un margen de tiempo indeterminado, o determinarse al precisar el tiempo que toma a 
la naturaleza asimilar los efectos de estos instrumentos.   
La historia nacional no ha sido entonces muy alentadora en cuanto al uso 
indiscriminado de estos elementos por parte de los actores del conflicto armado;  hasta 
no hace poco el Estado Colombiano suscribió el Tratado de Ottawa en el cual se 
prohibió el uso, fabricación, producción, empleo, de estos artefactos, como una práctica 
prohibida por el derecho internacional de los conflictos armados.  En los tiempos que 
corren, con la terminación de una parte del conflicto armado y el reconocimiento por 
parte de los actores del mismo (Farc y Estado), se espera que la utilización 
indiscriminada de estos elementos cese por parte del grupo subversivo, tal y como 
quedó convenido en el acuerdo final para la terminación del conflicto y en el 
comunicado conjunto No 52 de la Habana, en el que se estableció el acuerdo para la 
descontaminación y limpieza del territorio de estos elementos y se dieron los 
lineamientos a seguir por parte del Estado y el grupo subversivo en lo referente a la 
selección de sitios a descontaminar, la recolección de información, el trabajo de 
descontaminación y por último la verificación y entrega a  las comunidades de los sitios 
sobre los que pesaba la sospecha de presencia de estos elementos.    
 
1. Noción de minas antipersona.  
Realizada, como lo fue, una breve reseña histórica sobre el origen de las minas 
antipersona, conviene señalar a continuación las distintas clases o tipos de minas que 
existen en la actualidad. En efecto, encontramos las de onda expansiva y las de 
fragmentación,  las cuales abarcan más de trescientas formas en las que se utilizan. 
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Adicionalmente, los grupos insurgente se apropiaron de estos artefactos que les 
permitió elaborar artefactos explosivos improvisado, similares a las minas antipersonal 
de fabricación casera o hechiza.  
Este medio o instrumento, autorizado por el derecho a la guerra o jus in bello, fue 
aceptado como un medio idóneo, como forma legítima de causar daño  en la guerra,  
según se advierte en el desarrollo de la primera guerra mundial, en la que se alimentó 
la idea de que “en la guerra son lícitos todos aquellos medios  que, conducentes a la 
derrota  del adversario, no se oponen a una prohibición jurídico-internacional” 
(Verdross, 1967, pág. 361); de suerte que el uso de dicho instrumento se consideró 
legítimo durante un periodo de tiempo motivo por el que se encuentra el Acuerdo  de 
Armisticio firmado el 8 de noviembre de 1918, en cuyo artículo 8 obligaba a “Alemania 
a entregar los planos que indicaran dónde se habían colocado minas.” (Ortega Torres, 
2016, pág. 18).   
No fue sino hasta las Convenciones de Ginebra de 1949 y sus Convenios 
adicionales de 1970  que se empezó a reconocer la incidencia de las diferentes prácticas 
que conlleva la guerra y las afectaciones que producen tanto en la persona, el 
patrimonio humano y el medio ambiente, normas que no solo tienen carácter 
convencional sino también consuetudinario, en tanto que son  reconocidas por todos 
los Estados. Y es que el “Derecho Internacional Humanitario busca regular el derecho 
de las partes en conflicto de escoger libremente los métodos y medios utilizados en la 
guerra, o que protegen a las personas y a los bienes afectados o que puedan ser 
afectados como consecuencia del conflicto” (Exp. LAT.-138, 1999) 
El Estado Colombiano, acatando el Derecho Consuetudinario del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, suscribió sendos Convenios o Tratados 
Internacionales con el fin de humanizar el conflicto armado interno, en el que se ha 
visto inmerso por más de 50 años, y en el que los diferentes grupos beligerantes, han 
desarrollado diversas actividades bélicas que en buena medida se contraponen a lo 
estatuido por el derecho internacional de los conflictos. 
En consecuencia, en lo que atañe a los diferentes tipos de minas antipersonales, se 
halla: i. El protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, 
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relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter 
internacional, adoptado internamente mediante la Ley 171 de 1994; ii. La Convención 
sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que 
puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados", hecha en 
Ginebra, el diez (10) de octubre de mil novecientos ochenta (1980), y sus cuatro (4) 
protocolos, adoptados mediante la Ley 469 de 1998 y iii. La convención sobre la 
prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas 
antipersonal y sobre su destrucción, incorporada en nuestro ordenamiento jurídico 
mediante la Ley 554 de 2000; iv. La Ley 759 de 2002, mediante la cual se dictan 
disposiciones con el fin de dar cumplimiento al tratado de Ottawa, Ley 554 de 2000.  
El Convenio de Ginebra en su protocolo II, incorporado al ordenamiento interno 
mediante la Ley 469 de 1998, dispone en su artículo 2 numeral 1, que por mina se debe 
entender “toda munición colocada debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u 
otra superficie cualquiera y concebida para explosionar por la presencia, la proximidad 
o el contacto de una persona o de un vehículo”, de donde se sigue que existen distintos 
criterios para distinguir entre las minas que están enderezadas a ocasionar daños a la 
persona y las encaminadas a causar daño a vehículos, y que pueden  ser lanzadas con 
la utilización de armas o emplazadas por el hombre, sea cual fuere el resultado y fin 
buscado con la acción; amén que la contaminación provocada por estos artefactos es 
antrópica.    
Esta normatividad también nos indica aproximadamente lo que debe entenderse 
por mina antipersona y artefacto explosivo improvisado. En relación con el primero 
señala que se “entiende toda mina concebida primordialmente para que explosione por 
la presencia, la proximidad o el contacto de una persona y que incapacite, hiera o mate 
a una o más personas”, lo que deja claro que dicho elemento va dirigido a causar una 
lesión en la persona y  cuenta con una forma especial de activación, ya que esta se 
puede generar por la mera presencia, la proximidad o el contacto con el elemento; y en 
cuanto el segundo precisa que “se entiende las municiones y artefactos colocados 
manualmente, incluidos los artefactos explosivos improvisados, que estén concebidos 
para matar, herir o causar daños, y que sean accionados manualmente, por control 
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remoto o de manera automática con efecto retardado”; adicionalmente, la normatividad 
señala frente a estos elementos que son los empleados manualmente y  que persiguen 
el mismo fin que las minas antipersona, pero que su mecanismo de activación puede 
ser distinto. 
Así mismo, la Ley 554 de 2000, mediante la cual se aprueba el Tratado de Ottawa, 
señala en su artículo 2 numeral 2 y 1, las definiciones de mina y mina antipersona, 
entendiendo por la primera “ todo artefacto explosivo diseñado para ser colocado 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otra superficie cualquiera y 
concebido para explosionar por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona 
o un vehículo”; frente a esta concepto, la comunidad internacional entiende que la mina 
no solo es una munición, sino también un artefacto explosivo, lo que empieza a 
dimensionar el verdadero problema que genera este tipo de artefactos. En tanto que por 
la segunda “se entiende toda mina concebida para que explosione por la presencia, la 
proximidad o el contacto de una persona, y que incapacite, hiera o mate a una o más 
personas. Las minas diseñadas para detonar por la presencia, la proximidad o el 
contacto de un vehículo, y no de una persona, que estén provistas de un dispositivo 
anti-manipulación, no son consideradas minas antipersonal por estar así equipadas.” 
La comunidad internacional, tomando en cuenta los diferentes conflictos que 
agobian a las sociedades,  algunos de los cuales han terminado en confrontaciones 
bélicas en las que se ha hecho uso de estas tecnologías, ha mantenido el fin que 
persiguen estos elementos que es el ocasionar un daño a la persona, aspecto al que 
acude como criterio diferenciador entre las minas que se dirigen a las personas y las 
que se dirigen a los vehículos, contando estas últimas con un dispositivo anti-
manipulación sin considerárselas como minas antipersona, lo que permite afirmar que 
durante la primera y segunda guerra mundial, el uso de las minas contra vehículos 
fueron consideradas minas antipersona, al no contar con dicho mecanismo.     
Ahora bien, por artefacto explosivo, se tiene que se trata de una acepción que se 
corresponde con “All munitions containing explosives, nuclear fission or fusion 
materials and biological and chemical agents. This includes bombs and warheads; 
guided and ballistic missiles; artillery, mortar, rocket and small arms ammunition; all 
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mines, torpedoes and depth charges, demolition charges; pyrotechnics; clusters and 
dispensers; cartridge and propellant actuated devices; electro-explosive devices; 
clandestine and improvised explosive devices; and all similar or related items or 
components explosive in nature.”  (North Atlantic Treaty Organization, 2010, pág. 97), 
lo que ubica al concepto de minas  en un concepto más amplio, pudiéndosele considerar 
como un género y las demás sus especies.  
En síntesis, el concepto de  minas antipersona no es equiparable al de artefactos 
explosivos improvisados, puesto que estos últimos se elaboran artesanalmente, 
generándose más dificultades para su detección y geo-referenciación. Con todo, estas 
dos nociones pueden converger cuando el artefacto explosivo improvisado o la mina 
antipersona es activada por una persona (víctima), más en este evento el mecanismo es 
tomado como mina-antipersona a fin de que pueda ser objeto del programa de acción 
contra minas antipersona.  
Para finalizar, vale la pena añadir que si bien las minas antipersona son 
consideradas como el soldado perfecto, lo cierto es que “conseguir cien victorias, en 
cien batallas no es el colmo de la destreza” (Tzu, 2013, pág. 11), ya que si bien su uso 
se permitió como una forma de hacerle frente a los grupos disidentes al Estado, no 
menos cierto es que dichos elementos son una amenaza para la existencia del ser 
humano y de la naturaleza.  
 
2. Modo en que contaminan las minas-antipersona. 
El fenómeno de la contaminación se caracteriza por ser un fenómeno que se presenta 
de manera difusa, dispersa y atemporal, de suerte que en materia de responsabilidad 
ambiental el daño estará determinado y brindará un razonamiento o estándar 
probabilístico que será tenido en cuenta al momento de atribuir responsabilidad, a 
efectos de identificar la causa adecuada del daño; lo que no significa que toda 
contaminación cause un daño que deba ser resarcido.  
Según el artículo 4º de la Ley 23 de 1973, por contaminación debe entenderse 
“(…) la alteración del medio ambiente por sustancias o forma de energía puestas allí 
por la actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles 
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capaces de interferir con el bienestar la salud de las personas, atentar contra la flora y 
la fauna, degradar la calidad del medio ambiente o afectar los recursos de la Nación o 
de particulares.”  
Ahora, la hermenéutica de la disposición permite considerar que  dicho fenómeno 
puede ser causado de manera natural (Contaminación natural),  como, por ejemplo, una 
inundación, el proceso de fotosíntesis, entre otros; o por el ser humano cuando el 
fenómeno o causa de la contaminación es atribuible a su conducta (Contaminación 
antrópica). En este último evento debe tratarse de una sustancia o elemento  que genere 
degradación del medio ambiente, afecte la salud humana, la biodiversidad y el 
bienestar, esto es, que produzca afectación en ambos sujetos de derecho, al margen de 
los límites permisibles establecidos por el ordenamiento jurídico, de suerte que se 
concrete el riesgo socialmente permitido en el desarrollo de las actividades 
económicas, industriales y tecnológicas.  
El Consejo de Estado siguiendo la tradición francesa descrita por Girod, y que 
fuere reseñada en párrafos precedentes, describe “la contaminación como fenómeno 
que es el supuesto fáctico del que se hace desprender la concreción dañosa en derechos, 
bienes e intereses jurídicos” (Exp. 70001-23-33-000-2012-00156-01(51960), 2018); en 
otras providencias agrega que la contaminación puede ser concebida “como fenómeno 
o situación fáctica de los daños ecológicos y ambientales que se producen como 
consecuencia de esta. En muchas ocasiones se refunden las definiciones del daño con 
la de la contaminación, siendo esta última un concepto científico que, trasladado al 
ámbito jurídico, puede ser cuestionado por su variabilidad o por su carácter 
multifacético, que impide encuadrarlo en un supuesto concreto” (Exp. 52001-23-31-
000-1998-00091-02 (34162), 2018)  
La doctrina francesa y colombiana  han sido enfáticas en señalar que la 
“contaminación comprende solo aquello que cuantitativamente es estimable, 
entendiendo como situación o fenómeno que se mide en unidades físicas”, (Briceño 
Chaves, 2009, pág. 26) (Caballero, 1981, págs. 6-7) esto quiere decir que el fenómeno 
de la contaminación va a determinar cuál es el grado de afectación que se produce en 
los derechos de las personas y el medio ambiente. 
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A su vez, el artículo 5º de esa misma Ley, precisa que por contaminante se entiende 
“(…)  todo elemento, combinación de elementos o forma de energía que actual o 
potencialmente pueda producir alguna o algunas alteraciones ambientales […]”. 
Norma que desde luego debe interpretarse de consuno con el artículo precedente, y que 
nos permite afirmar que la contaminación por minas-antipersonas se ubica dentro de 
los fenómenos que el Legislador ha querido evitar por el deterioro que ocasionan al 
medio ambiente y a la biodiversidad, relativa está a la presencia de flora y fauna,  así 
como a la biosfera si entendemos  esta como los elementos agua, suelo, atmósfera, 
además de las afectaciones a la salud que causa la explosión de dichos elementos.  
La contaminación es un fenómeno difuso que se puede prolongar o no y generar 
nuevos fenómenos de contaminación. De ahí que cuando las minas son emplazadas en 
el suelo no sólo pueden afectar a este sino producir también contaminación hídrica, 
según el lugar en que hayan sido colocadas. La relevancia de este instrumento radica 
en que, a pesar que exista “una  colaboración de agentes contaminantes del medio 
ambiente, provenientes de otras fuentes distintas del procesamiento […] y que 
naturalmente, coadyuvan con el proceso de deterioro y oxidación, por ello, se repite, 
se impone una reducción del monto del valor del daño determinado por los expertos.” 
(Gaceta Judicial No. CLII. 2393, 1976 , pág. 119).  
No en vano la Corte Suprema de Justicia ha reconocido que el daño puede 
derivarse de diversos factores contaminantes que provienen de diferentes focos o 
fuentes de contaminación y que no necesariamente están asociadas al proceso de 
producción del ácido sulfúrico. Mientras que el Consejo de Estado ha determinado, con 
ocasión de un fallo de acción popular por la problemática de contaminación del río 
Bogotá, que la contaminación puede ser producto de un foco específico o múltiples 
focos, haciéndola difusa. (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-01, 2014)  
En ese sentido, si bien el fenómeno de la contaminación por minas antipersona 
suele ser el resultado de un solo foco, y a pesar de que su manifestación inicial se 
presente solo en el suelo, lo cierto es que el lixiviado generado por la degradación por 
el paso del tiempo provoca que los agentes químicos que contienen los artefactos y las 
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minas derivan en otro tipo de contaminación cuando los acuíferos y el agua se ven 
afectados por la presencia de estos elementos.  
Otra característica que permite la identificación del fenómeno de contaminación 
desde el punto de vista jurídico, es la posibilidad de que este se presente de manera 
dispersa, o sea, que un fenómeno se puede diseminar en varios espacios y ser entendido 
como “fuente dispersa de contaminación todo residuo de naturaleza orgánica, 
inorgánico, sintético y artificial cuya fuente de generación, o en otras palabras, lugar 
de procedencia, está ubicado de forma dispersa, esto es, en diferentes lugares.” 
(Guerrero Pérez & Santini Rivera) 
El fenómeno puede presentarse bajo distintas facetas y al estar relacionado con 
otros elementos del medio ambiente puede arribarse a una solución unívoca para el 
problema de la contaminación; o agravarlo debido a las situaciones de orden exógeno 
de la contaminación. Entre las características más sobresalientes de este tipo de 
problemas pueden identificarse el carácter pluri-localizado del daño y la complejidad 
técnica que acarrea esta clase de fenómenos que inciden en la responsabilidad. En 
cuanto a la primera de ellas encontramos un caso paradigmático que nos permite 
explicar en qué consiste dicho fenómeno; se trata del “(…) reactor nuclear de la planta 
de Chernobyl situado cerca de Pripyat, en la entonces URSS y la actual Ucrania, 
explotó el 26 de abril de 1986 a las 01:23:40 a.m. La explosión lanzó a la atmosfera 
una nube radioactiva  que alcanzó  toda Europa del norte, Suiza, Francia e Italia del 
norte y a todos los países del este de Europa (Bielorrusia, Ucrania, Polonia, Países 
Bálticos, etc.). La nube contaminante alcanzó la costa noreste de los Estados Unidos 
de América. Más de veinte años después el 40% del suelo de la UE sufre altos índices 
de contaminación radioactiva” (Calvo Caravaca & Carrascosa González, 2008, pág. 9).  
Ahora bien, desde el punto de vista técnico no todos los problemas generados por 
la contaminación pueden apreciarse de manera sencilla. Su aprensión en muchas 
ocasiones es científica, ya que el concepto de contaminación va a depender de los 
diferentes métodos y estados del arte para la determinación del grado de afectación a 
un bien natural. Además, la complejidad técnica del problema de la contaminación y la 
subsiguiente responsabilidad puede alcanzar tal magnitud que puede abarcar a varios 
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países, tal como ocurrió con el agente naranja, “(…) producto herbicida  que se empleó 
en los años 60 y 70 del pasado siglo por las fuerzas armadas  de los Estados Unidos en 
Vietnam, Laos y Camboya, y que causo gravísimos daños a soldados norteamericanos  
y a familiares de estos, daños que se manifestaron años después. El agente naranja se 
había fabricado en USA, Canadá y Alemania”. (Calvo Caravaca & Carrascosa 
González, 2008, pág. 8) 
Y es que el fenómeno de la contaminación dispersa y la responsabilidad que 
apareja presenta una enorme complejidad técnica, ya que en distintas ocasiones los 
elementos que utilizan los seres humanos están compuestos de diferentes tecnologías, 
sistemas, piezas articuladas, en los que se cruzan diferentes diseños que nos permitirán 
reconocer cuál es la causa adecuada de la amenaza que ostenta la calidad de daño.  
Un ejemplo de este tipo de complejidad proveniente de un foco de contaminación 
fijo, y que causa diversas contaminaciones y afectaciones a diferentes bienes 
ambientales, la encontramos en el “ (…) naufragio y hundimiento del buque Prestige 
en 2002 en las costas gallegas” frente al cual se estableció que “ha suscitado enormes 
dudas sobre la verdadera causa  de los daños causados en las costas españolas y 
francesas por el cargamento de fuel de dicho buque, ya que se dudaba de la 
responsabilidad del capitán, de la compañía armadora, de los políticos que ordenaron 
el alejamiento de buque de la costa en un momento crítico, de la compañía que había 
reparado el buque en China y de la que lo había inspeccionado en Letonia y San 
Petersburgo” .” (Calvo Caravaca & Carrascosa González, 2008, pág. 9). 
Como puede advertirse el aspecto cuantitativo de la contaminación permite 
determinar las probabilidades que existían de que el daño se ocasionara, mas, en 
contraste con el instituto de la responsabilidad esta se ofrece como un criterio 
cualitativo subjetivo, pues es el operador judicial quien va asignar cierta relevancia a 
hechos que configuren el perjuicio y su debida reparación. El fenómeno de la 
contaminación dispersa es abordado por la jurisprudencia nacional, en relación con la 
contaminación provocada por el relleno doña Juana, (Exp. 2500023260001999000204 
y 2000-00003-04, 2012) adoptando como criterio de atribución de responsabilidad al 
Estado la proximidad del foco de contaminación, ya que los lixiviados, los malos 
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olores, entre otras afectaciones al medio ambiente y la salud, llevaron a la declaratoria 
de la misma.  
Ahora, justamente la contaminación causada por minas anti-personales responde 
a esta característica ya que en la mayor parte de los casos se trata de residuos sintéticos 
o remanentes de guerra dispersos en diferentes ubicaciones, siendo algunas zonas de 
difícil acceso, sea por motivos geográficos o de seguridad, y tornando más difícil y 
grave el problema de la contaminación.  
Huelga añadir que, a pesar de los esfuerzos del Estado Colombiano por geo-
referenciar las zonas que se encuentran afectadas o contaminadas por estos elementos, 
siguen siendo empleados por los actores internos beligerantes, lo que hace todavía más 
difícil su ubicación en zonas en las que se sospecha su existencia. El medio ambiente 
en este escenario, como factor a considerar dentro de los procesos de contaminación, 
juega un papel preponderante, ya que el mismo puede solucionar el problema 
(asimilándolo a contaminación) o lo puede exacerbar, como ocurre cuando las 
inundaciones,  fuertes lluvias, arrastran estos instrumentos a otros lugares que no 
estaban contaminados, los cuales generan nuevas amenazas de daños y agudizan el 
problema, como lo acaecido en el caso de Bosnia (Gualtieri)o Nicaragua (Barona & 
Calvo), o, sin ir más lejos, en Colombia (Publicación del Fondo de Inversión para la 
Paz).  
Enfocándonos en la atemporalidad de los fenómenos de contaminantes, se tiene 
que estos bien pueden presentarse de forma instantánea, irregular e incluso 
acumulativa, lo que incide en el tiempo de contabilización del medio de control que se 
escoja para lograr la tutela judicial efectiva. Mas, la comprensión sobre este punto no 
ha sido pacífica por la jurisprudencia del Consejo de Estado, pues, según se verá, el 
máximo  órgano de lo contencioso administrativo asimila contaminación y daño a 
efectos de contabilizar la caducidad. Esta problemática es de la mayor relevancia 
comoquiera que la contaminación es el sustrato fáctico a partir del cual se realiza el 
razonamiento probabilístico del nexo causal a la hora de realizar la imputación fáctica 
de la responsabilidad por daños ambientales y ecológicos. En cuanto a la verificación 
del daño en el tiempo se ha dicho que  “no todos los daños se constatan de la misma 
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forma en relación con el tiempo; en efecto, hay algunos, cuya  ocurrencia se verifica 
en un preciso momento, y otros, que se extienden y se prolongan en el tiempo”. (Exp. 
25000-23-27-000-2001-00029-01(AG), 2007) Al paso que la contaminación ha sido 
entendida como el camino por el cual se debe transita a efectos de que se capitalice la 
amenaza como una lesión cierta que debe ser considerada como un perjuicio.  
Frente a la contaminación que se extiende en el tiempo, no debe pasarse por alto 
que esta presenta un aspecto cuantitativo dentro de la configuración de la 
responsabilidad, pero también uno cualitativo que tiene que ver con el daño y el 
eventual perjuicio. De la anterior simbiosis encontramos que “de ninguna manera, se 
puede identificar un daño que se proyecta en el tiempo como por ejemplo la fuga 
constante de una sustancia contaminante en un río, con los perjuicios que, en las más 
de las veces, se desarrollan e inclusive se amplían en el tiempo, como por ejemplo, los 
efectos nocivos para la salud que esto puede producir en los pobladores ribereños”. 
(exp. 18001-23-33-000-2013-00298-01(AG), 2014)    
Doctrina y jurisprudencia han establecido una división frente a la forma de 
consumación de la lesión: por un lado encontramos lo que se ha definido como daño 
instantáneo, entendido como aquel que se presenta de manera inmediata y del cual se 
tiene conocimiento de manera directa; se trata entonces de “(…) aquél que resulta 
susceptible de identificarse en un momento preciso de tiempo, y que si bien, produce 
perjuicios que se pueden proyectar hacia el futuro, él como tal, existe únicamente en el 
momento en que se produce. A título de ejemplo puede citarse la muerte que se le causa 
a un ser humano, con ocasión de un comportamiento administrativo.” (Exp. 25000-23-
27-000-2001-00029-01(AG), 2007) Y, por el otro, hallamos los que la jurisprudencia 
identifica como “daño continuado o de tracto sucesivo, se entiende por él, aquél que se 
prolonga en el tiempo, sea de manera continua o intermitente. Se insiste, la 
prolongación en el tiempo no se predica de los efectos de éste o si se quiere de los 
perjuicios causados, sino del daño como tal.” (Exp. 25000-23-27-000-2001-00029-
01(AG), 2007)  
Esta división propuesta por la jurisprudencia  debe tener en cuenta tres aspectos: 
i) La prolongación del fenómeno como tal; ii) La prolongación en el tiempo de la 
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conducta que lo produce; y iii) el conocimiento del fenómeno. La distinción entre estos 
es hasta cierto punto explicada por la jurisprudencia en los siguientes términos: “daño 
continuado, se insiste, es la contaminación a un río, con ocasión de una fuga de 
sustancias contaminantes, mientras que como ejemplo de la prolongación de la 
conducta que produce el daño, puede señalarse el caso de la agresión física a una 
persona que se extiende durante varios días.” (Exp. 18001-23-33-000-2013-00298-
01(AG), 2014) 
No son pocas las ocasiones en que se confunde la agravación de la contaminación 
con el fenómeno mismo que la causa, y que puede obedecer a factores humanos o 
naturales. De igual modo la jurisprudencia del Consejo de Estado ha determinado que 
“la concreción de daños ambientales y ecológicos, puede ser histórica, instantánea, 
permanente, sucesiva o continuada, diferida”. (Exp. 23001-23-31-000-2012-00004-01 
(46107), 2014) 
En ese orden de ideas, el fenómeno de la contaminación abre un abanico de 
posibilidades en lo que a su comprensión se refiere, siendo sumamente difícil de asir 
desde un punto de vista jurídico, pues el juez debe acudir a conceptos técnico-
científicos que guían su labor en la comprensión de este  fenómeno y la afectación que 
produce en el medio ambiente.    
 
3. Tipos  de contaminación causada por las minas antipersona. 
En el presente acápite se entrará a estudiar qué tipo de bienes pueden resultar 
contaminados por las minas antipersonales. A priori puede decirse con apoyo en lo 
previsto por el artículo 3º de la Ley 23 de 1973 que “se consideran bienes 
contaminables el aire, el agua y el suelo”. Esta disposición debe interpretarse de manera 
articulada con el Decreto 2811 de 1974 en cuyo artículo 8º se identifican los factores 
que deterioran el ambiente, que para el caso de la contaminación por minas 
antipersonas bien podría afirmarse que se aplica el literal a), relativo a: “(…) La 
contaminación del aire, las aguas, el suelo y demás recursos naturales renovables”; 
precepto que como puede advertirse no hace más que reproducir lo dispuesto en los 
artículos 4 y 5 de la citada Ley.  
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Uno de los méritos de nuestro  Código de Recursos Naturales (Decreto 2811 de 
1974) es que en el artículo analizado se señala que la contaminación no sólo puede 
repercutir en factores abióticos o biotópicos sino también en los factores bióticos que 
estructuran un ecosistema, o lo que los ecologistas llaman procesos de biocenosis.  El 
artículo 3º de este Código reconoce como recursos naturales renovables a la flora y la 
fauna, lo que significa que también ampara la biodiversidad como un elemento que 
puede llegar a ser afectado por las actividades que generan contaminación, sean de 
orden natural o humano. “En la medida que se vierten al ambiente cantidades mayores 
de contaminantes y que estos alteran, cada vez más, las cadenas alimenticias y en 
general la estructura y el equilibrio de los ecosistemas” (RIZO, 2008, p.293) (Rizo, 
1998, pág. 293); el hombre debe remediar sus acciones y tratar de prevenir ciertos 
fenómenos naturales con el fin de mitigar las consecuencias que desencadenan los 
fenómenos contaminantes.  
El asunto cobra relevancia si se tiene en cuenta que un solo producto o instrumento 
empleado por el hombre en desarrollo de un conflicto armado genera consecuencias 
medioambientales perniciosas, no solo para las personas, sino también para las demás 
especies que se ven expuestas a un riesgo que se puede traducir como una amenaza 
cierta de daño. A efecto de analizar y abordar los tipos de contaminación que generan 
las minas antipersona, es necesario advertir que para tener un entendimiento del medio 
ambiente afectado, se hace necesaria la construcción de índices o indicadores 
ambientales a fin de establecer cómo se presenta dicho fenómeno.  
Por índice ambiental se entiende “un número, en una clasificación descriptiva de 
una gran cantidad de datos o información ambiental cuyo propósito principal es 
simplificar la información para que pueda ser útil a los decisores y al público, […]; los 
mismos pueden ser útiles, pues cumplen uno o más de los siguientes objetivos: i. 
Resumir los datos ambientales existentes; ii. Comunicar información sobre la calidad 
del medio ambiente afectado; iii. Evaluar la vulnerabilidad o susceptibilidad a la 
contaminación de una determinada categoría ambiental, iv. Centrarse selectivamente 
en los factores ambientales claves; […]”. (Canter, 2002, pág. 149). Y por indicador 
ambiental las “medidas simples de factores o especies biológicas, bajo la hipótesis de 
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que estas medidas son indicativas del sistema biofísico o socioeconómico, […] Se ha 
sugerido que los indicadores ambientales pueden utilizarse como herramientas para el 
seguimiento del estado del medio en relación al desarrollo sostenible o a amenazas 
ambientales”. (Canter, 2002, págs. 150-151) 
La simbiosis de estos índices nos dará un estándar que determinará la probabilidad 
de amenaza que se cierne sobre determinados bienes ambientales así como las medidas 
que se deben adoptar para precaver el acontecimiento o manifestación de la polución, 
o evitar su agravación.  Por eso resulta indispensable la compresión de los fenómenos 
contaminantes que causan las minas antipersona, y así determinar sobre qué bienes 
ambientales pueden recaer sus efectos. Por ejemplo, uno de los primeros fenómenos de 
contaminación generados por el uso de las minas antipersona se evidencia en la 
contaminación al suelo que ocasionan estos artefactos, que han sido uno de los 
instrumentos por medio de los cuales se ha generado el fenómeno del desplazamiento 
forzado en Colombia. 
Cabe resaltar que la concreción de los daños causados por las minas antipersona 
sirve como antecedente que permite diseñar estrategias para su prevención, tal como lo 
ha hecho la Sala de Reconocimiento de la Jurisdicción Especial para la Paz, ya que este 
fenómeno se presenta “como un indicador o criterio subjetivo de impacto o de 
afectación a sujetos colectivos y como un criterio objetivo de impacto la magnitud de 
la victimización” (Exp. Caso No. 002, 2018)  
Como se anticipó, estos instrumentos o artefactos explosivos causan en el medio 
ambiente un deterioro al suelo, el cual debe ser recuperado o descontaminado de estos 
elementos, a fin de acceder a la tierra y que está pueda proveer alimento, o poder 
desarrollar en ella cualquier actividad económica lícita. Este tipo de contaminación es 
netamente antrópico, ya  que “los procesos de contaminación de los suelos se dan 
básicamente por las acciones que el hombre realiza sobre ellas, de manera consciente 
pero de las cuales desconoce los efectos que tendrá sobre ese sustrato.” (Rizo, 1998, 
págs. 391-392). Aunque otro sector de la doctrina opina que “también se configura una 
contaminación natural a los suelos, cuando se presenta una meteorización de rocas 
metálicas” (Erazo Parga & Cárdenas Romero, 2013, pág. 127).   
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Son variados los fenómenos que afectan al suelo; entre ellos encontramos: la 
deforestación, la desertificación, la erosión, la degradación e infertilidad del suelo, los 
usos inapropiados del suelo y por último la contaminación; es decir existe una cadena 
de fenómenos que inciden indirectamente en el uso, disfrute y goce del mismo por parte 
de los particulares, ya sean de manera conjunta o individual. La contaminación causada 
al suelo es un tipo de contaminación química causada “(…) por todas aquellas 
sustancias orgánicas o inorgánicas, naturales o sintéticas que causan cambio indeseado 
de la composición química del medio” (Erazo Parga & Cárdenas Romero, 2013, pág. 
119). Los efectos contaminantes en el suelo pueden lesionar derechos individuales o 
colectivos.  
La contaminación del suelo causada por las minas antipersona se presenta por la 
introducción o emplazamiento en el bien contaminable (suelo) de una sustancia 
inorgánica, de contenido químico y material sintético utilizado en la mayoría de los 
casos para su elaboración, que  causa una degradación en la composición del suelo, 
bien sea por el proceso de filtración, bien por la acumulación de sustancias toxicas que 
se desprenden de las minas. 
Para finalizar este tipo de contaminación que se presenta en el suelo, debe 
precisarse que los efectos sobre este “(…) dependen de su vulnerabilidad, propiedades 
de amortiguación y la capacidad de auto-depuración, determinado: i. Carga critica, 
representa la cantidad máxima de una sustancia que puede tolerar un suelo sin que se 
produzcan efectos nocivos […]; ii. Movilidad,  del contaminante en el mismo medio o 
a otros sistemas, mediante mecanismos como la filtración. Los suelos que no tienen 
esta propiedad acumulan las sustancias contaminantes; iii. Persistencia, se determina 
según el tiempo que requiere el suelo para degradar o neutralizar una sustancia 
contaminante; iv. Depuración, mediante mecanismos como filtración de sustancias, 
neutralización, biodegradación, inactivación o precipitación del contaminante; v. 
Biodisponibilidad, corresponde a la facilidad con la cual el contaminante es asimilada 
por la biocenosis del suelo.” (Erazo Parga & Cárdenas Romero, 2013, pág. 127). 
Es igualmente importante destacar las diferentes relaciones entre el suelo y el 
medio ambiente, entre las que encontramos: “El entorno geológico y del suelo están 
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asociados con el medio ambiente físico-químico. Sin embargo, también presentan 
relaciones fundamentales con otros componentes medioambientales. Por ejemplo, el 
tipo de hábitat y vegetación de la zona serán función de las características del suelo. 
Además, los recursos culturales también pueden estar relacionados con las 
características del suelo o posiblemente con las características geológicas de la zona. 
Otro ejemplo de relación existente entre el suelo y otros componentes 
medioambientales está asociada con la contaminación por fuentes difusas. La cantidad 
y características químicas de este tipo de contaminación están relacionadas con las 
características del suelo de la zona, forma de erosión a lo largo del tiempo y la 
aplicación de fertilizantes y pesticidas.” (Canter, 2002, pág. 303). 
  El empleo de estos instrumentos también puede provocar contaminación hídrica, 
entendida esta como la afectación al bien agua, así como al derecho a gozar de ella, 
tanto en el acceso como en la calidad de la misma. La contaminación hídrica tiene 
diversos orígenes: uno de origen natural y otro de origen antropogénico, en el que debe 
tenerse en cuenta las posibilidades reales de degradación por agentes naturales que 
presenten los contaminantes.       
Dentro de dicho fenómeno de contaminación se genera un tipo de ciclo 
biogeoquímico, es decir:  “Aquellos que son susceptibles de ser transformados por la 
acción de organismos descomponedores dentro de una determinada cadena alimenticia, 
permitiendo que nuevamente los compuestos y elementos orgánicos susceptibles de ser 
aprovechados queden disponibles dentro del respectivo ciclo biogeoquímico, que 
llamaremos contaminantes biodegradables, es decir, que pueden ser degradados en 
algún momento sin llegar a representar su acumulación  un mayor peligro para el 
funcionamiento normal del ecosistema.” (Rizo, 1998, pág. 354). Las minas antipersona 
no reúnen estas calidades debido al alto grado de resistencia de la degradación de la 
misma, y de los elementos que la componen, es decir, el uso indiscriminado de estos 
artefactos de guerra genera una contaminación  de tipo acumulativo, que se ve reflejado 
con el paso del tiempo.  
Puede afirmarse que los contaminantes no biodegradables “son varios los 
compuestos químicos que causan alteraciones en los ecosistemas acuáticos, por no 
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poder transformarlos por la acción de organismos naturales o por presentarse en 
cantidades tan altas que su descomposición en tiempo corto resulta imposible.” (RIZO, 
1998, p. 361 y 362). (Rizo, 1998, págs. 361-362). Un sector de la doctrina ha 
manifestado que: “el proceso de contaminación conlleva una pérdida de la pureza como 
consecuencia de la intrusión o el contacto de una fuente externa” (Erazo Parga & 
Cárdenas Romero, 2013, pág. 136), lo que permite considerar que la contaminación 
hídrica puede darse en cualquiera de las etapas del ciclo hidrológico.  
Sobre la contaminación hídrica el Consejo de Estado ha dicho en su jurisprudencia 
que esta tiene un impacto “sobre los ecosistemas, presenta un impacto sanitario y de 
salubridad y un impacto sobre la economía”; (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-
01, 2014) Lo que significa que para el órgano de cierre, un fenómeno de contaminación 
puede presentar diferentes aristas o impactos que son interdependientes unos de los 
otros.  
En definitiva, a través de un estudio de impacto ambiental se pueden establecer 
indicadores e índices que permitan construir un estándar probatorio que permita 
determinar el grado de contaminación in situ o el grado de contaminación provocado 
por el proceso de remoción (descontaminación) de las minas antipersonas.  
Por último, debe recordarse que el fenómeno de la contaminación hídrica y del 
suelo se  presenta por: “i. Infiltración al suelo; ii. […]; iii. Escorrentía; iv. Lixiviación 
a las aguas subterráneas y por el subsuelo, acabando de penetrar en ríos y lagos”; 
(Colección FAO: Eliminación de plaguicidas 8) eventos contaminantes que también 
pueden producirse por  las minas antipersona debido a su composición química y a que 
las mismas pueden ser objeto de desplazamiento por el agua de escorrentía y lixiviación 
a lo largo de su  periodo de descomposición y latencia.  
 
4. Consecuencias derivadas de la contaminación por minas antipersona. 
Identificados los fenómenos de contaminación provocados por esta clase de artefactos, 
conviene profundizar acerca de las consecuencias derivadas de su utilización, sea que 
repercutan sobre la persona y sus derechos, sea que lo hagan sobre el medio ambiente. 
En efecto, la Ley 469 de 1998, mediante la cual se incorporó al ordenamiento interno 
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la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas 
convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados, la Corte Constitucional indicó que: “la Convención y sus cuatro 
Protocolos se ocupan, dentro de un marco de guerras y combates donde el uso de armas 
cuyos efectos y consecuencias son cada vez más graves y de mayor magnitud para la 
integridad de la población civil, de los combatientes y del medio ambiente y en 
prosecución de la humanización de la guerra, de la restricción y prohibición de utilizar 
medios, métodos y armas que, como las minas y las armas trampa, entre otras, que 
persiguen efectos tan graves como la eliminación del enemigo, o la manera de reducirlo 
a las más severas condiciones de incapacidad e impotencia, puesto que su recuperación 
y rehabilitación son casi imposibles y sus dolencias y sufrimientos se hacen casi 
insoportables. (Exp. LAT.-138, 1999). 
De igual modo, el Tribunal Constitucional a la hora de estudiar la Ley 554 de 
2000, analizó la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia 
de minas antipersonal, y en lo que atañe a su destrucción dispuso que a estas se “ las 
identifica como el “soldado perfecto”, pues nunca duerme y nunca falla, no dejan de 
actuar frente a un cese de actividades bélicas y aunque han sido creadas para fines de 
guerra, no distinguen entre combatientes, adultos ni niños, pues se observa que sólo el 
diez por ciento de sus víctimas son combatientes; es decir, sus efectos no se limitan a 
soldados y sus propósitos a resultados exclusivamente militares sino que cobijan a la 
población civil cuando desarrolla las más sencillas actividades cotidianas.  […] Esto 
hace que las minas antipersonal presenten consecuencias más amplias que las descritas, 
en tanto interrumpen el desarrollo económico y social de las comunidades bajo su 
amenaza, pues bajo el terror que imprimen dentro de su radio de acción, impiden que 
las personas circulen libremente hacia sus lugares de trabajo, escuelas, centros de salud 
y mercados, o que adelanten labores en los campos relacionadas con el cultivo de las 
tierras, el levantamiento de ganado.” (Exp. LAT-168, 2000) 
Y es que las minas antipersona actúan con un alto grado de indiscriminación, ya 
que pueden atentar contra el hombre, la flora y la fauna, en este caso la silvestre,  la 
cual forma parte de la biodiversidad e integra el elemento biótico, del medio ambiente. 
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Además de estas afectaciones encontramos que tales instrumentos de guerra no solo 
aletargan el paso de la parte contraria en conflicto, sino que también pueden 
desencadenar daños colaterales frente a los que se debe precisar  si el ataque o 
protección busca utilizar este instrumento, si es legítimo o no respecto a un objetivo 
militar válido.  Este concepto se ampliará, en el desarrollo del siguiente acápite, 
teniendo en cuenta su conexión con el principio de precaución.  
Si “Las consecuencias de las minas terrestres se sienten años después de que cesen 
las hostilidades. Además de las bajas humanas, las minas terrestres contribuyen de 
forma significativa a las crisis ambientales globales como la deforestación, la erosión 
del suelo, la contaminación del agua y la disminución de la biodiversidad” 
(ECOTICIAS.COM), se puede identificar el problema de latencia y atemporalidad que 
presentan las minas antipersona como fenómeno contaminante. Ahora, la 
contaminación, como se viene diciendo, no sólo se predica de la explosión, sino 
también del proceso de degradación del artefacto y en relación con los procesos de 
resiliencia y bio-remediación experimentados por el medio ambiente, y considerando 
los factores externos que son introducidos al medio ya sea este de carácter biótico o 
abiótico. De suerte que “cuando las minas terrestres se descomponen y se corroen, 
sustancias tóxicas como el Trinitrotoluene (TNT) y Cyclotrimethylenetrinitramine son 
lixiviadas en el suelo y el agua circundantes. Estos materiales son carcinógenos y 
tóxicos, de larga duración y penetran fácilmente en la cadena alimentaria”. 
(ECOTICIAS.COM) 
Uno de los elementos químicos utilizados dentro del proceso de elaboración o 
fabricación, de estos artefactos de guerra o  “cargas explosivas, es de origen casero, 
razón que sustenta el hecho de que el ANFO (Nitrato de Amonio + Combustible) sea 
unos de los principales explosivos utilizados” (Erazo Romero, González Forero, & 
Ortiz Gutiérrez, 2017); y al ser elementos de fácil acceso para la población, pese a 
existir control sobre su venta, su uso irracional e  indiscriminado por las facciones o 
grupos beligerantes se hace frecuente en el contexto del conflicto interno. Otros agentes 
químicos utilizados con menos frecuencia son el: Indugel, R1 y la pentonita, elementos 
que tienen una comercialización restringida.  
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La contaminación provocadas por estos artefactos y su posterior lixiviación 
dependen del estado del mismo, comoquiera que “las afectaciones de esta sustancias 
toxicas en el suelo [y agua, entre los que se distinguen diferentes estados, entre ellos 
encontramos]la oxidación [que] es causada por la exposición de los artefactos a 
diversas condiciones ambientales, en especial si estos se encuentran fabricados con 
metal; el deterioro que es producto del tiempo de permanencia en un terreno; y por 
último la abertura o la ruptura del artefacto. ” (González Forero & Murillo, 2016) 
[Cursiva fuera de texto].      
Y es que “La simple colocación perturba el equilibrio ecológico porque altera las 
características del suelo y produce daños en el mantillo.” (Ollacarizqueta, 1995). Sin 
mencionar las alteraciones en la cadena alimentaria, las aguas freáticas o subterráneas 
y superficiales, y la afectación de la flora y la fauna entendida como biodiversidad. 
Efectivamente, otro de los recursos que se ven agraviados son los protegidos por el 
artículo 195 del Decreto 2811 de 1974, que define la flora como “el conjunto de 
especies e individuos vegetales, silvestres  o cultivados, existentes en el territorio” [ya 
que este] deterioro, que aumenta con la explosión. Árboles y plantas no escapan a la 
onda expansiva, ni a los fragmentos que salen disparados” [Cursiva fuera de texto]; 
(Ollacarizqueta, 1995) de suerte que la obligación de protección prevista en el artículo 
196 de dicho código se incumpliría, siendo procedente aplicar lo dispuesto en el 
artículo 16 de la Ley 23 de 1973,  que prevé la responsabilidad por el detrimento del 
medio ambiente.  
En relación con la fauna debe decirse que la misma no ha sido ajena al flagelo de 
las minas antipersona; trátese de animales domésticos o silvestre, estos han sido 
víctimas de los efectos perniciosos que se derivan de la contaminación por minas 
antipersona. Debe recordarse que según el artículo 249 del Código de Recursos 
Naturales la fauna silvestre se concibe como “el conjunto de animales que no han sido 
objeto de domesticación, mejoramiento genético o cría y levante regular o que han 
regresado a su estado salvaje, excluidos los peces y todas las demás especies que tienen 
su ciclo total de vida dentro del medio acuático”; así mismo,  la Ley 611 de 2000, en 
sus artículos 1 y 2, estableció lo que se debe entender por fauna integrando dicho 
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concepto al de biodiversidad y ampliando la categoría de protección a los organismos 
vivos de especies acuáticas. 
En el marco del conflicto armado colombiano la afectación a las especies animales 
se ha presentado de manera diversa, ya que encontramos “un sinnúmero de casos sobre 
fauna silvestre y doméstica muerta por la presencia inadvertida de las minas, incluso 
de perros entrenados para detectarlas. En su acción demencial, la guerrilla ha utilizado 
fauna premeditadamente para realizar atentados y ataques militares, improvisando 
artefactos explosivos sobre burros y caballos, como en los casos de Chalán (13 de 
marzo de 1996), La Estrella (28 de agosto de 1997), Guadalupe (21 de julio del 2002), 
Chita (11 de septiembre del 2003), Las Damas (10 de julio del 2011), Toledo (21 de 
enero del 2012) y San Andrés de Cuerquía (8 de agosto del 2012).” (Correa Assmus, 
2015) 
A manera de ilustración sobre el impacto que en el medio ambiente han tenido los 
conflictos bélicos internacionales y su incidencia en el medio ambiente, se tiene que en 
el marco de este  “teatro de hostilidades y teatro de operaciones” (Verdross, 1967, pág. 
375) es que “se ha confirmado, por ejemplo, que en el Norte de África las gacelas 
desaparecieron de las zonas que habían sido minadas durante la II Guerra Mundial”. 
(Ollacarizqueta, 1995) 
Por último, la forma en que se construyen estos artefactos también influye en el 
proceso de degradación y biorremediación del medio ambiente, ya que en muchos 
casos “Estas armas son además residuos no degradables, sobre todo en el caso de las 
construidas con plástico” (Ollacarizqueta, 1995) y “metal” (González Forero & 
Murillo, 2016); a las que se suman las construidas con “(…) una cubierta de madera 
las cuales entrañan el riesgo de que el explosivo se disuelva y pasen al suelo sustancias 
tóxicas” (Ollacarizqueta, 1995) así como “vidrio y costal” (González Forero & Murillo, 
2016), y que conllevan el mismo riesgo de lixiviación.  
Huelga añadir que a las consecuencias ambientales que conlleva la colocación de 
las minas, se suman las de algunos trabajos de desminado. En efecto, estos implican un 
alto grado de intervención a fin de descontaminar el suelo, sea de manera manual con 
asistencia canina, o tecnológica con máquina de barrido, lo que provoca o puede 
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provocar la desaparición de la flora, insectos y bacterias que contribuyen en gran 
medida a la erosión del terreno.  
En síntesis encontramos que la contaminación por minas antipersona depende de 
factores externos físico-químicos y de la composición química del artefacto explosivo, 
ya que estos indicadores e índices otorgan el primer insumo a tener en cuenta en la 
evaluación de la incertidumbre y posterior reconocimiento del riesgo que producen 
estos artefactos, así como la eventual aplicación del principio de precaución como 
principio general de derecho.  
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Capítulo II: Daños ambientales y ecológicos causados por la contaminación 
derivada del uso de minas antipersona  
 
 
A nivel local se ha dicho del daño que es “el motivo de la responsabilidad y materia de 
indemnización; debe repararse todo el daño y nada más que el daño, por lo cual se 
destaca la importancia que en este terreno tienen las pruebas, pues se requiere 
certidumbre de la realidad del perjuicio y de su cuantía, para así proferir las condenas 
pertinentes.” (Hinestrosa, 1969, pág. 529). Ahora bien, al ser este elemento el fin de la 
responsabilidad, traza el derrotero que se ha de tener en cuenta al momento de 
indemnizar el perjuicio causado por el victimario, trátese de un ente privado o público, 
cobrando especial importancia el aspecto de la certidumbre del mismo, pues en el 
contexto propio de la responsabilidad ambiental presenta sendas dificultades debido a 
las particularidades propias de la contaminación, como son su  atemporalidad, 
dispersión y  difusión.   
La evolución de los diferentes sistemas sociales, culturales y económicos apareja 
consigo el desarrollo económico pero también el  impacto en el medio ambiente, dado 
que es este  el escenario en el que se realizan las diferentes actividades humanas que 
recaen sobre “procesos y  objetos ajenos al sentido, [los cuales], entran en el ámbito de 
la acción como ocasión, resultado, estimulo u obstáculo de la acción humana.” (Weber, 
1997, págs. 9-10) Fue precisamente este impacto derivado de las conductas activas y 
omisivas, tanto de privados como del Estado, el que dio paso a lo que se conoce como 
revolución industrial; y en cuyo contexto tomó fuerza la idea de riesgo como una forma 
“de asegurar la reparación de los accidentes de trabajo” (Planiol & Ripert, 1947, pág. 
667). [Cursiva fuera de texto] 
Con el advenimiento de la guerra y el desarrollo industrial y tecnológico,  así como 
la influencia de la economía en la sociedad, esta última se vio avocada a un cambio de 
paradigma, tanto en lo social, ambiental y económico, toda vez que las diferentes 
relaciones que surgen entre estas áreas se vieron afectadas por el nuevo engranaje que 
impone un mundo globalizado, que no es otro que la incertidumbre como fuente de 
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creación de  riesgos. Ante este nuevo paradigma que nos brinda la incertidumbre, la 
doctrina ha acuñado el concepto de “sociedad del riesgo”, en la que la acción dirigida 
a precaver las consecuencias de un posible daño juega un papel trascendental en la 
gestión de los riesgos, y que el mismo avance tecnológico y científico impone con el 
pasar del tiempo.     
El estudio del paradigma que plantea la sociedad del riesgo se asimila al de lo 
sucedido en la sociedad industrial de la siguiente forma: “El concepto de «sociedad 
industrial o de clases» (en el sentido amplio de Max Weber) giraba en torno a la 
cuestión de cómo se puede repartir la riqueza producida socialmente de una manera 
desigual y al mismo tiempo «legitima». Esto coincide con el nuevo paradigma de la 
sociedad del riesgo, que en su núcleo reposa en la solución de un problema similar y 
sin embargo completamente diferente. ¿Cómo se pueden evitar, minimizar, dramatizar, 
canalizar los riesgos y peligros que se han producido sistemáticamente  en el proceso 
avanzado de modernización y limitarlos y repartirlos allí donde hayan visto la luz del 
mundo en la figura de «efectos secundarios latentes» de tal modo  que ni obstaculicen 
el proceso de modernización ni sobrepasen los límites de lo «soportable»  (ecológica, 
médica, psicológica, socialmente)?” (Beck, 1998, págs. 25-26). 
Por lo demás, son variados los riesgos que se pueden presentar en una sociedad de 
clases y en una sociedad de riesgo, ya que frente a la primera tienen “(…) un impacto 
muy directo sobre determinados sectores de la población-una población ubicada cerca 
de las fuentes de contaminación industrial. […]La degradación ambiental de la primera 
industrialización no era en nada democrática, quedando algunas clases sociales 
(Burguesía, por ejemplo) prácticamente indemne de sus consecuencias. Efectivamente, 
la contaminación no implicaba o abarcaba toda la sociedad-una sociedad que Beck 
define como «sociedad industrial clásica» y que contrasta radicalmente con la 
«sociedad del riesgo». Nuevos contaminantes, como pesticidas sintéticos (DDT), 
compuestos orgánicos de los metales pesados (mercurio, plomo, cadmio, etc.), y 
radiaciones ionizantes se distribuyen y se acumulan de forma más global, afectando a 
la inmensa mayoría de clases  y estamentos sociales (esto no quiere decir que afecte a 
todos por igual.) En la sociedad del riesgo, se democratiza la distribución de riesgo (al 
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menos en los países más desarrollados). Los riesgos poseen nuevos patrones y formas 
de distribución y, además, los nuevos contaminantes no son observables a simple vista 
y necesitan la intervención de técnicas analíticas muy avanzadas para su detección y 
medición.” (Lemkow, 2002, págs. 132-133).  
En ese orden de ideas los avances científicos en determinados temas se incorporan 
al discurso jurídico, comoquiera que el Derecho debe regular ciertos aspectos frente a 
los cuales se cierne un manto de incertidumbre que genera cada avance científico o 
tecnológico, o la adopción de una nuevo procedimiento, y que quedan “sujetos a una 
definición social matizada por los conocimientos científicos.” (Lemkow, 2002, pág. 
134). Tales avances y nuevos conocimientos se convierten en un elemento de 
“atribución” (Lemkow, 2002, pág. 134) definitorio de la sociedad del riesgo.  
En una primera fase de estudio de la sociedad del riesgo, encontramos que esta “se 
caracteriza según Beck, por la imposibilidad de atribuir externamente los riesgos, 
siendo tales el reflejo  de las acciones y omisiones humanas. Y es este último un aspecto 
importante a tener en cuenta pues supone encontrar el papel que juega la capacidad de 
decisión en la función de riesgos y sus efectos aun no conocidos.” (Urzola Gutiérrez, 
2017, pág. 220). 
En una segunda fase de estudio de este fenotipo social, Beck sugiere que: “lo 
principal a definir en la sociedad del riesgo es precisamente saber cómo tomar 
decisiones en condiciones de incertidumbre; incertidumbre que, por lo demás, ha sido 
fabricada, y cuya base de conocimiento resulta no solamente estar incompleta, sino que 
la búsqueda de conocimiento en sí supone mayor incertidumbre” (Urzola Gutiérrez, 
2017, pág. 221). 
El escenario no es nada alentador pues ante las problemáticas que ofrece la 
sociedad del riesgo, debe reevaluarse la concepción clásica de la responsabilidad. En 
efecto, las transformaciones sociales que trae consigo el desarrollo tecnológico y 
científico ofrecen un escenario de incertidumbre e imprevisibilidad, lo que provoca 
inconvenientes en el instituto de la responsabilidad, pues sus elementos y 
características  en especial el daño cierto y el nexo causal, son arrastrados al debate 
científico y al campo de la probabilidad.  
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En aras de atenuar el efecto de la incertidumbre, inseguridad e imprevisibilidad de 
los riesgos a los que se ven expuestas las personas, sus bienes y el medio ambiente, el 
derecho, reaccionando a las transformaciones sociales, ha insistido en la aplicación del 
principio de precaución comoquiera que dicho instrumento se muestra como idóneo al 
tratar de anticipar, precaver y prevenir los riesgos, ofreciendo de esta manera una nueva 
visión al instituto de la responsabilidad, en tanto que traspasa o supera la función 
preventiva o correctora y desarrolla la precautoria, lo cual supone un nuevo paradigma 
en la evaluación y gestión de los riesgos por parte de los Estados y particulares.  
No obstante, regímenes legales como el estadounidense señalan que el 
“Notwithstanding the contemporany influence of statutory and waranty law, the goals 
of tort law remain these: (1) assignment of resposibility, in money damages or 
equitable relief, to those responsible  for creating a risk that produces harm, requiring 
such businesses or individuals to “internalize” the total cost of a product, including its 
liability  monetary costs; (2) compensation of persons for personal injury or property 
damage loss caused by anotherʼs tortius  conduct ( effectuating concepts and policies 
of corrective justice and fairness); (3)deterrence of further unreasonably hazardous 
conduct by the responsible party and others engaged in similar pursuits; and (4) 
reduction of avoidable accident cost, throught the encouragement of safer dischargue 
of existing practices, and promotion of innovation, such as changes in procees, 
transportation, disposal, design, formulation, packaging, or labeling that will reduce 
or eliminate unreasonable hazards.” (Boston & Stuart Madden, 2001, pág. 2).  
Pertinente es resaltar que las diferencias entre los sistemas jurídicos del common 
law y el civil law, inciden en el tratamiento de la responsabilidad por daños 
ambientales, pues aunque ambos sistemas se preocupan por la forma de gestionar su 
riesgo de ocurrencia, sea de una forma anticipatoria o mediante la internalización de 
los costes derivados del riesgo al productor, lo cierto es que el principio de recibe un 
tratamiento distintos en uno y otro sistema; mientras que en el continental europeo, “se 
le da una categoría de principio, en el régimen consuetudinario, este es una simple 
pauta de interpretación” (Andorno R. , 2004, págs. 97-114) (Forero Ramírez, 2018, 
págs. 97-114). 
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La mayor dificultad, se insiste, radica en que la responsabilidad civil fue concebida 
como una institución jurídica de carácter reactivo que se pone en marcha con 
posterioridad a la ocurrencia del daño, y que presupone en sana lógica que la existencia 
del daño, la certeza de sobre el mismo y sobre quién lo produjo; justamente por ello se 
abrió paso al principio de precaución como modelo anticipatorio de la responsabilidad, 
reformulando la concepción clásica de la misma, “lo cual generaría la puesta en marcha 
del mecanismo de la responsabilidad civil ante una situación de daño previsible, es 
decir, de un daño que aún no se materializa (que no debe confundirse  con el daño 
futuro, el cual es perfectamente reparable desde el momento en que su realización es 
cierta; mientras que, cuando hablamos de precaución, se trata de tomar medidas para 
evitar un daño que se sospecha que pude ocurrir); lo cual constituye una iniciativa 
importante particularmente tratándose de intereses cuya reparación es imposible, y 
cuya compensación, en muchos casos resulta inútil.”  (Troncoso, 2010, pág. 206). 
Resulta igualmente importante resaltar que según la doctrina francesa “a pesar de 
la incertidumbre científica que existe sobre el riesgo de causar un daño engendrado por 
una actividad comercial e industrial, la simple prueba aportada por la víctima de la 
ausencia de garantía de la inexistencia del riesgo en cuestión, es suficiente, en razón de 
la gravedad potencial que entrañaría su realización […] Convendría admitir que la 
responsabilidad civil no tiene por función solamente la reparación de daños ya 
causados, sino también la prevención de daños, de los cuales su gravedad e 
irreversibilidad imponen que se pueda poner todo en marcha para impedir su 
realización. En esta perspectiva, convendría entonces desplazar el centro de gravedad 
de la responsabilidad civil, del daño cierto, pasaríamos así al simple riesgo (incierto) 
del daño.” (Troncoso, 2010, pág. 215). 
La precaución no es más que una forma de patrimonialización del derecho 
medioambiental, pues nos brinda los derroteros por medio de los cuales se debe aplicar 
el conocimiento científico y así paliar la incertidumbre que acarrean los procesos 
industriales y tecnológicos, convirtiéndose en una forma de mitigar los peligros, 
amenazas y daños que conllevan las actividades que aparejan cierto riesgo o peligro.  
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“Le principe  de précaution est le fruit dʼune longue maturation politique et juridique 
des développements issus de la philosophie jonasienne. Il est le fruit de lʼexaltation dʼun 
modèle dʼanticipation. Son contenu est donc largement guidé par un changement de 
paradigme dans le prise en compte de lʼagir de lʼhomme et par lʼidée dʼintégration dʼune 
visión à très long terme” (Deffairi, 2015, pág. 606).  
Entonces, el eje de la responsabilidad en materia ambiental debe ser el riesgo y su 
adecuado control, gestión y anticipación. En ese sentido, el empleo del principio de 
precaución como mecanismo anticipatorio del riesgo adquiere relevancia dentro del 
instituto de la responsabilidad. No en vano se ha dicho que “la configuración de la 
responsabilidad con sustento en el principio de precaución exige examinar que siendo 
el daño el elemento esencial, no es el único, ya que opera un triple nivel de valoración 
de la realidad: peligro—amenaza—daño.” (Briceño Chaves, 2017, pág. 171).  
En la doctrina del Common law, sobre el riesgo se ha dicho: “Risk can be defined, 
at least in part, as the estimated probability of loss. A reduction in risk is a redution in 
the estimated probability of loss, or a reduction in expected loss. Expected loss is, *** 
a commodity distinct from the actual loss of life or money or others tangibles. Thus, 
environmental regulation produces a benefit both at the momento when it reduces a 
risk and at the momento when the relevant loss—an illness or death—would otherwise 
have occurred.” (Boston & Stuart Madden, 2001, pág. 10). 
Al considerársele como una probabilidad estimada de pérdida, el riesgo permite 
utilizar anticipadamente los instrumentos apropiados que determinen la acciones a 
realizar, y de este modo mitigar sus efectos en la sociedad; es igualmente considerado 
como una pérdida esperada, distinta de la pérdida real de vidas o de dinero u otros 
tangibles, a la luz del análisis económico del derecho o costo—beneficio de las 
acciones que se han de tomar.  
Sobre el particular, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea indicó que  “el 
concepto de riesgo corresponde a una función de la probabilidad de que la utilización 
de un producto o de un procedimiento produzca efectos perjudiciales para el bien 
protegido por el ordenamiento jurídico”. (Asunto T-13/99, 2002 , pág. 147) Es decir 
que para el régimen de tradición continental, el riesgo  es considerado como una 
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probabilidad de la materialización o manifestación de efectos nocivos para la salud o 
el medio ambiente.     
La doctrina argentina señala que “Suele conceptualizarse al riesgo (Risk) como la 
probabilidad de que ocurra un fenómeno natural o humano que afecte directa o 
indirectamente al Medio Ambiente, pero también se alude a él como a un factor 
objetivo de atribución que ha acompañado al desarrollo tecnológico, reconociendo 
varias doctrinas o teorías para sustentarlo, […]” (Garrido Cordobera, 2014, pág. 47). 
En definitiva al riesgo puede identificársele como “[…] la relación directa con la 
necesidad y aspiración del hombre de controlar el futuro, de brindar mayor certeza.”. 
(Gil Botero & Rincón Córdoba, 2013, pág. 48). Las actividades denominadas 
peligrosas, en cuyo trasfondo se hallan el conocimiento científico y la incertidumbre, 
se ofrecen como un concepto que permite mitigar dicho problema. Aunque, 
paradójicamente, también puede agudizar el problema planteado, siendo necesario 
recurrir al principio de precaución como paliativo a los posibles riesgos (peligros--
amenazas—y--daños) a los que se ven sometidas las personas y el medio ambiente.  
El riesgo puede presentarse bajo distintas formas: “le risque natural, le rsique 
technologique, le risque économique, le risque sanitaire, le risque alimentarire, etc.” 
(Auby, 2005, pág. 351); Se trata, en efecto, de diferentes facetas de un mismo problema 
como lo es la de la incertidumbre que lo genera, la realización de procedimientos y la 
utilización de objetos en diferentes ámbitos ya identificados. Su configuración dentro 
del sistema de responsabilidad radica en que se presenta como una probabilidad, ante 
la cual el sistema no puede ser ajeno y debe adoptar una serie de decisiones 
encaminadas a gestionar dicha probabilidad, aun cuando repercuta negativamente en 
los intereses  de quien produce el riesgo, del mismo Estado o de la sociedad cuando 
decide socializar las manifestaciones o efectos del mismo. 
En lo que atañe a las minas antipersona y la contaminación en el suelo y el recurso 
hídrico debe advertirse que pese a que en un primer momento se podría afirmar que la 
consumación del daño radicaría en el emplazamiento del artefacto, esto únicamente 
podría estimarse como una probabilidad de la contaminación. Entonces, la evaluación 
que del riesgo se haga y que puede desembocar en la contaminación por minas 
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antipersona, no solo debe considerar la probabilidad anteriormente descrita, sino 
también su base, que nace del “coeficiente de partición” y debe ir acompañada de otros 
elementos de prueba o de conocimiento que le brinden luces al juzgador a la hora de 
resolver un caso en concreto. 
De este modo se ha venido abordando y estudiando el problema de la 
contaminación generada por estos artefactos, a efectos de determinar su composición 
físico-química, el orden y textura del suelo. Así, es un posible implementar un 
“coeficiente de modelo multilineal en el que se integra el coeficiente partición” 
(González Forero, págs. 139-152), y de esta manera  analizar las composiciones 
químicas de los suelos donde están plantadas las minas y el tipo de químico utilizado 
en la fabricación de la misma y su incidencia en la afectación del bien.  
Otro elemento a tener en cuenta en la evaluación del riesgo es “la instalación” 
(Directiva IPPC, 1996)1 o ubicación del foco contaminante, ya que el mismo puede 
brindar índices e indicadores que deben ser tenidos en cuenta en la resolución del caso 
en concreto, pues de su correcta realización dependerán factores como “la población 
limítrofe [al foco contaminante], la sensibilidad de su entorno, la superficie que ocupa 
la instalación, el número medio de trabajadores, la cantidad media de materiales 
manipulados al día, etc.” (Castañon del Valle, 2006, pág. 47) [Cursiva fuera de texto]       
El asunto de la contaminación por la simple instalación de minas antipersona 
presenta dificultades toda vez que  Colombia no cuenta con un mapeo o geo-
referenciación sobre la ubicación de estos instrumentos, lo que se torna aún más 
dispendioso en la medida en que el conflicto armado continúa en pie, y permanece el 
empleo de las minas anti-persona por parte de terceros o grupos beligerantes contra el 
Estado , lo que permite afirmar que el conflicto armado no solo afecta a la persona y 
sus derechos, sino que también al medio ambiente, en la medida en que existe una 
disputa por el control  de bienes y servicios ambientales.  
Si bien Colombia cuenta con un registro de víctimas posterior a la ocurrencia del 
evento bélico, lo cierto es que no cuenta con herramientas de anticipación a este tipo 
                                                        
1 Anexo1. 
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de daños. Como estrategia se acude a la comunidades para que manifiesten, por 
percepción o  identificación, una posible señal de riesgo de contaminación por minas 
antipersona, y poder así identificar las zonas en donde probablemente pueden existir 
dichos instrumentos. Conforme al estándar nacional de acción contra minas 
antipersona, estas pueden ubicarse: “i. En zonas donde se han presentado combates; ii. 
En casas, veredas y caminos abandonados; iii. Se encuentran en área con mucha 
sombra, trochas y fuentes de agua en zona de riesgo; iv. En infraestructura importante 
como puentes, oleoductos, acueductos, torres eléctricas y sus alrededores; v. En lugares 
donde se han presentado accidentes o incidentes; vi. En zonas con presencia de cultivos 
ilícitos o con programas de erradicación manual; vii. En zonas de extracción minera.” 
(Dirección Para La Acción Integral Contra Minas Antipersona, Descontamina 
Colombia)  
Como estrategia de educación contra el riesgo de minas antipersona se 
identificaron una serie de indicios que dan cuenta sobre la posible presencia de estos 
artefactos en una zona como las anteriormente se mencionadas y que podemos resumir 
de la siguiente manera: “i. Cambios en el suelo y la vegetación: montículos, hendiduras, 
tierra removida; ii. Cables atravesados o parte de minas visible; iii. Personas o animales 
muertos o heridos; iv. Señales de combates: cráteres de explosiones, casquillos de balas 
y trozos de metal; v. Señales de advertencia: letreros, cintas, o información que conoce 
la comunidad.” (Dirección Para La Acción Integral Contra Minas Antipersona, 
Descontamina Colombia) 
Estos dos últimos elementos estudiados permiten gestionar el riesgo desde el punto 
de vista de su ubicación o instalación, comoquiera que son los criterios válidos para la 
interpretación de los eventos que generan contaminación por minas antipersona. Con 
todo, el uso indiscriminado de estos artefactos por parte de los actores beligerantes al 
Estado hace difícil la aprensión del fenómeno, comoquiera que existe una difuminación  
de la ubicación de estos elementos, toda vez que no se sabe a ciencia cierta cuál es su 
geo-referenciación.  
Desde la perspectiva del Jus in bello, esta problemática exige antes que nada 
precisar si la operación se llevó a cabo en el teatro de hostilidades y posteriormente en 
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el teatro de operaciones, de manera que se pueda determinar el espacio geo temporal 
de la operación y poder establecer si se respetaron los principios de distinción, ventaja 
militar definida, de precaución y los principios de razonabilidad y proporcionalidad del 
ataque, a efectos de impedir la causación de daños colaterales.  
El teatro de hostilidades fue reconocido por primera vez “mediante la sentencia 
del 1 de diciembre de 1927, ´por el Tribunal Arbitral Mixto Griego—Alemán. […] 
[Este], puede ser cualquier zona terrestre, marítima o área que no pertenezca al ámbito 
de la soberanía espacial de un Estado neutral ni esté neutralizada. Pero si un Estado 
neutral no quiere o no está en condiciones de proteger su neutralidad contra uno de los 
beligerantes, el otro podrá tratar este territorio, a su vez, como teatro de hostilidades. 
Hay que distinguir entre el teatro de hostilidades como posible ámbito de acciones 
bélicas  y el teatro de operaciones, donde las hostilidades tienen efectivamente lugar. ” 
(Verdross, 1967, págs. 375-376). [Cursiva fuera de texto]. 
La relevancia práctica de dicha distinción radica en que el ejercicio lícito del 
derecho de presa únicamente es válido respecto de la guerra marítima y no de la 
terrestre. “De ahí que haya que adherirse al fallo del Tribunal Supremo de Presas 
Alemán en el caso Primula (18 de junio de 1915), cuando se dice que la práctica del 
derecho de presa no está limitada a la alta mar, sino que puede tener lugar en cualquiera 
otras aguas” (Verdross, 1967, pág. 376); un caso similar lo encontramos en el fallo del 
Tribunal de Presas de Alejandría, en el asunto Flying Trader, del 2 de diciembre de 
1950, en el que se le otorgó a Egipto el derecho de presa sobre el canal de Suez.     
Otro principio que entra en juego en la problemática que se viene abordando es el 
de distinción, por cuya virtud, en el marco del derecho a la guerra, debe diferenciarse 
entre bienes civiles y objetivos militares. Uno de los avances más importantes de este 
principio se evidencia en el anexo I al Convenio de la Haya de 1907 en el que “1) se 
señalan unos bienes, particulares y públicos, que deben estar protegidos  durante las 
hostilidades (Verbigracia, lugares de culto, hospitales, monumentos históricos, 
etcétera); 2) la inmunidad de los bienes protegidos se pierde  cuando quiera que sean 
destinados para fines militares; 3) hacen su aparición las “imperiosas necesidades 
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militares”, concepto que vendrá a ser fundamental al momento de analizar la ocurrencia 
de un posible crimen de guerra.” (Ramelli Arteaga, 2011, pág. 155). 
Uno de los antecedentes históricos relevantes que motivaron el desarrollo de este 
principio se advierte en el estallido de la segunda guerra mundial, en cuyo contexto el 
ejército alemán realizó unas operaciones aéreas de bombardeos de zona que provocaron 
inmensos daños a la población civil, puesto que se ejecutaban ataques a objetivos 
militares sin importar que se hallaran en medio de bienes civiles; el principio de 
distinción, entonces, se mostró como una herramienta útil para  hacer frente a  este tipo 
de ataques desproporcionados.  
Así mismo, el artículo 53 del IV Convenio de Ginebra de 1949 consagró  prohibió 
a los combatientes en el marco de un conflicto la destrucción de bienes muebles o 
inmuebles pertenecientes individual o colectivamente a personas particulares, al Estado 
o a colectividades publicas u organizaciones sociales, excepto cuando fuera 
absolutamente necesario atacarlas a causa de una operación bélica. Esto, en relación 
con el conflicto bélico internacional. En cuanto al de carácter nacional, el artículo 3 
común a los cuatro convenios de Ginebra, fue la primera norma internacional 
convencional que intentó regular los conflictos armados internos pero sin hacer 
mención alguna del principio de distinción en materia de bienes.  Con todo, se ha hecho 
frente a esta omisión acudiendo al carácter consuetudinario del principio de distinción, 
para poder atender los eventos vinculados con los conflictos armados internos.  
También el Protocolo I de Ginebra de 1977, figura como antecedente relevante del 
principio de distinción, abordándosele desde una perspectiva material al proponerse 
que:   
 “ 
1) Los ataques solo se dirigirán a objetivos militares; 
2)  Prohibió la realización de ataques indiscriminados, es decir, aquellos que no estén 
dirigidos contra un objetivo militar concreto o que emplean métodos y medios de 
combate  que no pueden dirigirse  contra un objetivo militar especifico; 
3)  Se prohíben los bombardeos de zona […]; 
4) Se prohíben igualmente los a y heridos en la población taques, cuando sea de prever 
que causarán incidentalmente muertos y heridos en la población civil, o daños a 
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bienes de carácter civil, o ambas cosas, que serían excesivos en relación con la 
ventaja militar concreta directa prevista; 
5) Se establece un catálogo de bienes civiles, tales como aquellos destinados a culto, 
el ganado, las cosechas, el agua, aquellos indispensables  para la supervivencia de 
la población civil, el medio ambiente, etcétera;  
6) Se definen que se entiende por objetivo militar […]” (Oeter, 2008, pág. 137).   
Finalmente, y en lo que a la utilización de las minas antipersona se refiere, aparece 
como importante antecedente histórico del principio de distinción en el escenario del 
conflicto armado internacional o interno el Protocolo de Ginebra, que de manera “(…) 
mucho más limitada, consagra el principio de distinción en su esfera material 
estipulando una protección para la siguiente clase de bienes : 1) los indispensables para 
la supervivencia de la población civil; 2) las obras  e instalaciones que contienen 
fuerzas peligrosas; y 3) aquellos de carácter cultural y religioso. Sin embargo, no se 
alude a la protección del medio ambiente ni tampoco se definen los objetivos militares.” 
(Ramelli Arteaga, 2011, pág. 155).  
Así mismo, es de gran relevancia el principio de distinción a la hora de evaluar el 
riesgo que conlleva el uso de minas antipersona, ya que permite definir, al menos 
consuetudinariamente, cuales son los bienes objeto de especial protección por normas 
imperativas, imperativo categórico o normas de ius cogens, contribuyendo también a 
la ubicación de los artefactos explosivos de modo que se pueda establecer si el ataque 
es legítimo o no; todo esto en aras erigir una posible “responsabilidad del Estado, por 
hechos de actores privados” (Attanasio, 2016, pág. 13). 
Ahora, si de gestionar riesgos en el marco de operaciones militares se trata, el 
principio de precaución goza de amplio reconocimiento consuetudinario, según se 
evidencia en el  artículo 57 del Protocolo I de Ginebra en el que se entrelazan varios 
principios, entre ellos el de distinción, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad, a 
fin de que, basados en la información disponible y el conocimiento científico, se pueda 
conducir un ataque minimizando al máximo el impacto de la operación sobre la 
población civil y sus bienes.  
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Como referente internacional acerca del reconocimiento del principio de 
precaución en el marco del jus in bellun, y su ponderación y aplicación con otros 
principios, encontramos la sentencia del Tribunal internacional encargado de juzgar a 
los presuntos responsables de graves violaciones del derecho internacional humanitario 
cometidas en el territorio de la antigua Yugoslavia a partir de 1991; sobre el particular 
se indicó que: “La aplicación práctica del principio de distinción exige que quienes 
planean o lanzan un ataque tomen las precauciones posibles para verificar que los 
objetivos atacados no son civiles ni objetos civiles, para así proteger a los civiles al 
mayor grado posible”. (TPIY, 2003, pág. 187) 
Otro ejemplo de la aplicación consuetudinaria del principio de precaución en el 
marco de los conflictos armados internos es el caso Juan Carlos Abella vs. Argentina 
resuelto por la Corte Interamericana de Derechos, corporación que puntualizó que 
“Además del articulo 3˚ común, los principios del derecho consuetudinario aplicables 
a todos los conflictos armados exigen que las partes contendientes se abstengan de 
atacar directamente a la población civil  y a civiles en forma individual, y que al fijar 
sus objetivos distingan entre civiles y combatientes y otros objetivos militares 
legítimos. Para amparar a los civiles de los efectos de las hostilidades, otros principios 
de derecho consuetudinario exigen que  la parte atacante tome precauciones, para evitar 
o minimizar la pérdida de vidas civiles o daños a la propiedad de civiles, incidentales 
o colaterales a los ataques contra objetivos militares.” (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, CIDH, 1997, pág. 153) 
Teniendo en cuenta que estos criterios se deben aplicar a todo tipo de operaciones 
militares dentro de un conflicto armado interno, encontramos que en el caso 
colombiano sólo el Estado cumple con su rol dentro del conflicto, cual es no utilizar 
este tipo de artefactos explosivos,  comportamiento que sin embargo no es adoptado 
por los grupos armados disidentes al margen de  la ley, quienes todavía se valen de 
dichas herramientas.  
¿Qué importancia tiene todo esto dentro de la evaluación del riesgo? Que estos 
principios me brindan las pautas por medio de las cuales se determina el momento de 
gestionar el  riesgo con base en su ubicación, teniendo en cuenta los criterios para que 
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la operación militar sea considerada como lícita, de suerte que los medios empleados 
no estén prohibidos y no afecten bienes civiles, ni personas no combatientes,  
existiendo irrestricta  proporcionalidad entre el principio de precaución y el de 
distinción. 
Lo expuesto hasta aquí nos permitirá más adelante abordar el tópico de la 
reparación a los bienes afectados por la contaminación que causan las minas 
antipersona, comoquiera que la jurisprudencia, pese a reconocer que existe una 
afectación por la utilización de dichos artefactos, únicamente se ha ocupado de la 
reparación de los daños causados a la persona, sin tener en cuenta los ocurridos sobre 
los bienes, sean públicos o privados, y en especial sobre el medio ambiente.  
También en la evaluación del riesgo ambiental ha de tenerse en cuenta la 
intensidad del mismo, que puede ser abordada desde su frecuencia (Baja, Media y Alta) 
y su intensidad (Leve, Grave y Catastrófica); su probabilidad de concreción bajo ciertos 
índices (Común, probable, moderado, improbable) determinados en función del tiempo 
de exposición al agente químico, su proximidad, la transferencia del agente químico u 
otros, fenómenos comprendidos por la contaminación derivada del uso de minas 
antipersona.  Un sector de la doctrina señala que la intensidad, como factor relevante 
en la evaluación del riesgo, debe hallarse “(…) directamente relacionada con las 
eventuales pérdidas económicas que se soportarían de materializarse el daño, siendo 
leve si dichas pérdidas pueden ser asumidas por la organización, grave si las pérdidas 
requieren cierto endeudamiento por parte de la organización o catastrófico cuando las 
pérdidas son tan elevadas que ponen en peligro la continuidad de la empresa.” 
(Castañon del Valle, 2006). 
A la intensidad se le define como una “medida de potencia, de gravedad o de 
fuerza de una actividad de manejo o  de otros acontecimientos que afectan a la 
naturaleza de los impactos de la actividad” (Gaulle); en últimas, como elemento que 
define la probabilidad de ocurrencia de un riesgo. La intensidad en el empleo de minas 
antipersona por parte de los grupos armados se encuentra asociada al dominio de una 
zona, el dominio o presencia de cultivos ilícitos, o la presencia de infraestructura, factor 
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que se ha de tener en cuenta y que se presenta como una constante que brinda ayuda 
para gestionar el riesgo de contaminación por estos artefactos. 
Y es que no debe olvidarse que en el marco del conflicto armado Colombiano no 
solo se busca tomar el poder sino hacerse de bienes y servicios ambientales que entran 
en disputa por los diferentes actores armados. Aspecto que debe tenerse en cuenta como 
factor  al momento de evaluar la intensidad del riesgo, si se tiene en cuenta que la 
presencia y acción de grupos beligerantes se da con el fin de salvaguardar sus propios 
intereses económicos; con motivo se ha dicho que estas zonas han sido consideradas 
como  “Zonas calientes”, (Cosoy) en las que se ha vivido el conflicto por más de cinco 
décadas.       
La pregunta obvia que nace de todo esto es: ¿Qué carga u obligación de 
anticipación se tiene frente al mínimo de conocimiento disponible? ¿Cuáles son las 
obligaciones del Estado para poder anticiparse a la concreción del daño? Quedan pues 
planteados estos interrogante, y en lo que atañe a la gestión del riesgo frente a una 
incertidumbre puede decirse que  “si no hay decisiones con la garantía de estar libres 
de riesgo, (que un observador de primer orden podría todavía tener) de que con más 
investigación y más conocimiento podríamos pasar del riesgo a la seguridad. La 
experiencia práctica nos enseña que más bien ocurre lo contrario: cuanto más se sabe, 
más se constituye una conciencia del riesgo. Cuanto más racionalmente se calcule y 
mientras más complejo sea el cálculo, de más aspectos nos percataremos, y con ellos 
vendrá mayor incertidumbre en cuanto al riesgo y, consecuentemente, más riesgo.” 
(Luhmann, 2006, pág. 64).   
Manifestado en otros términos, lo paradójico de la situación es que a medida que 
se profundiza en el riesgo y su evaluación, se identifican las diferentes probabilidades 
de contaminación por el uso de minas antipersona, al punto que en lugar de minimizar 
el problema este se exacerba aún más gracias a la multiplicidad de efectos 
contaminantes que estos elementos pueden conllevar; descontados el álea que apareja 
su utilización y la alevosía del ataque ejecutado en forma indiscriminada, sea atacando 
a las personas, sea  generando una situación de amenaza a los bienes, públicos o 
privados, y al medio ambiente.  
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Se encuentra también que dentro de la caracterización del riesgo y su evaluación, 
el principio de precaución juega un papel trascendental en la gestión del mismo, en 
tanto permite identificarlo y adoptar diferentes acciones en aras de evitar el 
acaecimiento de los efectos de la una determinada contaminación.  Por tal motivo el 
principio de precaución tiene una doble dimensión, como herramienta de gestión y 
como estándar probatorio, según se dijo  más arriba; su aplicación además,  puede 
provenir de su reconocimiento como principio consuetudinario en el marco del 
conflicto armado interno; pese a que alguna parte de la doctrina colombiana sostenga 
que se trata de una regla jurídica. Por último, el principio de precaución sirve como 
derrotero e instrumento paliativo de los riesgos ya identificados mediante la evaluación 
de riesgos ambientales y ecológicos.  
Debe entonces preguntarse ¿Es el riesgo un evento futuro imposible de determinar 
en todos sus extremos, o debe entenderse simplemente como un proceso? Porque a la 
verdad, el riesgo se contrae a un momento de total anticipación, y su presencia va a 
engendrar obligaciones. Y en lo que al  daño y a la precaución se refiere,  debe 
determinarse cuándo  aquél adquiere el carácter de cierto y cuando el de directo; cuándo 
es el resultado de la  producción, materialización o consumación de una actividad, 
frente a la que no caben medidas de anticipación, y en cuyo desarrollo se permitió que 
se causara el daño. 
Como se mencionó al abordar el tema de la evaluación del riesgo ambiental y 
ecológico, el principio de precaución hace extensivo sus efectos al daño como elemento 
estructural de la responsabilidad civil. Este principio exige entonces un cambio en la 
manera de interpretar y concebir el daño. Con tal propósito acude al iter damnus de: 
peligro, amenaza y daño.  
Por peligro la doctrina ha entendido “la capacidad potencial de una sustancia o de 
un sistema de ocasionar daños” (Garrido Cordobera, 2014, pág. 48); otro sector, con 
mayor precisión, ha dicho que  “comprende el orden de normalidad en las sociedades 
modernas (configuradas como ‘sociedades del riesgo’). Es el ámbito en que la 
discrecionalidad de la administración pública,[…] desdobla su mayor expresión, y 
donde la operatividad de la anticipación es esencial, ordenando la adecuación 
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continuada a las mejores tecnologías disponibles y asumiendo una gestión positiva de 
la producción del ambiente.” (Briceño Chaves, 2017, pág. 172). 
En este escenario nos encontramos ante lo que la corriente funcionalista del 
derecho penal ha denominado riesgo permitido, entendido como criterio normativo que 
permite comprender la imputación dentro de una sociedad en la que imperan las 
probabilidades de riesgos, acompañados de la incertidumbre que acompaña a sus 
efectos, consecuencias y procesos. Por eso se ha dicho con razón que: “No forma parte 
del rol de cualquier ciudadano de eliminar cualquier riesgo de lesión del otro. Existe 
un riesgo permitido, pues la sociedad no es un mecanismo cuyo único fin sea la 
protección máxima de los bienes jurídicos, sino que está destinada a hacer posible las 
interacciones sociales; por ello, la prohibición de cualquier puesta en peligro 
imposibilitaría la realización de todo comportamiento social, incluyendo también los 
comportamientos de salvación. Sin embargo, en determinados ámbitos, la necesidad de 
un riesgo permitido en modo alguno es contradictoria con la protección de bienes 
jurídicos.” (Meza Mercado, 2017, págs. 149-150). 
El riesgo permitido bien podría definirse como el ámbito o umbral de tolerancia 
frente a ciertos comportamientos, actividades, procesos, productos u otras formas de 
manifestación de aquellas contingencias de daño en las que juega un papel importante 
el Estado regulador e interventor de estas actividades o comportamientos, pues es este 
el encargado de fijar los límites permisibles para el ejercicio de ciertas actividades de 
índole industrial, tecnológico, sanitario, ambiental o económico. En opinión del tesista, 
la idea del límite permisible entra dentro de esta noción de riesgo permitido, más allá 
de que algunos ubiquen este elemento en la esfera de la contaminación como 
característica de la misma, lo que resulta inexacto ya que este es el estándar de riesgo 
permitido y aceptado socialmente y reconocido por el Estado, y que debe ser respetado 
por quienes desarrollan actividades que generan efectos contaminantes.   
Fue el artículo 11 de la Ley 23 de 1973 el que introdujo en nuestro ordenamiento 
jurídico colombiano la idea de niveles permitidos de contaminación; en él se dispuso 
“que sería el gobierno nacional, quien fijaría los niveles mínimos de contaminación y 
aprovechamiento permisible para cada uno de los bienes que conforman el medio 
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ambiente.” El límite permisible estará determinado por los niveles que la sociedad y 
las condiciones técnicas  indiquen, y que permitan establecer el marco en que han de 
desarrollarse las distintas actividades, garantizando que estas no perturbarán, 
aminorarán, afectarán o generarán  detrimento en la persona, sus bienes o patrimonio. 
El límite permisible es lo que hace posible la construcción de ámbitos más allá de la 
licitud o ilicitud de una conducta, sea activa u omisiva, de su legitimidad o ilegitimidad, 
y que exige  además unas bases legales para su entendimiento, sin que ello signifique 
que se configure un daño propiamente dicho.  
No son pocas las críticas que se han formulado a la idea de límite permisible, 
comenzando por aquellas que reprochan la existencia de distintas “(…) actividades 
permitidas con alto grado de probabilidad de que causen daño, mientras que otras con 
menor índice están prohibidas. Cf., p.ej., el tránsito rodado en un puente con la venta 
de armas a personas sin licencia.” (2008, pág. 120). Otra crítica que suele formularse a 
la idea del límite permisible es que esta centra su atención en fenómenos de 
contaminación instantánea, lo que resulta insuficiente frente a situaciones de 
contaminación difusa, comoquiera que esta se presenta de manera atemporal, 
acumulativa, sucesiva y continuada.   
Es posible que al momento de ejecutarse la actividad se produzca un solo 
fenómeno de contaminación, pero que sumados todos los picos o situaciones relevantes 
se termine produciendo daño a causa de su acumulación. En el caso particular de las 
minas antipersona se tiene que a partir de un solo elemento se pueden generar varias 
clases de contaminación, que durante algún tiempo estuvieron permitidas por el 
ordenamiento jurídico. Es decir, el uso de estas herramientas en algún momento fue 
lícito, pero en materia de responsabilidad ambiental no es necesaria la licitud del daño 
para que esta se configure; toda vez que la lectura del fenómeno de la contaminación 
como elemento cuantitativo de la responsabilidad me va a revelar otras circunstancias 
tales como el carácter acumulativo, sucesivo o continuado de la contaminación química 
causada por las minas antipersona.  
Surgen entonces los siguientes cuestionamientos: ¿A partir de qué momento se 
puede afirmar que se produce afectación al medio ambiente por el fenómeno de 
61 
contaminación por minas antipersona? ¿Desde que la mina es emplazada o desde que 
se manifiestan sus efectos producto de la acumulación? En criterio del investigador 
estos interrogantes deben resolverse a partir de la distinción entre daño consumado y 
amenaza de daño. 
Efectivamente, el segundo estadio a tener en cuenta luego del de peligro es el 
relacionado con la amenaza; para un sector de la doctrina esta es considerada como “el 
evento potencialmente desastroso que ocurre durante cierto periodo en un determinado 
sitio (ej., seísmos, inundaciones).” (Garrido Cordobera, 2014, pág. 48). Otro sector de 
la doctrina, abordando el tema con mucha más profundidad explica que la amenaza “se 
presenta en el universo de peligros cuando el desencadenamiento continuado de los 
fenómenos de contaminación antrópicos permiten concretar, con mínima certeza, 
situaciones y hechos inminentes e irremediables cuya expresión inicial (en iter 
continuado y acumulativo) bastará para afirmarse como elemento dentro del juicio de 
responsabilidad, salvo que se  asuma el agravamiento y la mayor complejidad de los 
hechos que se pueden consumar como daños ambientales y ecológicos.” (Briceño 
Chaves, 2017, pág. 172).  
Ya la doctrina italiana había estudiado la amenaza de un derecho como objeto de 
protección en la responsabilidad pues afirmaba que “el peligro de daño incide 
negativamente en el valor del bien al que incumbe, disminuyendo tal valor y repercute 
en el interés del sujeto a que corresponde el bien, es ya de por sí, un daño, prescindiendo 
de aquel daño que podrá derivar de la actuación de la virtual posibilidad ínsita en él. 
Aunque el peligro desaparezca con la pretendida agresión del bien ajeno, sin embargo, 
se ha producido una disminución lo breve y limitada que se quiera, de la seguridad de 
goce del mismo bien, un perjurio, consiguientemente, para el titular de este.” (De 
Cupis, 1970, pág. 71). 
La idea de amparo de los derechos frente a situación de amenaza no es nueva en 
Colombia, pues de tiempo atrás autorizada doctrina ha dicho que “Cosas tan concretas 
y tangibles como la vida, honra y bienes de las personas no pueden quedar al arbitrio 
de sutilezas y distingos y han de ser tuteladas enérgicamente con la sola comprobación 
de amenaza en su contra o de lesión consumada” (Hinestrosa, 1969, pág. 518).  Esto 
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significa que la tutela de derechos frente a hechos o circunstancias que representan 
amenaza puede lograrse al través del instituto de la responsabilidad civil teniendo en 
cuenta que la simple amenaza satisface el carácter cierto de del daño o lesión de un 
derecho.  
Al respecto, un sector de la doctrina adhiere a la teoría italiana según la cual “(…) 
un bien o derecho amenazado, vale menos que un  bien o derecho no amenazado”. 
(Meza Mercado, 2017, pág. 73 y 149). Otro sector más especializado considera en 
cambio que “La alteración del goce pacífico de un derecho es un perjuicio cierto. 
Aunque se pudiere reprochar que la amenaza de un derecho es por definición contraria 
a su violación, y por consecuencia, es contraria a la noción de daño, se reitera que la 
mera amenaza de violación es de por si un daño cierto y actual. En efecto, el sentido 
común indica que el uso alterado de un derecho no es un goce pleno y pacífico de este, 
precisamente porque supone que se encuentra disminuido.” (Henao Pérez J. , 2009, 
pág. 196). 
Un aspecto a tener en cuenta en el estudio de la amenaza como daño cierto, es el 
relativo a la diferenciación que debe realizarse entre lo que se entiende como daño 
cierto y eventual. Sobre el particular cobra especial relevancia la doctrina francesa 
según la cual “L'appréciation de l'étendue du prejudice peut donner lieu à difficulté 
lorsque sa réalisation s'est prolongée dans le temps. Il est de régle que le juge, se 
plaçant au jour où il rend son jugement, doit tenir compte de toute aggravation du 
préjudice qui procede directement du fait du responsable et en est la continuation” 
(Chapus, 1957, pág. 506); lo que significa que “las jurisdicciones han planteado que el 
principio según el cual el perjuicio cierto […] es el perjuicio actual o futuro, con 
exclusión del perjuicio eventual” (Henao Pérez J. , 2009, pág. 189). 
Debe entonces establecerse cuándo un perjuicio es cierto, habida cuenta de que 
este puede ser actual o futuro, pero sin perder de vista la lesión efectiva de un derecho, 
lo que hace un poco incompleta la lectura. Con vehemencia se ha sostenido que  “tanto 
en civil como en administrativo, para que exista la responsabilidad, es necesario que el 
daño se haya ocasionado. La sola probabilidad o expectativa de que pueda tener lugar, 
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vale decir, cuando el daño es eventual o futuro, no hace responsable del Estado. Para 
que esto no ocurra el daño debe ser cierto y actual”. (Henao Pérez J. , 1991, pág. 349). 
Ahora, con la entrada en vigencia de la Constitución Nacional de 1991 se conservó 
el régimen de responsabilidad patrimonial del Estado y la teoría clásica se fue 
adaptando al proceso de constitucionalización, en el que quedó comprendido el derecho 
de daños y su respectiva evolución; todo lo cual se vio favorecido por el ingreso al 
ordenamiento jurídico de la acción de tutela y las acciones populares, en cuyo contexto 
el contenido de dichos derechos  merece otro tipo de protección e interpretación. Un 
contexto así favoreció la evolución del concepto de amenaza, pues permitió introducir 
la idea de “(…) alteración al goce pacífico de un derecho o amenaza a lesión definitiva, 
es lo que se estudia en la acción de tutela, y como parte preventiva en la acción 
popular.” (Meza Mercado, 2017, pág. 73). Fue necesario entonces otorgar un alcance 
al medio de control de reparación directa y a la acción de tutela. Cambio de dinámica 
que se vio reflejado en una nueva concepción del daño. Puede identificarse este como 
un segundo estadio del concepto de amenaza.  
Para el Consejo de Estado por amenaza se entiende el evento o hecho que deviene 
eventual, como una probabilidad o expectativa;  aspecto que es sumamente relevante 
en la configuración de la tercera etapa, en la que se consolida la amenaza como daño 
cierto, pues con apoyo en la doctrina francesa se señaló que “Las probabilidades que 
se han perdido no son siempre “catillos en el aire” de Perrette y de su cántaro de leche. 
A veces son reales. Ciertamente, la víctima aduce un perjuicio que contenía una 
virtualidad y es lo que hace que el problema no lleve consigo una solución enteramente 
satisfactoria […]” (Mazeaud, Mazeud, & Tunc, 1957, pág. 312). 
A la luz de lo anterior, aunque una simple sospecha no configura por sí sola peligro 
o amenaza, lo cierto es que si se le acompaña de probabilidades serias de alteración del 
goce efectivo del derecho,  y si además es aplicada la teoría de la amenaza a la 
contaminación derivada del uso de minas antipersona y la consiguiente responsabilidad 
que genera, tendríamos que empezar a reconocer el riesgo que lleva implícito su uso, 
al  que debería agregarse el alea que apareja su solo emplazamiento. También tendría 
que reconocerse que después de superado este escenario, surgiría uno nuevo, 
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consistente en el proceso de biorremediación y resiliencia de la naturaleza, que también 
puede ser tenido en cuenta al momento de evaluar la certeza del daño en materia 
ambiental.  
Como un cuarto estadio en el recorrido y reconocimiento de la amenaza como 
daño cierto, encontramos que el Consejo de Estado admite que “en la sociedad moderna 
el instituto de la responsabilidad extracontractual está llamada a adaptarse, de tal 
manera que se comprenda el alcance del riesgo de una manera evolutiva, y no sujetada 
o anclada al modelo tradicional. Esto implica, para el propósito de definir el daño 
antijurídico, que la premisa que opera en la sociedad moderna es aquella según la cual 
a toda actividad le son inherentes o intrínsecos peligros de todo orden, cuyo 
desencadenamiento no llevará siempre a establecer o demostrar la producción de un 
daño antijurídico. Si esto es así, sólo aquellos eventos en los que se encuentre una 
amenaza inminente, irreversible e irremediable permitirían, con la prueba 
correspondiente, afirmar la producción de un daño cierto, que afecta, vulnera, aminora, 
o genera un detrimento en derechos, bienes o intereses jurídicos, y que esperar a su 
concreción material podría implicar la asunción de una situación más gravosa para la 
persona que la padece.” (Exp. 85001-23-31-000-2010-00178-01 (47671) , 2015) 
Se tiene entonces que para la máxima autoridad de lo contencioso-administrativo 
la amenaza sólo constituye daño cierto si se presenta como inminente, irreversible e 
irremediable. De esta manera modula su posición inicial en la que rechazaba las 
probabilidades de riesgo como fundamento de la responsabilidad, obedeciendo quizás 
a criterios sociales y culturales que para su época eran aceptados, pero que en el estado 
actual de la ciencia y el arte y el riesgo tecnológico, el instituto de la responsabilidad 
ha sufrido cambios, trayendo consigo una nueva concepción de lo que debe entenderse 
por daño, en armonía con el principio de precaución.  
En lo que atañe a la inminencia de la amenaza, puede decirse que esta se orienta a 
dar respuesta al carácter mediato o inmediato del fenómeno de la contaminación, como 
parámetro para el cabal entendimiento de la amenaza. Además, la contaminación 
simplemente provoca una situación alterada, sobre la que deben ejercerse todas las 
acciones de control y gestión de determinado riesgo. En otras palabras, debe analizarse 
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la actividad en sí misma y la capacidad de gestión del riesgo, de modo que estos dos 
elementos tengan la aptitud de generar o de ellos se pueda desprender una afectación a 
bienes y derechos de personas, como la afectación a bienes y servicios de carácter 
ambiental.   
Y es que a la amenaza de daño va unido un concepto importante que es el de la 
alteración, la cual debe analizarse frente a la causa que origina el evento; en el derecho 
Francés, por ejemplo, se ha reconocido la inminencia de daño en las acciones 
preventivas. Parte de la doctrina francesa ha dicho que  “Le demanduer doit apporter 
la preuve d'une  conduite fautive qui pourrait entraînerun dommage imminent et 
irreparable. Si la condition d'imminence reste rigide, la notion de dommage 
irreparable ne doit pas être comprise littéralement: le dommage est considéré comme 
iirréparable lorsque le  juge considère que les systèmes légaux ne permettront pas de 
réparation en cas de réalisation, ou que les preuves seront impossibles à apporter, 
voire que l'auteur será insolvable.” (Boutonnet, 2005, pág. 333). Lo que significa que 
el demandante debe probar la inminencia y la irreparabilidad del daño para que proceda 
la tutela de un derecho de manera preventiva, dando de esta manera, un nuevo trasfondo 
al instituto de la responsabilidad. 
Sobre la inminencia de perjuicio la jurisprudencia constitucional ha manifestado 
que está bien puede ser considerada como una “[…] amenaza o está por suceder 
prontamente. Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o 
menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que 
justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera 
conjetura hipotética. […] Lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura 
fáctica, aunque no necesariamente consumada.  Lo inminente, pues, desarrolla la 
operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que 
oportunamente se contenga el proceso iniciado.  Hay inminencias que son 
incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado.  Pero hay otras que, 
con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace 
efectivo.” (Exp. T-7984, 1993) 
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Como segundo elemento de la amenaza se encuentra el de su irreversibilidad, 
conforme al cual se debe manejar el concepto de probabilidad y potencialidad del 
riesgo justamente  en torno al fenómeno de contaminación. Para su mejor compresión, 
es pertinente acudir a su antónimo, esto es, la reversibilidad de un fenómeno o hecho 
que  genera contaminación o afectación a la persona, bienes o servicios y bienes 
ambientales. Si se acude al diccionario “(…) podemos comprobar que por 
reversibilidad se entiende la «cualidad de reversible», esto es, la cualidad de algo (en 
este caso, el contenido del derecho en concreto) que puede «volver a un estado o 
condición anterior»” (Ponce Solé, 2013, pág. 23). La reversibilidad se entiende 
entonces como un mecanismo o figura a tener en cuenta en el estadio de la amenaza; 
pues esta indicará si aún se pueden realizar acciones con el fin de anticiparse al 
fenómeno que produce la amenaza y así evitar su consumación, o en su defecto mitigar 
los efectos del daño y su agravación.  
Dentro de la irreversibilidad conviene distinguir dos procesos diferentes, a saber: 
la reversión y la regresión, elementos que se nutren de una misma situación. La 
reversión o irreversibilidad precede a la regresión, y se define como  “[…]  la vuelta en 
materia de contenido de derechos a una situación anterior, en el sentido de menos 
favorable para titular del derecho en cuanto al contenido de aquel (que puede llegar a 
desaparecer), en cuyo supuesto nos encontramos ante una regresión, esto es, 
«retrocesión o acción de volver hacia atrás», que puede ser la consecuencia de una 
decisión pública regresiva, es decir, «que hace volver hacia atrás».” (Ponce Solé, 2013, 
pág. 23). Ambos procesos se integran al análisis de la irreversibilidad, ya que como su 
antítesis serían una forma de gestionar dicho fenómeno, ya que existen situaciones que 
generan una serie de consecuencias que han de tenerse en cuenta al momento de evaluar 
la no regresión o irreversibilidad del fenómeno.  
Un ejemplo de lo anterior serían las propiedades bioquímicas, físicas y geológicas 
de que están compuestas la biósfera y la biodiversidad, en tanto que existen ciertos 
elementos que les son propios y que, después de alterados, sus procesos no volverían a 
ser los mismos hasta pasado un determinado tiempo, si se consideran los procesos de 
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biorremediación y resiliencia; aunque en algunos casos, como en el de la 
desertificación, las consecuencias son ilimitadas en el tiempo. 
La irreversibilidad debe analizarse desde el punto de vista de la actividad y de la 
acción. En el primer evento, siendo o no autorizada la acción, es posible gestionar el 
riesgo junto con la actividad, y adoptar todas las medidas que permitan evitar la 
concreción de la amenaza inminente. Es decir, todavía se cuenta con alguna medida 
para revertir la situación, aún se tiene dominio del hecho o conocimiento o fenómeno; 
frente al cual se puede racional, proporcional y técnicamente intervenir. En el segundo, 
se está ante un riesgo o situación potencialmente peligrosa frente al cual ya se agotaron 
todos los medios técnicos razonables, necesarios y proporcionales, siendo insuficientes 
al no tener la capacidad de revertir las manifestaciones del hecho de la contaminación 
que empiezan a desvelarse, convirtiéndose la amenaza en algo inminente.  
Finalmente, en cuanto a la irreversibilidad, esta tiende a convertirse en una 
“probabilidad baconiana” (Shum, 2016, pág. 81), pues no se encuentra determinada por 
condiciones métricas como lo “probabilidad pascaliana” (Shum, 2016, pág. 82). Esto 
permite concluir que  el principio de precaución, como gestor de este tipo de amenazas 
no solo cumple un papel de aligeramiento de la carga probatoria en torno al nexo causal, 
sino que también funciona como estándar probabilístico en los diferentes escenarios en 
que se debe gestionar una incertidumbre, pudiéndose afirmar que “la palabra 
probabilidad está asociada inmediatamente con números entre cero y uno, que son 
empleados para graduar la extensión de nuestra incertidumbre acerca de eventos, 
afirmaciones o posibles conclusiones” (Shum, 2016, pág. 75). 
Por último, en relación con el concepto de amenaza hallamos el carácter 
irremediable de la misma; este aspecto debe analizarse teniendo en cuenta los bienes 
que pueden resultar afectados. En efecto, debe precisarse si el fenómeno de la 
contaminación afecta derechos y bienes de las personas o del medio ambiente, y si de 
este fenómeno o situación se puede retornar o no a los límites del riesgo permitido, de 
suerte que pueda acudirse a elementos que garanticen que no se producirán o generarán 
afectaciones a derechos fundamentales o colectivos, a bienes públicos o privados.  
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Echando un vistazo a la jurisprudencia, se tiene que La Corte Constitucional 
admite que pueden existir escenarios en los que se produzcan daños consumados, sin 
que esto sea óbice  para que las autoridades o jueces actúen ante amenazas de 
vulneración a derechos; por esta razón ha expresado que  “en cuanto a los perjuicios 
potenciales, si bien hubo un daño consumado que consiste en la destrucción de algunas 
construcciones […], aún subsiste la amenaza de que se produzcan otros, que serían 
irremediables en el evento de ocurrir y que pueden ser evitados” (Exp. T-859, 1992), 
lo que significa que la irremediabilidad es un factor que me define la vocación del bien 
y su utilidad.  
Sobre la irremediabilidad también ha dicho la Corte que: “La primera noción que 
nos da el Diccionario es "que no se puede remediar", y la lógica de ello es porque el 
bien jurídicamente protegido se deteriora irreversiblemente hasta tal punto, que ya no 
puede ser recuperado en su integridad. Por ello se justifica la indemnización, porque es 
imposible devolver o reintegrar el mismo bien lesionado en su identidad o equivalencia 
justa.  La indemnización compensa, pero no es la satisfacción plena de la deuda en 
justicia.” (Exp. T-7984, 1993). 
En síntesis, este elemento trae aparejado el estudio a los bienes o derechos 
afectados de consuno con la conducta desplegada, activa u omisiva, en el marco de un 
fenómeno de contaminación, la que deriva en un deterioro, aminoración o alteración al 
goce pacífico del derecho. 
La amenaza como daño cierto, y la aplicación del principio de precaución como 
gestor de riesgos ambientales, tienen gran importancia a la hora de configurar o no la 
responsabilidad de Estado, en consideración a la  incertidumbre que impera en una 
sociedad del riesgo. Y en punto específico de la contaminación por minas antipersona, 
adquiere relevancia el determinar a partir de qué momento nace la responsabilidad 
patrimonial del Estado por la contaminación que causan estos artefactos ¿Desde los 
efectos que causan las minas? ¿A partir de que se emplean o desde que el artefacto es 
emplazado en el medio ambiente? Preguntas todas que no son fáciles de responder y 
de las que en todo caso no se halla respuesta alguna en la jurisprudencia.  
69 
Emplear la figura de la amenaza permitiría afirmar que la alteración al goce 
pacífico de los derechos descritos como vulnerados o amenazados con la 
contaminación de las minas antipersona, es un perjuicio que puede analizarse desde la 
afectación a la persona y sus bienes, y que bien podría identificarse como daño impuro; 
y desde la afectación o alteración de bienes y/o servicios ambientales, que bien podría 
considerarse como daño puro. En este último evento el titular de estas afectaciones a 
bienes y servicios ambientales es el Estado quien debe gestionar y proteger estos 
bienes. 
En definitiva “la amenaza de daño implica que ya ha habido un inicio en la 
alteración y en la merma del goce pacífico del derecho. La amenaza que recae sobre un 
derecho implica hechos reales que, por su sola existencia, alteran obligatoriamente el 
uso pacífico del derecho atacado” (Henao Pérez J. , 2009, pág. 211); si nos anticipamos 
a la utilización y contaminación que generan las minas antipersona, forzoso es concluir 
que el solo emplazamiento de dicho elementos en el medio ambiente, como estrategia 
militar para repeler un ataque u ocasionarlo, genera una amenaza a los derechos 
colectivos descritos en la parte inicial. 
 
A. Elementos del daño en materia ambiental 
 
En lo que concierne al entendimiento y gestión de riesgos en el marco de las sociedades 
tecno-industriales en las que se desenvuelve el hombre, se tiene que luego del peligro 
y la amenaza se encuentra el daño. Dentro de la teoría de la responsabilidad civil el 
daño es el primer elemento lógico y teleológico de dicho instituto. En efecto,  el daño 
“aparece como condición necesaria, o incluso la primera condición, de cualquier 
responsabilidad civil donde la prueba corresponde lógicamente a la demandante y la 
evaluación de la misma  recae bajo la potestad del juez.” (Brun, 2015, pág. 185). 
La doctrina local lo define como “toda afrenta a los intereses lícitos de una 
persona, trátese de derechos pecuniarios o de no pecuniarios, de derechos individuales 
o de colectivos, que se presenta como lesión definitiva de un derecho o como alteración 
de su goce pacífico y que, gracias a la posibilidad de accionar judicialmente, es objeto 
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de reparación si los otros requisitos de la responsabilidad civil—imputación y 
fundamento del deber de reparar—se encuentran reunidos.” (Henao Pérez J. C., 2015, 
pág. 35). 
Esta noción de daño abarca diferentes ámbitos de aplicación de la responsabilidad 
civil así como los intereses pueden ser objeto de tutela en sede resarcitoria; de igual 
modo identifica las diferentes formas en que se manifiesta el daño, sea como lesión 
definitiva de un derecho o como amenaza del mismo; así mismo delimita su alcance al 
precisar que no basta su existencia para que nazca la obligación resarcitoria sino 
convergen los demás elementos que estructuran la responsabilidad civil, a saber: La 
imputación y el fundamento al deber de reparar.  
En el campo específico de la responsabilidad ambiental, la importancia del daño 
radica en que dicho elemento se erige como condición necesaria para su declaración, 
sea como una lesión consumada o  amenaza a los derechos y bienes de  las personas,  
sea como una lesión a los bienes y servicios medio ambientales. Adicionalmente, debe 
recordarse que el daño es una especie cuyo género es el riesgo. La sospecha acá cobra 
importancia ya que es el elemento percutor de la responsabilidad civil,  pues aunque se 
carece de la probabilidad o certeza acerca del acaecimiento de una posible lesión, sí es 
el elemento que dinamiza y activa la responsabilidad permitiendo la aplicación del 
principio de precaución.  
Una de las características a considerar en este primer elemento es el de la 
antijuridicidad. En relación con esta se debe  “tener en cuenta las esferas material 
(fenoménica) y jurídica, y especialmente la valoración de tres momentos, para 
establecer la concreción de la antijuridicidad del daño: peligro, amenaza y daño. Se 
constituye en un avance el entendimiento de la amenaza como un momento que en las 
dos esferas permite considerar la antijuridicidad de un hecho que potencial y 
probablemente va a producir un daño o vulneración, o que de materializarse sería más 
gravoso.” (Santofimio Gamboa, 2017, pág. 95).  La Corte Constitucional ha definido 
al daño antijurídico como  “El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene 
el deber jurídico de soportarlo.” (Exp. D-1111, 1996)  
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Sobre el particular, un sector de la doctrina española considera “LEGUINA o 
GARCÍA DE ENTERRÍA, ha desarrollado este concepto de lesión como todo perjuicio 
antijurídico y situado en él la fundamentación del consiguiente deber jurídico de 
reparación. En palabras de LEGUINA, «un daño será antijurídico cuando la víctima 
del mismo no esté obligada—por imperativo explícito del ordenamiento—a soportar la 
lesión de un interés patrimonial garantizado por la norma jurídica». Siendo esto así, 
sólo resta la imputación a la actividad administrativa para que nazca, por la propia 
virtualidad de la  nota de «injusto» (García de Enterría), el deber de resarcimiento.” 
(De La Cuétera, 1983, pág. 554). 
En materia ambiental la antijuridicidad del daño no siempre está representada en 
una omisión o una acción que traiga consigo unas consecuencias ilícitas, pues aún 
siendo lícita la actividad que genera contaminación, por contar, por ejemplo, con todas 
las autorizaciones o licencias ambientales y ejecutarse dentro de los límites permisibles 
autorizados por el Estado, el daño que ocasiona es antijurídico.  
En definitiva, el daño antijurídico es concebido como  “aquel que se concreta en 
lesiones, aminoraciones, afectaciones, detrimentos, deterioros, vulneraciones o 
violaciones a intereses jurídicamente tutelados, o a derechos convencional y 
constitucionalmente protegidos, y que resulta no soportable en atención al disfrute y 
ejercicio ordinario, normal y pacífico de aquellos, comprendiendo la generación de 
restricciones, limitaciones, cercenamientos o negaciones de los mismos, de algunos de 
sus contenidos, o de alguna de sus dimensiones. Dicha definición comprende a toda 
persona natural o jurídica, y se pregunta: ¿llegara a admitirse que no solo tiene carácter 
individual, sino que puede ser colectivo?” (Santofimio Gamboa, 2017, págs. 101-102). 
En lo que al daño ecológico se refiere, más allá de las dificultades a que se presta 
su configuración y de lo reacia que ha sido la jurisprudencia en cuanto a su 
reconocimiento, dable es concluir que la protección al medio ambiente como derecho 
colectivo es indispensable y exige la consideración del daño ecológico frente a la 
configuración del daño antijurídico. 
Lo anterior teniendo en cuenta que: “el menoscabo a intereses colectivos, bien sea 
por atentar contra el ejercicio del derecho al ambiente sano a comunidades 
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determinadas, o determinables, bien sea por cercenar el disfrute de los bienes 
ambientales, o su acceso, o la protección de su integridad (v. gr., como cuando se 
delimita un área de protección ambiental o cuando se sustrae de ella una porción de 
terreno que implica la vulneración de especiales bienes ambientales o de ecosistemas 
o recursos naturales); al disfrute del espacio público en función de los intereses 
colectivos y no bajo restricciones individualistas; al agotamiento o destrucción de los 
bienes del patrimonio público y a la integridad territorial, cuando se permite un uso 
indiscriminado de bienes que siendo de uso público no pueden ser objeto de 
explotación por simple razones económicas o fines particulares” (Santofimio Gamboa, 
2015, págs. 597-598).  
Así que “En este sentido, el daño solo adquirirá el carácter de antijurídico, y en 
consecuencia, será indemnizable, si cumple una serie de requisitos como ser personal, 
cierto y directo” (Santofimio Gamboa, 2017, pág. 95).; mas en el escenario propio de 
la responsabilidad por daños ambientales y ecológicos, al análisis de tales 
características debe sumarse la de otras que les son inherentes a este tipo de riesgos, 
como son  “la anormalidad de fenómeno, la periodicidad, la gravedad y la relatividad” 
(Girod, 1974, págs. 49-66) que encierran los fenómenos de contaminación estudiados 
en sede de responsabilidad extracontractual.   
Otra característica que ha de tenerse en cuenta es el carácter cierto del daño 
ambiental, aspecto que debe ser analizado en el marco de gestión de la incertidumbre 
“fáctica o valorativa” (Döhmann, 2015, pág. 50) en pro del reconocimiento de un riesgo  
y su posterior gestión en el escenario del principio de precaución. Esto nos ubica 
justamente en los estadios que se desarrollaron en el capítulo anterior relativos al 
peligro y la amenaza.    
Una nueva forma de concebir este elemento en materia de responsabilidad es 
aquella según la cual se “supone que hay tres etapas del daño cierto: la primera va desde 
el momento en el que inicia la perturbación o alteración del goce pacífico del derecho 
o interés, sin que aún se haya iniciado la lesión definitiva; la segunda va desde el 
momento en el que inicia la lesión definitiva del derecho y sigue presentándose, lo cual 
se define en doctrina como daño continuado, y la tercera supone que el derecho ya fue 
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lesionado definitiva y totalmente. ” (Henao Pérez J. C., 2015, pág. 38). Y es que si 
tenemos en cuenta el principio de precaución, por cuya virtud deben adoptarse medidas 
anticipatorias, a fin de evitar que la amenaza de daño se concrete, dicho principio 
jugaría un papel preponderante al momento de la verificar las medidas de reparación 
que se han de tomar.  
Desde el punto de vista dogmático la certeza del daño bien puede identificarse con 
la existencia del mismo. Con todo, pueden presentarse eventos en que el daño exista y 
sin embargo no se manifiesta con total certeza. En materia ambiental, por ejemplo, un 
fenómeno físico o químico puede desencadenar uno o varios acontecimientos 
constitutivos de contaminación, que sin embargo no revelan como un hecho dañoso; 
así pues, en materia ambiental la certeza en ocasiones no se puede establecer por la 
simple existencia del daño.  
La certeza exige igualmente valorar cuándo se produce el fenómeno de la 
contaminación y quién lo produce, comoquiera que tales aspectos pueden incorporarse 
a la naturaleza sin que sean propios o inherentes a su proceso biológico, ampliando los 
efectos nocivos y difiriéndolos en el tiempo. El impacto de estos factores (Cuándo y 
quién) depende de las propiedades que tenga la naturaleza o el bien ambiental.  
La manifestación tardía, continua o instantánea del fenómeno de la contaminación 
se puede identificar con lo que la teoría clásica de la responsabilidad ha entendido como 
daños directos o indirectos; al respecto se ha dicho que el “Daño directo, es el cambio 
que se produce inmediatamente en los bienes afectados por el evento productor del 
daño. Se manifiesta normalmente como daño “real” y concluye al finalizar el evento 
dañoso (p. ej., el fuego, la privación de la propiedad o la lesión corporal). El daño 
indirecto comprende aquellos menoscabos que sobrevienen más tarde […]. A 
diferencia del daño directo, no concluye con la terminación del suceso que lo produjo, 
sino que con frecuencia comienza a desarrollarse después, sin que en la mayoría de los 
casos se pueda decir anticipadamente que volumen alcanzará.” (Larenz, 1958, pág. 
194). Todo lo cual  incide en el carácter cierto del daño, pues el daño real o cuantificable 
resulta útil para determinar su certeza, por eso su identificación no se va a hacer desde 
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el momento en que se consuma el daño, sino desde el momento en que es cuantificable 
para quien la produce.  
En conclusión, de lo que se trata es de establecer que el hecho generador 
(contaminación) tuvo la capacidad de generar un detrimento, afectación, alteración,  
molestia o aminoración (daño) en cuanto tanto hecho generador, mas no como efecto 
de la contaminación. Y es que en definitiva el tesista considera que el carácter directo 
del daño es más un tema de causalidad que de existencia del daño.  
En línea con lo anterior, se tiene que en materia ambiental el tema de la relación 
de causalidad presenta sendas dificultades, pues no es fácil su aprensión; por tanto se 
ha utilizado un criterio cronológico y de proximidad a fin de dar respuesta a este 
interrogante, dejando de lado criterios importantes que brindarían un desarrollo 
adecuado al tema causal como son “la certeza o probabilidad preponderante o la 
causalidad probabilística” (Ruda González, 2008, págs. 315-321), como elementos de 
gestión de riesgos que integran el principio de precaución.  
Como característica relevante del daño sobresale su carácter personal, pero su 
análisis se hará en el capítulo IV relacionado con la forma de reparación para lograr 
una tutela efectiva de los derechos que se ven lesionados. Mas, a título de anticipo, 
debe decirse que la doctrina ha definido esta característica como: “la forma como 
operan los títulos jurídicos que permiten la legitimación por activa del demandante 
[…]. Por consiguiente, la ilustración del carácter personal del daño estará marcada  por 
la forma en que se conciba quién está legitimado, cómo  y con qué objetivo, para 
obtener una indemnización.” (Henao Pérez J. , 1998, págs. 105-107). Así, en virtud de 
los diferentes factores que permearon el instituto de la responsabilidad, este abrió paso, 
a que no solo las personas naturales, pudieran interponer esta clase de acciones, sino 
también las jurídicas, y no sólo por la vulneración de derechos individuales sino 
también colectivos o difusos, permitiéndoseles a los particulares invocar su protección. 
Con fundamento en ello se propuso que  “dicho interés personal para demandar 
dependerá de si se pide para sí o no para sí, [petición para otro]” (Henao Pérez J. , 
1998, pág. 107). [cursiva fuera de texto]  
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En Francia, la doctrina ha revestido al daño ambiental de un conjunto de 
características, de la mano de lo que en el common law se considera como molestia 
(nuisance). Al respecto, se ha dicho que: “Thus for a nuisance to exist there must be 
harm to another or the invasion of an interest, but there need not be liability for it*** 
[N]uisance does not  signify any particular kind of conducto n the part of the  
defendant. Instead the word has reference to two particular kinds of harm—the 
invasión of two kinds of interests, public nuisance and private nuisance.” (Boston & 
Stuart Madden, 2001, pág. 38). Por consiguiente, para poder hablar de molestia es 
necesario que alguien sufra daño o invasión a un interés protegido, sin que ello 
signifique que nazca la responsabilidad. Ahora bien, nada dice la molestia acerca de la 
conducta de quien causa el daño, pero permite averiguar y dar respuesta a las 
particularidades del daño o lesión de los intereses protegidos, que pueden ser púbicos 
o privados, y que para los sistemas continentales sería el daño o lesión a los intereses 
generado por una entidad pública o por un particular. 
La anormalidad del daño en materia ambiental está caracterizada por la gravedad 
del fenómeno de contaminación. En efecto, se ha considerado que “Seul le dommage 
anormal est réparé; celui qui par sa gravité, excède ou dépasse les inconvénients, les 
sujétions, la mesure des obligations ordinaires de voisinage. […] Un dommage  anodin 
en lui-même tirera  sa gravité du fait quʼil  se répète, ou si lʼon préfère, cʼest sa 
continuité qui sera constitutive de gravité.” (Girod, 1974, págs. 47-48).  
La anormalidad puede concebirse de distintas maneras; pero debe destacarse cómo 
en Colombia, al igual que en el régimen francés, se abordó el tema de la contaminación 
desde la óptica de la teoría de los problemas de vecindad, particularmente desde el año 
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Justicia entró a analizar el perjuicio generado por una fábrica de ácido sulfúrico que 
realizaba emisiones a la atmósfera, las cuales derivaron en perjuicios para las fabricas 
vecinas. Sobre esta teoría la doctrina francesa afirmó que “Sensible au caractère 
proteiforme de lʼanormalité et à lʼétroite imbrication de ses divers aspects, il reste 
posible cependant dʼensérier ainsi lʼapproche: lʼanormalité sʼentendra dʼabord dʼun 
dommage dʼune gravité exceptionnelle, elle se signalera aussi par une périodicité 
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manifeste, elle sʼappréciera enfin eu égard aux circunstances de temps, de lieu et de 
personne.” (Girod, 1974, pág. 48).  
Las múltiples facetas del daño ambiental e integración de sus diversos aspectos, 
es posible gracias a la anormalidad comprensiva de un daño de gravedad excepcional, 
a su periodicidad manifiesta y consideración de las circunstancias de tiempo, lugar y 
persona. La doctrina colombiana ha considerado que  “se propone un sutil pero 
importante distinción entre perturbación anormal y daño anormal derivado de la 
contaminación, preguntándose si lo que debe ser anormal es la perturbación o el daño 
que de ella deriva. […] Lo que debe ser anormal es la causa independientemente del 
resultado dañoso, así muchas veces dicho resultado sirva de pauta para definir la 
anormalidad de la causa.” (Tamayo Jaramillo, 2015, pág. 1284).  
La gravedad del daño ambiental ofrece diferentes parámetros, a saber: 1) La 
gravedad como condición necesaria; y 2) La gravedad como condición suficiente, para 
el acaecimiento del daño en materia ambiental. La gravedad como condición necesaria, 
dentro de la dialéctica ecológica, está limitada por el concepto de umbral o límite 
permisible o riesgo socialmente permitido; siempre que las violaciones a un equilibrio 
natural o paranormal no sobrepasen cierta intensidad, podemos mover la regulación 
efectuada por toda una serie de factores que espontáneamente se compensan unos a 
otros.    
“Mais comme lʼécrit le Professeur P. George: « le danger apparaît quand la 
fréquence et  la gravité des accidents atteignent une certaine cadence  et  une certaine 
ampleur». A partir de cet instant, on peut craindre « un dépassement du seuil ultime de 
conservation de lʼéquilibre des facteurs». C,est également autor de la notion de seuil que 
sʼelabore le processus contentieux de lʼanormalite.” (Girod, 1974, pág. 49). 
Entonces, el peligro aparece cuando la frecuencia y la gravedad de los accidentes 
alcanzan una cierta cadencia y una cierta amplitud; es a partir de allí que se puede temer 
a una superación del umbral último de conservación del equilibrio de los factores, en 
el que el umbral juega un papel importante ya que mediante este se elabora el proceso 
contencioso de la anormalidad. “Il nʼest donc pas suffisant que la pollution cause un 
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préjudice, il faut encore que celui-ci revȇte une gravité particulière” (Girod, 1974, pág. 
50).  
La gravedad, como condición suficiente dentro de la esfera de la anormalidad, 
tiene que ver con los efectos de la contaminación y su periodicidad, pero entendida esta 
última como elemento autónomo del daño en materia ambiental. La gravedad, 
entonces, es suficiente para caracterizar su anormalidad. De este modo se ha entendido 
que: “Dʼune part le fait quʼil aité té produit dans des circonstances normales, quʼil 
résulte de lʼutilisation normale dʼune chose ou du fonctionnement normal dʼune 
installation, nʼempȇche pas quʼil apparaisse comme anormal par la gravité de ses 
effets. Dʼautre part lʼélement de périodicité, de permanence, de durée, en dʼautres 
termes le facteur temps, nʼest pas toujours requis pour que le dommage siot considéré 
comme anormal et ouvre droit à indemnisation. Lʼanormalité peut toute entière 
résulter dʼun dommage instantanément réalisé.” (Girod, 1974, pág. 51). 
Ahora, debe precisarse que, por un lado, el hecho de que el daño se haya producido 
en circunstancias normales, como resultado de la utilización normal de un instrumento, 
o del funcionamiento normal de una instalación, no suprime la gravedad de sus efectos. 
Y, por otro lado, el hecho de que exista periodicidad, permanencia, duración o factor 
tiempo, no es indispensable para que el daño sea considerado como anormal, existiendo 
derecho a la indemnización. Por último, la anormalidad puede resultar de un daño 
instantáneamente realizado.   
Al igual que la jurisprudencia, la doctrina colombiana ha abordado la anormalidad 
a partir de las perturbaciones al vecindario; lo que no significa que su influencia en  
materia de responsabilidad ambiental esté limitada, al contrario, sirve de fuente para 
dar contenido jurídico a los diferentes institutos o elementos que conforman este tipo 
de responsabilidad. Así pues, se ha dicho que “toda persona está obligada a soportar 
molestias o inconvenientes normales que se produzcan como resultado del goce del 
dominio ajeno. Contrario sensu, cuando una persona, en el goce de su derecho de 
dominio, sobrepasa las molestias normales, está obligada a indemnizar todos los 
perjuicios causados, independientemente de que haya cometido falta.” (Tamayo 
Jaramillo, 2015, págs. 1311-1312). 
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Lo anterior refleja la influencia del Common Law y la Nuisance en la construcción 
de este concepto, así como su influencia en materia de responsabilidad ambiental, pues 
como se observara más adelante, la molestia permitirá configurar una de los dos clases 
de daño ambiental que existen, que en el caso de la contaminación por minas 
antipersona es el daño consecuencial o impuro.  
Ahora bien, la anormalidad en el ordenamiento jurídico, pese a ser considerada 
una tema de causa, también se le ha estimado como un elemento que integra el espectro 
del daño, pues con acierto se ha dicho que “la anormalidad puede estar referida  a los 
comportamientos desplegados por el demandado. Para ello será necesario tener en 
cuenta el lugar dentro del cual se producen los daños. […] Aunque el comportamiento 
sea normal teniendo en cuenta el medio circundante, habrá que contemplar la 
posibilidad de que los daños causados por ese comportamiento normal puedan ser 
anormales o excesivos. En efecto, puede suceder que un comportamiento normal 
produzca daños anormales.” (Tamayo Jaramillo, 2015, pág. 1312). 
Es así como se introduce al ordenamiento jurídico colombiano la teoría de las 
perturbaciones de vecindario, toda vez que para la configuración de dicha 
responsabilidad se necesita el elemento de la anormalidad del daño, que para ser 
sopesada debe tener en cuenta una persona igual en las mismas condiciones en que se 
encuentra la víctima. Por esta razón se ha dicho que “lo que debe precisarse es cuales 
son los daños que normalmente soporta cualquier persona en situación similar.” 
(Tamayo Jaramillo, 2015, pág. 1313); que en punto de la contaminación por minas 
antipersona sería la perdida de la vocación productiva de los bienes que se ven 
comprometidos, además de las situaciones de incertidumbre, riesgo que se desprende 
de la utilización de estos artefactos por parte de grupos a la margen del Estado, puesto 
que, como se indicó, estos artefactos han servido de móvil para el fatal fenómeno del 
desplazamiento forzado.  
Otra característica o elemento a tener en cuenta en el daño ambiental es su 
periodicidad, por cuya virtud se puede presentar un  fenómeno de contaminación; 
teniendo en cuenta que el medio ambiente tiende a ocultar y luego develar las 
consecuencias de la utilización de ciertos elementos que generan riesgo para el medio 
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ambiente.  Ahora, la sensatez demanda a entender  que no se puede considerar como 
contaminación toda relación ecológica porque esta tenga en sí misma un elemento 
destructor; es connatural a las relaciones del hombre y la naturaleza la creación y 
destrucción, la decadencia y renovación.  
Sobre el particular, la doctrina francesa dice “Le dommage apparaît sur plan 
écologique, non pas seulement quand une destruction se manifeste, mais lorsque par 
sa répétition et par son insistance, elle excède les capacités naturelles dʼassimilation, 
dʼelimination et de réintroduction des déchets dans les cycles biologiques.” (Girod, 
1974, pág. 56). 
La manifestación del daño en el plano ecológico no sólo se presenta por 
destrucción, sino también por repetición e insistencia que puede exceder las 
capacidades naturales de asimilación, eliminación y reintroducción de los desechos en 
los ciclos biológicos. Es esta última faceta del daño la que se deriva del uso de minas 
antipersona, puesto que estos instrumentos tienen una larga latencia en el medio 
ambiente y sus componentes químicos resultan ser nocivos teniendo en cuenta lo ya 
indicado en lo referente al coeficiente de partición; la contaminación también se 
caracteriza por ir acompañada de un deterioro que va de la mano con el elemento de la 
periodicidad. De este modo, lo que se debe analizar es que “Lʼanormalité  du dommage 
que le jude consent à  réparer, tient précisément à ce que par sa constance, il rend 
insupportable ce qui accidentellement eut été tolérable.” (Girod, 1974, pág. 56). Dicho 
de otra manera, la anormalidad del  daño está asociada a lo que por continuidad y 
constancia torna insoportable lo que antes era tolerable.  
Es importante destacar que el elemento de la periodicidad se encuentra vinculado 
con la proximidad a la fuente de contaminación a la que están expuesto  las personas o 
sus bienes,  lo que conduce a considerar el daño permanente y el daño ocasional.  El 
daño permanente se caracteriza por “Ces types de dommages, forcément permanents 
ou du moins ressentis sur une période assez longue, se signalent surtout en ce quʼils 
Font peser sur les voisins ou riveriains une chargue excessive, mais par certains égards 
inevitable.” (Girod, 1974, pág. 57). Tal  desarrollo de la doctrina francesa nace a partir 
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de la teoría de los daños en labores públicas, cuyo apogeo, según el profesor Moreau, 
se dio entre 1930 y 1935.  
A mayor abundamiento, los daños permanentes se caracterizan por ser 
experimentados dentro de un periodo de tiempo lo suficientemente extenso, así como 
por la carga excesiva que dejan sobre los vecinos o los próximos, aunque de cierto 
modo esto resulta inevitable. Con todo, deben hacerse una par de precisiones: “On ne 
peut en premier lieu limiter les dommages permanents aux dommages causés aux 
biens. De la mȇme manière quʼil répare «la dépréciation dʼune propriété» le juge 
prendra en considération les troubles occasionnés «dans les conditions dʼexistence», 
par un dommage permanent. […] Il faut en second lieu nuancer lʼelément de continuité 
de dommage. Il est dʼabord admis quʼun dommage permanent ne doive pas 
nécessairement durer indéfiniment. On doit convenir aussi quʼil  ne soit pas 
absolument continu, mais quʼil se renouvelle simplement sur une certaine période.” 
(Girod, 1974, págs. 59-60). Lo expuesto significa que no se pueden limitar los daños 
permanentes a los daños causados a los bienes. Así como se repara la desvalorización 
de una propiedad, el juez debe  entrar a considerar los problemas ocasionados en las 
condiciones de existencia, a causa de un daño de carácter permanente.  
Así mismo debe matizarse el elemento de la continuidad del daño, ya que debe 
admitirse que un daño permanente no debe necesariamente durar indefinidamente. En 
efecto,  aunque el daño no sea absolutamente continuo este se renueva o se revela  sobre 
unos ciertos periodos.  Ahora, en el estudio de la anormalidad del daño ambiental es 
necesario tener en cuenta que este se puede manifestar de manera regular o irregular, 
lo que impone un estudio adicional puesto que “la périodicité ne signifie pas non plus 
forcément régularité dans la production du dommage, Lʼ irrégularité peut en effyen se 
révolvér plus préjudiciable encore, dans la mesure où déjouant prévision et habitude, 
elle expose la victime aux inconforts de la surprise.” (Girod, 1974, págs. 59-63). Sin 
embargo, periodicidad no significa necesariamente regularidad en la producción de un 
daño. De hecho, la irregularidad puede resultar aún más perjudicial, pues impide acudir 
a las ventajas que ofrecen la previsión y la costumbre, exponiendo a la víctima a las 
incomodidades de la sorpresa.  
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La doctrina colombiana ha vinculado la anormalidad del daño con la frecuencia 
del mismo, pero introduciendo ciertos matices o aclaraciones ya que “por más que en 
el medio donde el daño se produce ocurra con frecuencia el fenómeno dañino. La 
frecuencia del daño no lo normaliza; asimismo, la frecuencia de la culpa dentro de un 
medio social no hace que esta desaparezca” (Tamayo Jaramillo, 2015, pág. 1313).” 
Estos criterios, aun cuando no sean absolutos, sirven como parámetro para darle 
contenido al daño en materia ambiental, ya que la doctrina y la jurisprudencia, poco o 
nada los han desarrollado.  
En la configuración del daño ambiental también debe tomarse en cuenta su 
relatividad, pues la apreciación de ese hecho debe hacerse de manera circunstancial, 
esto es, considerando los factores o circunstancias de tiempo, modo y  lugar, así como 
de la persona sobre la cual recaiga la acción u omisión. En cuanto a este último aspecto, 
se ha dicho que debe tenerse presente la especialidad de la persona frente a la 
configuración del daño, puesto que con acierto se ha dicho que “La spécialité ici 
mentionnée est un élément dʼappréciation de lʼanormalité; elle concurt à lʼétablir 
plutôt quʼelle nʼy ajoute une condition. Par sa dimensión subjetive, lʼanormalité inclut 
en effect ce facteur de spécialité. Communément partagé, le dommage cesse dʼêtre 
anormal; sa gravité se trouve en fait diluée par le nombre de ceux qui en supportent 
les effets.” (Girod, 1974, págs. 59-67). Lo que significa que la especialidad es un 
elemento de la anormalidad, compuesto por una dimensión subjetiva que permite 
determinar si existe un daño que es comúnmente compartido, evento en el cual este 
deja de ser anormal en tanto que su gravedad se encuentra diluida en el número de 
personas que soportan sus efectos. Sin embargo, continúa siendo anormal porque 
agobiando a un individuo o a un grupo de individuos, hace de su situación algo 
especialmente desfavorable. 
Dentro de las consideraciones de índole personal han de tenerse en cuenta las 
actividades desempeñadas por la víctima, en especial la naturaleza de la actividad de 
la que se encargaba y la ubicación del inmueble afectado, como elementos a considerar 
a la hora de la valoración judicial en torno a la anormalidad del daño.  
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En materia de responsabilidad ambiental, la búsqueda de la verdad procesal no se 
contrae a la constatación de un hecho, más allá de su particular propensión a un daño 
en determinadas actividades profesionales. En varias ocasiones  el juez es conducido 
por las partes a la apreciación de la normalidad, tomando en consideración elementos 
subjetivos relativos a la personalidad de la víctima y a sus componentes físicos y 
fisiológicos. Con todo, se han establecido ciertos límites a este concepto entre los 
cuales se encuentra: “La prise en considération de la réceptivité personnelle de la 
victime ne peut cependant  être  systématique. La première limite que trouve cette 
jurisprudence est liée à lʼembarras du juge, auquel fait souvent défaut des moyens 
propres dʼappréciation sur la réalité du dommage. […] Le second frein à la prise en 
considération de la situation personnelle de la victime,  tient à lʼexamen de ses 
«prédispositions» au dommage.” (Girod, 1974, págs. 59-70). 
En cuanto a las consideraciones relativas al lugar del daño, se ha estimado que: 
“Lʼampleur du dommage ne se mesure pas seulement à ses répercussions sur 
lʼindividu, elle sʼapprécie aussi au regard du lieu où il se produit. Le seuil au—delà 
duquel le dommage devient anormal nʼest pas fixe partout au même niveau.” (Girod, 
1974, págs. 59-71). En otras palabras, la amplitud del daño no se mide únicamente por 
sus repercusiones sobre el individuo, sino que aprecia también el lugar en las que se 
produce. El umbral más allá del cual el daño se vuelve anormal no se fija en el mismo 
nivel. 
Por último, en la anormalidad del daño influye la época en la que este se produce, 
ya que esta característica dependerá de si la tendencia es a sacrificar el medio ambiente 
frente al progreso industrial y tecnológico, o si por el contrario existe una mayor 
conciencia hacia los problemas ecológicos. Sobre el particular la doctrina francesa 
indica que “Par le terme «dʼépoque», on peut faire référence à un certain état des 
moeurs et dʼevolution de la société. […] Lʼépoque de dommage peut aussi sʼentendre 
dans un sens plus restreint, celui de sa durée. […] Lʼanormalité ne se définit pas «in 
abstracto». cʼest par rapport à un dommage spatialement et temporellement situé 
quʼelle sʼapprécie, et sous un angle particulier qui est clelui de la victime. Cette 
identification contentieuse du dommage écologique à un dommage anormal nous 
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instruit donc de la relativité avec laquelle le juge ébauche les critéres dʼune pollution 
reparable. Mais cette assimilation a dʼautres conséquences plus essentielles encore, 
quanta u type de responsabilité retenu.” (Girod, 1974, págs. 59-74). Ahora bien, el 
término época puede estar referido a un estado de costumbres y de evolución de la 
sociedad, o simplemente contraerse a su duración.  
Finalmente la anormalidad no se define en forma abstracta, sino que es apreciada 
especial y temporalmente desde un particular ángulo que es el de la víctima. Pero 
además, este entendimiento del daño ecológico como un daño anormal coloca en 
evidencia la multiplicidad  de criterios que el juez ha de tener en cuenta y por ende la 
relatividad de lo que puede entenderse como un contaminación reparable. 
Por último debe recordarse que nuestro sistema jurídico, al igual que el Francés, 
se fundamenta en la noción de molestia para definir así los daños que estructuran este 
tipo de responsabilidad. Al respecto emerge relevante indicar qué se ha entendido por 
interferencia razonable para el Comon Law, la cual resulta ser la fuente de 
configuración de la Nuisance “Circunmtances that may sustaina holding that an 
interference whith a public right is unreasonable include the following: (a) Whether 
the conduct involves a significant interference with the public health, the public safety, 
the public peace, the public confort or the public convenience, or (b) whether the 
conduct is proscribed by statute, ordinance or administrative regulation, or (c) whether 
the conduct is of a continuing nature or has produced a permanent or long-lasting 
effect,and, as the actor knows or has reason to know, has a significant effect upon the 
public right.” (Boston & Stuart Madden, 2001, pág. 39). 
Ahora, aterrizando lo expuesto al estado del arte en la jurisprudencia nacional, el 
Consejo de Estado ha manifestado que el entendimiento de la responsabilidad debe 
hacerse a partir de dos clases de daño, a saber: el daño ambiental puro y el daño 
consecutivo. En efecto, la Alta Corporación de Justicia ha manifestado que “el daño 
ambiental puro es la afrenta a un derecho colectivo, como es el medio ambiente sano, 
en tanto que la afrenta al patrimonio de los pobladores de la región que subsistían de 
los recursos naturales que fueron afectados con la misma contaminación, se considera 
como un daño consecutivo.” (Exp. 52001-23-31-000-2002-00226-01(AG), 2004). La 
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Corte Suprema de Justicia por su parte, a pesar de dar cabida a este tipo de 
responsabilidad, reconociendo desde el año 76 la amenaza como daño cierto objeto de 
tutela jurídica, lo cierto es que no fue sino hasta el año 2011 en el que reconoció estas 
clases de daños en materia ambiental, señalando:  
“El daño ambiental, por naturaleza colectivo, consiste en la lesión a los bienes 
ambientales, y también puede generar la de otros particulares. Empero, refiere 
propiamente al menoscabo del ambiente, aún al margen del quebranto directo o indirecto 
de otros derechos e intereses individuales. La antedicha caracterización del daño 
ambiental, lo distingue con nitidez del inferido a bienes y sujetos distintos que, algunas 
posturas tratan con el nomen de “daño ambiental impuro”, detrimento consecuencial, 
conexo, reflejo, indirecto o consecutivo de otros derechos, bienes o intereses particulares 
a consecuencia del quebranto al ambiente, y cuyo titular, no es la colectividad in abstracto, 
sino una, o varias, o muchas personas individualmente  consideradas.” (Exp. 52835-3103-
001-2000-00005-01, 2011) 
En síntesis, el tratamiento que la jurisprudencia viene dispensando a la 
responsabilidad ambiental responde a distintos criterios al través de los cuales se ha 
venido gestionando la incertidumbre fáctica o valorativa, que posteriormente se 
transforma en riesgo, y que puede impactar, bien en la esfera privada de las personas, 
ocasionándoles molestias, o en el medio ambiente, hallándose éste representado en 
bienes o servicios ambientales que resultan lesionados por la acción antrópica del 
hombre.  
 
B. El Daño Ambiental  
 
El Consejo de Estado, al igual que la doctrina, han entendido que el daño ambiental 
como  “las alteraciones, efectos nocivos o molestias causadas a los bienes materiales o 
de recursos, a la salud e integridad de las personas, así como a las condiciones mínimas 
para el desarrollo y calidad de vida, y que pueden limitar el ejercicio de determinados 
derechos (v.gr. Derecho de propiedad)” (Exp. 23001-23-31-000-2012-00004-01 
(46107), 2014) (Briceño Chaves A. M., 2017, págs. 811-812); también se le ha definida 
como “toda agresión derivada de la actividad humana en el medio natural, que causa 
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como consecuencia la modificación o alteración en los bienes y recursos disponibles, 
o efectos nocivos en la salud e integridad de las personas.”  (Exp. 23001-23-31-000-
2012-00004-01 (46107), 2014) (Briceño Chaves A. M., 2017, págs. 811-812) . 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia considera esta clase de daño como 
resultado o consecuencia del daño ambiental propiamente dicho, también llamado 
ecológico, en tanto que afecta a un derecho de tipo individual y no colectivo. En efecto, 
la máxima autoridad judicial de la justicia ordinaria sostiene que: “cuando el detrimento 
de otros derechos causado por el daño ambiental, deviene precisamente del ejercicio 
de los propios derechos, como el de dominio, en cuanto faculta a su titular para usar, 
gozar y disponer de una cosa corporal no siendo contra ley o contra derecho ajeno 
(artículo 669 del Código Civil), porque como suficientemente es conocido, el mismo 
debe realizarse, en general, sin causar daño a las personas o a la propiedad de éstas,” 
(Exp. C-1100102030081999-02441-01, 2011) (Exp. 73001-31-03-004-1999-00227-01 
(SC2758-2018), 2018) estaremos en tal evento ante una afectación de carácter 
individual o daño ambiental impuro, en la medida en que la amenaza o lesión del interés 
jurídico protegido por el ordenamiento puede resultar comprometido.  
Ahora, la pregunta obvia que debe formularse es ¿Qué utilidad práctica ofrece 
dicha diferenciación? La respuesta es que permite identificar el mecanismo idóneo que 
debe utilizarse en aras de alcanzar una tutela judicial efectiva, según si el derecho 
lesionado es de carácter individual o colectivo; pero también la forma en que deberá 
concretarse su eventual resarcimiento, según el derecho que resulte conculcado o 
amenazado.  
La doctrina ha denominado y definido este daño como “daño ambiental 
consecutivo, bajo el cual se estudian las repercusiones de una afrenta al medio ambiente 
pero respecto de una persona determinada: es decir, las repercusiones que la 
contaminación o el deterioro ecológico generan en la persona o bienes apropiables e 
intercambiables de los particulares. Esta es una de las características del derecho 
ambiental, porque el daño ambiental siempre se causa a la colectividad, pero con 
repercusiones, en ocasiones, sobre bienes individuales” (Henao Pérez J. , 2000., pág. 
144). 
86 
En lo que atañe a la legitimación en la causa por activa, se puede acudir a la acción 
correspondiente dependiendo del fin que se persiga, pues están legitimados no 
solamente el propietario o hasta un poseedor, que por razón de una molestia vea 
lesionado o amenazado un interés jurídicamente tutelado. De esta manera se ha 
indicado que “La precisión es importante porque cierto sector de la doctrina define el 
daño ambiental no solo como aquel que lesiona derechos el derecho colectivo del 
medio ambiente, sino como aquel que lesiona derechos individuales apropiables. Es 
decir  que dicho daño puede lesionar a un propietario o un poseedor así como a una 
persona que solo posea el derecho de vivir sin molestias. […] El daño ambiental 
consecutivo es la repercusión del daño ambiental puro sobre el patrimonio 
exclusivamente individual del ser humano” (Henao Pérez J. , 2000., págs. 144-147).  
Se advierte entonces el impacto que la teoría de la molestia o Nuisance del 
Common Law ha tenido en el régimen Continental Europeo a la hora de abordar la 
problemática ambiental frente a las personas, o frente a los daños que entre ellas se 
produzcan. Luego, ha servido de fundamento a la formulación de la teoría de las 
relaciones de vecindad, ampliamente usada por la justicia ordinaria, a fin de proveer 
solución jurídica a los problemas que trae consigo la contaminación en sus diferentes 
aristas o modos de presentarse.  
Al daño ambiental también se le conoce como daño consecutivo, impropio o 
reflejo, daño impuro o antropocéntrico, en la medida en que se proyecta en los derechos 
exclusivamente patrimoniales de los particulares. La doctrina de la responsabilidad 
civil sobre él ha dicho que es el  “menoscabo patrimonial o extramatrimonial padecido 
por un individuo, como consecuencia o por  reflejo de la contaminación ambiental. Este 
menoscabo debe, por lo demás, al estructurarse como un típico perjuicio indemnizable, 
si se sujeta a los requisitos, estructura y consideraciones que orientan los daños en la 
responsabilidad civil. Así, debe cumplir estrictamente con los requisitos de certidumbre 
e inmediatez, […]” (Rojas Quiñonez, 2014, pág. 330); pues bien, en este escenario en 
el que cobran relevancia las consideraciones arriba realizadas sobre la certidumbre del 
daño  en materia ambiental y la inmediatez del mismo, pues una de sus características 
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es su grado de latencia o periodicidad que debe tomarse en cuenta al momento de 
determinar si se ha estructurado o no.  
En definitiva, la estructuración del daño ambiental ofrece las mismas dificultades  
enunciadas en cuanto al carácter cierto, directo y personal, pero siendo un poco más 
manejables si se tiene en cuenta la configuración especial del daño puro o ecológico. 
Lo expuesto podría conducir a pensar que el daño ambiental es la antípodas del 
daño ecológico, pero una apreciación tal sería errónea, pues el primero no es más que 
un reflejo, consecuencia o proyección del segundo; lo que significa que uno y otro se 
complementan, sin que ello signifique que ambos compartan la misma legitimación 
sustantiva o procesal y forma de reparación a la hora de solicitar la tutela de los 
derechos que se vean conculcados. Forzoso es afirmar que “la formulación de la 
definición del daño ambiental debe partir de considerar la dimensión social, la humana, 
[la química] y la física  de las relaciones entre las comunidades humanas y la 
naturaleza. De esta forma, se presenta el concepto antropocéntrico, según el cual será 
dañoso todo aquello que cause perjuicio al hombre, a su salud, a sus bienes, a sus 
actividades productivas, en fin a su bienestar general.” (Briceño Chaves A. M., 2017, 
pág. 812).  [Cursiva fuera de texto] 
 
C. El Daño Ecológico  
 
La jurisdicción de lo contencioso-administrativo ha entendido el daño ecológico como 
la “degradación, deterioro o modificación del medio natural causada como 
consecuencia de cualquier tipo de actividad. La nota distintiva de esta definición se 
encuentra en que no está referida a interés individual o humano alguno, sino que se 
enfoca hacia la tutela del medio natural en su conjunto, como interés independiente de 
aquel. Dicho daño, para complementar su definición, comprende la destrucción de 
especies, la degradación de los recursos naturales (agua, aire, flora), la alteración de las 
condiciones de los suelos, el deterioro y la modificación de los sistemas ambientales 
en la que se integran”. (Exp. 23001-23-31-000-2012-00004-01 (46107), 2014) 
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La Corte Suprema de Justicia por su parte sobre él ha dicho que  “sólo es el inferido 
a los bienes ambientales y, por tanto, al ambiente, o sea, a un derecho, colectivo, valor 
o interés público, cuyo titular exclusivo es la colectividad, y cuya reparación versa 
sobre éste, sin mirar al interés individual sino al de toda la comunidad, así en forma 
indirecta afecte a cada uno de sus integrantes.” (Exp. 52835-3103-001-2000-00005-01, 
2011) 
Es decir, ambos órganos de cierre jurisdiccional convergen al sostener que este 
daño se concreta o materializa en la afectación a derechos colectivos que gozan de una 
especial protección en el ordenamiento jurídico, a la luz del Art 88 de la Constitución 
Nacional, el cual contempla la acciones populares como instrumento procesal de 
protección de estos derechos; aunque vale pena agregar que si por conexidad con otro 
derecho fundamental este resulta lesionado, es legítimo acudir a la tutela.  
Mas las Altas Cortes también precisan qué clases de bienes ambientales pueden 
ser objeto de tutela judicial; pero antes que nada debe advertirse que nuestro 
ordenamiento positivo comprende normas  jurídicas que se integran  a este concepto, a 
saber: La Ley 23 de 1973 art. 3º, relativo a lo que se considera como bien ambiental; 
el Decreto 2811 de 1974 art. 8º, que define los factores que deterioran el ambiente, y 
entre los que se encuentran la contaminación, la degradación o alteración de los 
referidos bienes ambientales. 
Queda por fuera la definición que consigo trae el artículo 42 de la Ley 99 de 1993, 
relativo a las tasas retributivas y compensatorias fundadas en el principio “el que 
contamina paga”. Así como la que trae la Ley 1333 de 2009, comoquiera que “no es 
entendible como una norma que regula el procedimiento sancionatorio ambiental se 
establece la exigencia a cargo del infractor de reparar los daños y perjuicios causados 
(artículo 5º  par. 2), cuando este extremo es propio del régimen de responsabilidad civil, 
donde sí se busca compensar, indemnizar y reparar el daño causado.” (Briceño Chaves 
A. M., 2010, pág. 113).  
La jurisprudencia y doctrina nacional se han basado en la doctrina francesa para 
dar contenido dogmático al daño ecológico, destacando que “aquello que ha 
caracterizado regularmente las afrentas al medio ambiente es que no afectan 
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especialmente a una u otra persona determinada, sino exclusivamente el medio natural 
en sí mismo considerado; es decir, las 'cosas comunes', tales como el agua, el aire, la 
flora y la fauna salvaje. Se trata entonces de aquello que se ha convenido en llamar 
perjuicios ecológicos puros.” (Viney & Jourdain, 1998, pág. 143). Y es que  “el objeto 
que ampara el derecho al ambiente sano es todo aquello que el daño ambiental puro y 
el daño ambiental consecutivo directo lesionan.” (Henao Pérez J. C., 2009). Con lo 
anterior, simplemente se quiere relievar la importancia que tiene el medio ambiente y 
su ética en la interpretación de los derechos, que necesariamente influye en el 
entendimiento del instituto de la responsabilidad.  
En Colombia y España, la doctrina civil se refiere a un conjunto de elementos que 
caracterizan este tipo de daños,  entre los que sobresalen:  
1. El carácter anónimo o despersonalizado del daño, en la medida en que, en 
muchas ocasiones, es el resultado de la circulación de productos industriales o 
del ejercicio de determinadas actividades de ese carácter. Debe así mismo 
tenerse presente la denominada contaminación por sinergia, esto es, la causada 
por vertidos sólidos, líquidos o gaseosos que aisladamente considerados no 
afectarían de forma sensible al medio ambiente, pero que concurriendo unos 
con otros, provocan un resultado de dimensiones más o menos considerables. 
2. El carácter de humanamente inevitable, comoquiera que ante los denominados 
riesgos del desarrollo es inimaginable una sociedad técnicamente avanzada 
como la nuestra, en la que las instalaciones industriales, las refinerías, los 
transportes y las explotaciones mineras no sufran roturas, averías o defectos de 
funcionamiento que incluso la tecnología más desarrollada no permite evitar.    
3. Su carácter permanente o continuo, ya que por lo regular los daños ecológicos 
no se agotan en un solo momento y su aparición obedece a una lenta y 
progresiva corrosión, salvo eventos por supuesto como el de explosiones o 
derrames de crudo que pese a tener una génesis  concreta o determinada, su 
acción se prolonga a lo largo del tiempo y cuyas secuelas tardan inclusive algún 
tiempo en manifestarse.” (De Ángel Yagüez, 1993, pág. 329).   
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Así mismo, el daño ecológico debe reunir las características propias del daño 
antijurídico así como las propias o inherentes al daño en materia de responsabilidad 
ambiental, como lo son la anormalidad, la relatividad y la periodicidad del daño, 
reflejadas en características especiales que reviste el daño a la colectividad.  
En consecuencia se tiene que en el daño ecológico o daño colectivo “se morigeran 
las exigencias de que sea cierto y directo, como quiera que obedece a intereses difusos 
y, por esa misma razón, la intervención de la jurisdicción se puede dar incluso en forma 
anterior a la consumación misma del daño, ora para evitarlo ora para mitigarlo 
(prevención del daño contingente).” (Rojas Quiñonez, 2014, pág. 328). Ahora, aunque 
estas exigencias se morigeren un poco, no significa que no se compleja su 
configuración, a la luz de lo expuesto el inicio de este capítulo en torno a la 
estructuración del daño en materia ambiental.  
De ahí la importancia que cobra el principio de precaución como herramienta de 
gestión de “incertidumbres de orden factico o valorativo” (Döhmann, 2015, pág. 50) o 
“incertidumbres metodológicas, incertidumbres epistemológicas e incertidumbres de 
la técnica derivada de datos incompletos” (Bergel, 2004, pág. 116), toda vez que el 
mismo va dirigido a dar respuesta o mejor dicho a reconocer dicha incertidumbre y de 
esta manera reconocer un riesgo, el cual se debe gestionar en los estadios de “la 
ignorancia, de la incertidumbre y la indeterminación” (Lujan, 2004, pág. 223); ello con 
el fin de dar una respuesta judicial adecuada a las diferentes amenazas que se ciernen 
sobre el medio ambiente, en su configuración colectiva, y como medio de concreción 
de derechos individuales.  
En la hipótesis que es objeto de estudio, el daño ambiental proveniente de las 
minas antipersona se causa sobre las propiedades inmuebles de las personas, que 
soportan esta carga anormal y que vulnera en sí el derecho de dominio que consagra el 
ordenamiento privado y sirve de parámetro para la tutela de este tipo de daño.  En 
cambio, el daño ecológico derivado del  emplazamiento de dichos instrumentos, 
repercute sobre el suelo y en el agua circundante, lo que se traduce en una amenaza 
cierta sobre bienes de carácter colectivo que merecen ser protegidos, comoquiera que 
el medio ambiente, antes  que fin, es medio, pues es el escenario en el que el ser humano 
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tiene su interacción; de ahí la necesidad de crear herramientas de gestión de riesgos que 
respondan acertadamente a este tipo de problemáticas.  
 
D. La Imputación por Daños Ambientales y Ecológicos causados por la 
Contaminación por Minas Antipersona 
 
La imputación es un concepto de orden jurídico por virtud del cual existen elementos 
de orden normativo que permiten atribuir un daño a una conducta. Consiste, entonces, 
en la atribución jurídica de un daño. Se dice jurídica para distinguirla de la causalidad 
material, la cual alude a un fenómeno físico que explica por qué una conducta 
antecedente produce un resultado. Esta es la razón por la cual es posible que a quien 
cause un daño no le sea imputable el daño que ocasione: v.gr. el caso paradigmático de 
un menor de edad que causa materialmente un daño y sin embargo, le es imputable, o 
sea, jurídicamente atribuible, a quienes ejercen su representación legal y que, 
normalmente, son los padres. Ahora bien, basta la existencia de personalidad, natural 
o jurídica, y la capacidad de obligarse, para ser adjudicatario de la obligación 
resarcitoria proveniente del hecho lesivo. Al Estado, por consiguiente, al reunir en sí 
estas condiciones, puede imputársele un daño.  
Con todo, es importante no confundir la imputación fáctica con la jurídica. La 
primera tiene que ver con la atribución del hecho dañino que puede coincidir o no con 
la causa inmediata del daño, pero que, en todo caso, es la causa adecuada del mismo; 
es a esta a la que hemos hecho mención en el párrafo inmediatamente anterior. La 
segunda, en cambio, guarda relación con el fundamento al deber de reparar, que 
responde a la pregunta “por qué se debe reparar”, y que en últimas es el que asigna la 
antijuridicidad al daño al explicar su carácter injustificado. O como lo ha explicado un 
sector de la doctrina:  “La imputación exige analizar dos esferas: (i) el ámbito factico, 
y (ii) la imputación jurídica, en la que se debe determinar la atribución conforme a un 
deber jurídico (que opera de acuerdo con los distintos títulos de imputación 
consolidados en el precedente de la sala: falla o falta en la prestación del servicio-
simple, presunta y probada—; daño  especial—desequilibrio de las cargas públicas, 
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daño anormal--; riesgo excepcional). Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta 
los aspectos de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado.” 
(Santofimio Gamboa, 2017, págs. 104-105) 
Así las cosas, el ordenamiento jurídico colombiano analiza en el ámbito fáctico lo 
que atañe a la relación de causalidad, a partir de teorías de la causalidad jurídica o de 
la imputación, y en el escenario de la imputación jurídica estudio el fundamento al 
deber de reparar. Véase entonces, un poco más al detalle, una y otra clase de 
imputación. 
 
1. Imputación Fáctica 
Es el segundo elemento estructural de la responsabilidad civil en cuya ausencia esta no 
se configura. Apunta a la relación de causalidad que debe existir entre el daño y la 
conducta desplegada. Pero esta relación de causalidad, aunque enderezada a establecer 
a quién debe atribuirse en el plano físico un daño, se construye a partir de teorías 
jurídicas de la causalidad. De ahí que las expresiones “nexo causal” o “nexo de 
causalidad”, sean del todo inexactas o insuficientes para explicar este elemento, pues 
están referidas a aquellos eventos en que la relación de causa a efecto se explica por un 
comportamiento activo del agente que, la mayoría de las veces, aunque no siempre, 
será en quien se radique el deber resarcitorio, coincidiendo así con la imputación 
jurídica; es decir, quien cause materialmente el daño será quien esté obligado a 
repararlo. Sin embargo, son insuficientes en los eventos de omisión, lo cuales son 
manifiestamente incapaces de engendrar un curso causal en el plano físico, comoquiera 
que, al decir de los penalistas: “Et nihilo nihil fit”, esto es, “de la nada no puede surgir 
nada”. Así pues, en definitiva, el elemento de la imputación fáctica, exige para su 
configuración, teorías de la causalidad entendidas como construcciones jurídicas, 
aplicables tanto a eventos de acción como de omisión, como es el caso de la TEORÍA 
DE LA CAUSALIDAD ADECUADA. 
Efectivamente, es la teoría de la causalidad adecuada, a la que jurisprudencia y 
doctrina nacionales han acudido para determinar o no la configuración de este segundo 
elemento estructural de la responsabilidad civil, conocido como causalidad o 
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imputación fáctica. Sobre esta teoría se ha dicho que, es aquella  “en donde se busca 
dar respuesta a la pregunta sobre si determinados hechos deben ser considerados 
jurídicamente como relevantes y si permiten inferir la atribución a una persona 
determinada” (Exp. 14438 (4438), 2003). Y es esta herramienta dogmática la que se 
emplea en los eventos de responsabilidad patrimonial del Estado, a efectos de 
establecer el vínculo causal entre la actuación de este y el daño sufrido por la víctima. 
De modo que, resulta insuficiente demostrar la existencia de una actuación estatal, sino 
que además es indispensable que se acredite que fue esta actuación la causa adecuada 
y determinante en la producción del resultado lesivo.   
1.1 Imputación fáctica de los daños ambientales y ecológicos en caso de 
contaminación por minas antipersona.  
Según sentencia de unificación del Consejo de Estado, para que surja responsabilidad 
por minas antipersona es necesario que el hecho lesivo acontezca al interior de la base 
militar y que el artefacto emplazado pertenezca al ejército. Es decir, la alta corporación 
de justicia acude a los elementos instrumental y espacial, a efectos de determinar si el 
daño se produjo con ocasión o en cumplimiento de una tarea propia del servicio y 
establecer si el mismo le es o no imputable en el plano fáctico. Servicio que no sería 
otro que el de la seguridad y preservación del orden jurídico. Podría afirmarse también 
que entra en juego el elemento temporal pues el solo emplazamiento del artefacto 
explosivo está dirigido justamente a prestar ese servicio seguridad, de suerte que el 
evento percutor sólo podrá producirse en tiempo del servicio.  
Considera el tesista que, a la luz de la jurisprudencia actual, deviene innecesario 
el uso de estos elementos, al margen de si se les trata o no como indicios necesarios o 
contingentes, pues lo determinante en plano de la imputación fáctica es que el daño se 
haya producido en cumplimiento de una actividad o labor propia del servicio. Lo que 
no dejaría duda en la hipótesis estudiada.  
El Consejo de Estado en la sentencia de unificación plantea que para que se 
configure este tipo de responsabilidad por afectaciones de minas antipersona, el hecho 
generador debe suceder  en una base militar y con artefactos instalados por el mismo 
ejército, lo que nos indica la presencia del criterio temporal, ya que el daño debe ser 
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ocasionado con la prestación de un servicio, en el caso concreto seria el seguridad 
pública, el criterio espacial ya que el daño producido por las minas antipersona se debe 
ocasionar en el sitio de prestación del servicio, en el caso es la base militar y por ultimo 
un nexo instrumental, ya que los artefactos con los cuales se causa el daño deben 
pertenecer al ejército y los mismos los debió emplazar esta institución. A mi parecer 
este criterio si responde a la teoría de la causalidad adecuada.   
El máximo tribunal de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo también 
acude a la proximidad evidente del instrumento a un órgano representativo del Estado 
como criterio para la imputación del daño, ya que permite inferir fundadamente que el 
artefacto explosivo iba dirigido contra los agentes de la respectiva entidad.  
Desde luego, la afectación primera que se deriva de la explosión de estos 
instrumentos son los daños a la persona, según se ve reflejado en los distintos casos 
resueltos por el Consejo de Estado en el ejercicio del mecanismo de control de 
reparación directa. Luego, la pregunta a que nos conduce este escenario es ¿Cómo se 
efectúa la imputación fáctica en esta hipótesis a la luz de la teoría de la causalidad 
adecuada? La respuesta a este interrogante no es sencilla, pues los criterios normativos 
a los que se debe acudir para realizar esta imputación, deben hacer frente a un fenómeno 
de contaminación complejo que se presenta de manera dispersa, difusa y atemporal, y 
que puede desembocar en otros tipos de contaminación instantánea o acumulativa.  
Quizás, el primer elemento jurídico para este ejercicio se puede identificar en el 
fallo de tutela proferido por el Consejo de Estado como juez constitucional, en el que 
se estimó que la obligación del Estado colombiano de geo-referenciar, demarcar, hacer 
mapeo y localizar estos artefactos, no quedó cobijada por la prórroga que se le concedió 
a la luz del artículo 5º de la convención de Ottawa numeral 1 relativa a la destrucción 
de minas, sino dentro del numeral 2º de dicha convención. De lo que se sigue que la 
obligación de localizar y ubicar estas herramientas en los lugares en los que se tenga 
sospecha de que se encuentran emplazadas, es actualmente exigible, y el 
incumplimiento per se de esta obligación de hacer por parte del Estado da franquía al 
fenómeno contaminante que estas minas producen en el respectivo territorio. Escenario 
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que se ve recrudecido por el hecho de que la contaminación no agota su potencialidad 
lesiva en un solo acto o de manera instantánea, sino que engendra una daño continuado.  
Por si fuera poco, el hecho dañino analizado constituye un verdadero hecho de 
tercero, que es quien emplaza la mina en el medio ambiente,  de suerte que “hay lugar 
a calificar un hecho o circunstancia como imprevisible cuando verbigracia, ocurre la 
activación de un artefacto explosivo en una zona cuyo historial no reporta la presencia 
de grupos armados al margen de la ley, o enfrentamientos entre estos y la fuerza 
pública, por lo que habría lugar a concluir que el propósito de dicho artefacto no sería 
atentar contra las autoridades del Estado, sino con fines ilícitos por parte de la 
delincuencia.” (Exp. 11001-03-15-000-2017-02219-01(AC), 2018) 
Ahora bien, los criterios de la teoría de la imputación objetiva, cuya aplicación no 
exige la existencia de causalidad física, tampoco tendrían cabida en esta hipótesis, pues 
el fallo de unificación descartó su uso al rechazar, por un lado, la posición de garante 
institucional, y por el otro, el criterio del riesgo permitido, tomando en cuenta que el 
empleo de estos instrumentos estuvo autorizado durante un tiempo y posteriormente 
fueron prohibidos. 
Ante escenario tan desalentador, y la evidente complejidad del fenómeno 
contaminante producido por las minas, se sugiere utilizar el principio de precaución 
como herramienta determinante de la imputación fáctica del daño. En efecto, se está 
ante un escenario el que reina una incertidumbre de orden fáctico y otra derivada de la 
falta de información acerca de un proceso, procedimiento o técnica. Ahora, como es 
lógico, la utilización de esta principio en el campo de la responsabilidad civil activa la 
función preventiva de la misma, y permite hablar válidamente de lo que algunos 
denominan “causalidad del riesgo” (Boutonnet, 2005, pág. 556), de modo que el juez 
deberá identificar el inicio del vínculo de causalidad antes del hecho generatriz del 
daño, es decir, antes del fenómeno de contaminación; ejercicio que no es modo alguno 
desconocedor de la teoría clásica de la responsabilidad, que siempre aborda la 
causalidad como un hecho retrospectivo, pues simplemente se propone abordar el 
asunto de una manera prospectiva, a fin de dar cabida al riesgo como elemento central 
de la responsabilidad en tanto que constitutivo de daño cierto.  
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Esta óptica prospectiva de la causalidad se fundamenta en la índole preventiva del 
principio de precaución. En efecto, el daño aún no existe, de modo que no hay un 
resultado lesivo hacia el cual extender un curso causal; aún más, al no haber daño en la 
acepción clásica del término, tampoco se puede hablar de hecho dañino. Entonces, la 
única forma, verdadera y eficaz, de abordar el asunto es previniendo la ocurrencia del 
daño al conjurar la potencialidad lesiva del evento contaminante antes de que este se 
concrete. La visión prospectiva de la causalidad permite anticiparse al perjuicio y 
evitarlo antes que aguardar su ocurrencia y repararlo. 
En ese orden de ideas, el riesgo entra a jugar un papel activo no solo desde la 
perspectiva de la configuración del daño sino también desde la óptica de la atribución 
e imputación fáctica del mismo. Desde luego, el riesgo se halla inmerso en el fenómeno 
que ocasiona el daño (La contaminación) pero se ubica antes de él, y, en ese sentido, la 
causalidad inicia a partir de él. Siendo así, podrá hablarse de riesgo evaluable y 
determinable cuando se tenga certeza sobre el producto o actividad que lo origina; sólo 
entonces servirá como criterio para señalar la causalidad prospectiva que demanda el 
riesgo en materia de responsabilidad civil.   
Ahora bien, sería inexacto decir que la causalidad principia desde el 
emplazamiento, utilización, fabricación o transferencia de estos artefactos explosivos, 
comoquiera que se estaría pasando por alto la verdadera dimensión de la incertidumbre,  
pues el Estado conoce o debe conocer de su existencia, y con base a esa información 
gestionar y reconocer el riesgo. Para tal fin, cuenta con las herramientas que brinda la 
ciencia, la tecnología y el derecho mismo, el cual debe reaccionar para impedir la 
consumación y agravación de la lesión a los derechos provenientes de la contaminación 
por minas antipersona. Así mismo, debe entrar a evaluar ese riesgo, contemplando 
elementos como la probabilidad del daño, la contaminación como fenómeno, la 
instalación y ubicación de los artefactos y la intensidad de su uso.  
Sin embargo, en plano práctico y no solamente dogmático, Colombia se ve 
enfrentada a la problemática de la falta de información a causa de una técnica derivada 
de datos incompletos, pues existe indeterminación frente a datos complejos, como, por 
ejemplo: cuáles son los tipos de artefactos que contaminan el territorio, cuáles son los 
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sitios y ubicación de los artefactos explosivos, cual su naturaleza y las clases de 
contaminación que se pueden derivar de los instrumentos ya utilizados. Conviene 
entonces preguntarse ¿Cuándo vamos a tener un conocimiento o una información 
completa del problema de la contaminación por minas antipersona? 
Más allá de las innegables dificultades, la imputación fáctica empieza a tomar 
forma desde el momento en que el Estado conozca o deba conocer de la existencia del 
riesgo que causan las minas antipersona, en atención a su potencialidad lesiva sobre el 
medio ambiente, las personas y sus bienes, debiendo adoptar las medidas 
indispensables en contra de ese riesgo o amenaza. Dichas medidas se encuentran 
debidamente establecidas en el artículo 5º numeral 2º de la Ley 554 de 2000, por cuya 
virtud se introduce en el ordenamiento interno el tratado de Ottawa, y que básicamente 
consisten en la ubicación, geo-referenciación y descontaminación de las zonas en 
donde se presente sospecha de estas herramientas. Desafortunadamente, al margen de 
la expedición de leyes, decretos y resoluciones el Estado colombiano no adopta las 
medidas suficientes que impidan que el riesgo se materialice, partiendo de la idea 
errada de que la prórroga que le fue otorgada comprendía dicha obligación.  
No se niegan, por supuesto, las insoslayables dificultades que ofrece la labor del 
desminado, comenzando por la determinación de la extensión y naturaleza del área 
afectada, el cese de la actividad contaminante, los altos costos del desminado y los 
escasos recursos con que se cuenta para hacerlo; la falta de información para ubicar los 
campos afectados por estas herramientas, la ausencia de un patrón contaminante 
específico que permita ubicar todos los campos minados por los grupos subversivos, al 
punto de que se ha llegado a justificar la negligencia del Estado frente a su labor de 
gestionar el riesgo, señalándose que: “los grupos al margen de la ley, tienen como 
objetivo principal generar asimetrías de información con el objeto de aumentar el costo 
de las instituciones del estado colombiano para ubicar los campos, detectar los 
artefactos y adelantar las operaciones de limpieza y remoción y la ausencia de 
condiciones que garanticen que los territorios despejados no vuelvan a ser 
contaminados en aquellas áreas donde los ilegales tengan algún tipo de presencia.” 
(Exp. 25000-23-26-000-2005-00320-01(34359), 2018)    
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A primera vista pareciese que el Consejo de Estado justificase al Estado por el 
incumplimiento de sus obligaciones relativas a la protección del medio ambiente. Con 
todo, sea cual sea la interpretación que se le dé al asunto, lo cierto es que los argumentos 
ofrecidos en la sentencia de unificación se refieren únicamente a las afectaciones de 
índole personal o individual, pero guarda total silencia frente a los derechos colectivo 
que se ven comprometidos por esta contaminación.  
¿Qué sucede entonces con las obligaciones que tiene el Estado frente a la 
anticipación y adelantamiento del riesgo en materia de daños ambientales y ecológicos? 
¿Acaso no existe frente a estos tipos de daño una obligación positiva de protección del 
medio ambiente y que se traduce en deberes de cautela y anticipación de riesgos? ¿Cuál 
es el papel que la información derivada de la investigación técnica y científica juegan 
en la dosificación de la incertidumbre fáctica? Estimamos que los dos primeros 
interrogantes ya han quedado resueltos en lo que viene expuesto, teniendo 
efectivamente el Estado una obligación positiva de anticipación al riesgo de daños 
ambientales y ecológicos; pero en lo que atañe al último cuestionamiento, debe 
señalarse que el deber de información: 
“es exigible a todo aquel que tiene la aprehensión o dominio de ciertos riesgos que 
científicamente y técnicamente están establecidos, que son probables y cuyas 
consecuencias se sospecha, en especial a las administraciones públicas, ampliar el 
ámbito de información que no puede limitarse a la que se debe ofrecer en la relación 
entre el dominador del riesgo, la administración pública y el ciudadano, sino que debe 
implicar a todos los que puedan resultar afectados por los riesgos o puedan serlo en la 
medida de los conocimientos. […] Esta obligación de información, bajo su examen de 
atribución fáctica de la responsabilidad, no se agota en lo señalado, sino que alcanza 
también la obligación de seguimiento, con la que la administración pública debe 
atender la vigilancia continua de la evolución de dichos riesgos” (Briceño Chaves, 
2017, pág. 175).   
Desde esa perspectiva, el Estado tiene un deber de información, seguimiento y 
vigilancia en relación con este evento contaminante; y no puede apartarse de su 
cumplimiento alegando dificultades en la aprensión del problema, como las enunciadas 
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en la pluri-citada sentencia de unificación, pues a pesar de que la naturaleza jurídica de 
la obligación de descontaminar el territorio es de medios, la forma en que debe 
cumplirse se encuentra expresamente señalada en el tratado de Ottawa referente a la 
zonificación, ubicación y geo-referenciación de estos artefactos explosivos, a fin de 
que los territorios no vuelvan a sufrir contaminación. No se niega entonces la dificultad 
insoslayable del fenómeno causal que genera el daño ambiental y ecológico, habida 
cuenta de características que les son intrínsecas, como la periodicidad y relatividad con 
que se pueden presentar los fenómenos contaminante que los producen; pero no menos 
veraces son los términos convencionales en que se debe dar cumplimiento a esa 
obligación.  
Finalmente, debe tenerse en cuenta que el fenómeno contaminante no ocurre en 
forma aislada en los bienes contaminables, pues en el medio ambiente pueden estar 
presentes otros fenómenos de contaminación que incidan en el fenómeno primigenio. 
Por ejemplo, en lo que atañe a la contaminación del suelo, no sólo las minas pueden 
engendrarla, sino también el uso de pesticidas y herbicidas, valorados como concausa 
a la hora de hacer la imputación del daño; es decir, bien puede ocurrir que otro 
fenómeno de contaminación, ya sea natural o antrópico, exacerbe los fenómenos de 
contaminación por minas anti-persona. 
  
2. Imputación Jurídica 
Como se anticipó, la imputación jurídica responde a la pregunta de por qué una persona, 
natural o jurídica, se encuentra obligada a reparar el daño ocasionado. Esta clase de 
imputación recibe varias denominaciones como, por ejemplo, “fundamento al deber de 
reparar”, por cuanto explica la razón de ser del deber resarcitorio y, por consiguiente, 
la antijuridicidad del daño; así mismo, siguiendo a la doctrina española, se le identifica 
también como “títulos de imputación.” Valiéndonos de esta última expresión, en el 
ámbito propio de la responsabilidad patrimonial del Estado, existe consenso en cuanto 
a los títulos de imputación que sustentan la obligación resarcitoria; estos son, a saber: 
la falla del servicio, el riesgo excepcional y el daño especial; más allá de que algunos 
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autores y fallos aislados vean en el abuso del derecho y el enriquecimiento sin justa 
causa fundamentos autónomos de ese deber resarcitorio.  
En el contexto del conflicto armado, el Consejo de Estado ha apelado a la teoría 
del daño especial para fundamentar la reparación de los daños que en desarrollo del 
mismo se produzcan. En efecto, el Estado obra lícitamente cuando al través de la fuerza 
pública actúa en aras de preservar el orden jurídico, la paz y la armonía social, así como 
la vigencia de sus instituciones. Sin embargo, sin en desarrollo de esa labor lícita se 
causan daños a civiles que rompen con el principio de igualdad ante la Ley y las cargas 
públicas, revistiendo a aquellos de un carácter anormal y especial, entonces será la 
teoría en mención la que servirá de fundamento a dicha responsabilidad, en la medida 
en que las personas no tienen por qué soportar las lesiones que se derivan del conflicto 
armado colombiano. 
Esta posición de la máxima autoridad judicial de lo contencioso-administrativo es 
discutible si se tiene en cuenta que el desenvolvimiento del conflicto armado interno 
trae consigo el empleo de armas de fuego y de otros artefactos o instrumentos bélicos 
que sin duda alguna acarrean peligro, por lo que en estricto rigor, si se trata de un 
proceder lícito, el régimen de responsabilidad a aplicar no sería otro que el de la teoría 
del riesgo, mal llamada en el escenario de la responsabilidad patrimonial del Estado  
teoría del  “riesgo excepcional”.  
Ahora, en el caso específico de las minas antipersona, ambos títulos de 
imputación, que fundamentan regímenes de responsabilidad objetiva, en la medida en 
que parten de la actuación lícita del Estado, son inapropiados para fundamentar la 
eventual obligación resarcitoria que nazca del daño ocurrido. Lo anterior, comoquiera 
que, según se expuso, la utilización de estos instrumentos se encuentra categóricamente 
proscrita, de lo que se sigue que la materialización del daño ambiental y ecológico 
tendría que ser explicada en el marco de la responsabilidad patrimonial-ambiental del 
Estado a partir de una falla del servicio o, al menos, de un indicio de falla en la medida 
en que su concreción sugeriría la inapropiada gestión del riesgo por parte del Estado y 
el incumplimiento de su obligación de descontaminar las áreas afectadas, ubicando y 
localizando los terrenos en que se encuentran emplazadas. En otras palabras, si de lo 
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que se trata es de una obligación de medios, que no serían otros distintos a los previstos 
en el artículo 5º numeral 2º de la Ley 554 de 2000, el régimen a aplicar necesariamente 
sería el subjetivo de falla del servicio probada o, en el mejor de los casos, indiciaria.  
A la falla del servicio se le ha definido como  “la violación a un contenido 
obligacional”  (Henao Pérez J. , 2003, pág. 114), que se le impone al Estado, sea con 
fundamento en un disposición que establece con exactitud aquello a lo que se encuentra 
obligado, sea porque así se deduce de la función genérica que le es inherente. Sin 
embargo, no parece ser este el entendimiento que se le dio a dicho título de imputación 
en la sentencia de unificación sobre responsabilidad por daños derivados de minas 
antipersona, que restringieron las obligaciones del Estado a las reglas o normas 
específicas, en franco desconocimiento de los valores y principios de orden 
constitucional, en especial los consignados en el artículo 2º de la Constitución Política, 
y que también determinan su contenido obligacional.  
Siendo entonces fieles al correcto entendimiento de la falla del servicio, debe 
decirse que en el evento lesivo que es objeto de estudio esta puede configurarse a partir 
de: 1) La violación de los contenidos obligacionales previstos en el artículo 2º de la 
Constitución Nacional, ya que el Estado está instituido para proteger a las personas en 
su vida, honra y bienes, posición ampliamente defendida por el Consejo de Estado y 
que se hizo a un lado en forma inexplicable en la sentencia de unificación; 2) El 
incumplimiento de lo previsto en el artículo 1.1. de la Convención Americana sobre 
Derechos humanos, habida cuenta de que el juez administrativo debe ejercer de oficio 
un control de convencionalidad objetivo y subjetivo frente a las violaciones de derechos 
humanos, tanto las cometidas por el Estado como por los particulares, especialmente 
en el contexto del conflicto armado en el que el Estado debe demostrar su compromiso 
y respeto por la normas convencionales; 3) El desconocimiento del artículo 5 numeral 
2 de la ley 554 de 2000, en el que se fijan las obligaciones de geo-referenciación, mapeo 
y descontaminación del territorio de estos artefactos explosivos, y que erróneamente se 
consideró comprendida dentro del plazo concedido para la destrucción de estos 
instrumentos; y 4) la transgresión del artículo 80 de la Constitución Nacional, que 
consagra el deber positivo a cargo del Estado sobre la protección del medio ambiente, 
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si se tiene en cuenta que las obligaciones de anticipación y adelantamiento al riesgo 
forman parte del principio de precaución, como herramienta para la protección del 
medio ambiente.  
A la luz de lo expuesto, se tiene que los ejercicios de imputación fáctica y jurídica 
no son tarea sencilla cuando de la responsabilidad por daños ambientales y ecológicos 
derivados del uso de minas antipersona se trata. En efecto, el fenómeno contaminante 
que originan debe ser acreditado ante el juez a través de un estudio de impacto 
ambiental, sin que aún se haya establecido la forma de hacerlo; así mismo, debe 
presentársele la evaluación del riesgo que se ha de formular con el propósito de mitigar 
las amenazas y posibles daños que se derivan de un fenómeno de contaminación, o de 
una actividad.  
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Capítulo III: Los daños ambientales y ecológicos causados como consecuencia de 




Como en cualquier escenario en el que se ventila la responsabilidad civil, se deberá 
indagar si existió o no el perjuicio, y si éste es cierto; determinar si se trata de un 
perjuicio ambiental de esencia individual y un perjuicio ecológico de esencia colectiva 
o difusa. A reglón seguido deberá examinarse si tales perjuicios encajan dentro de las 
categorías indemnizatorias tradicionales como son los perjuicios materiales del daño 
emergente (v.gr., gastos de descontaminación del suelo, de bienes; depreciación de un 
inmueble); o el lucro cesante (v.gr., pérdida de productividad o de vocación productiva 
de una cosecha, de un predio para explotación económica, o de un bien mueble o 
productivo); o si, por el contrario, dada la naturaleza de la lesión y el derecho vulnerado 
amerita otro tipo de reparación.   
Ahora bien, cabe aclarar que el daño ambiental o reflejo se acompasa con la 
distinción entre daño y perjuicio que consagra el constituyente, el legislador en el 
Código Civil y que es aceptada por la jurisprudencia, y por cuya virtud se entiende que 
no se repara el daño sino sus consecuencias.  Lo que no sucede con el daño ecológico 
ante la imposibilidad de la distinción, dado el carácter difuso inherente a su naturaleza 
de derecho colecto que trae consigo su definición.  
Aun cuando el tesista lo considera verdad sabida, debe recordarse que a la luz de 
nuestro Código Civil, las categorías de daño material resarcible comprenden el daño 
emergente y el lucro cesante, la cuales más allá de su connotación de daño se entiende 
que, en estricto rigor, son perjuicios, esto es, consecuencias o repercusiones del daño. 
Categorías estas que van a tener relevancia en el instituto de la responsabilidad pues 
definen la cuantía y forma de tasación de los mismos.  
En general, al daño material se le ha definido como “ a) el daño emergente o la 
afectación del interés negativo, o cuando un bien de contenido económico salió o saldrá 
del patrimonio de la víctima o b) el lucro cesante o afectación del interés positivo que 
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se traduce en un bien de contenido económico que había de ingresar en el curso normal 
de los acontecimientos y no ingresó ni ingresará al patrimonio de la víctima.” (Gil 
Botero, 2013, pág. 162).  
 En ese orden de ideas, la jurisprudencia ha admitido los rubros indemnizatorios 
clásicos frente a los perjuicios de orden individual, bien que el resultado lesivo sea la 
muerte, bien que se trate de un evento de lesiones.  Tampoco se ha visto alterado el 
planteamiento según el cual el carácter cierto del daño no se ve alterado por el hecho 
de que sea futuro, como lógicamente se deduce de la aceptación de estas categorías en 
su vertiente consolidada o futura, y sea que se trate de víctimas directas o indirectas 
como resultado de la explosión de una mina antipersona.  
Con todo debe preguntarse ¿Qué sucede con las afectaciones de carácter individual 
que pueden causar dichos elementos, no ya a la persona, sino a sus bienes, por ejemplo 
un bien inmueble que resulta lesionado por uno de estos artefactos explosivos? Sin 
embargo, la jurisprudencia no ha despejado este interrogante.  
En lo que concierne al perjuicio inmaterial, la doctrina lo ha definido como  “la 
afectación a bienes  que no tienen contenido económico, pero que están igualmente 
protegidos por el ordenamiento jurídico.” (Gil Botero, 2013, pág. 162). Es decir, no 
solo derechos que tienen un valor de mercado pueden ser objeto de tutela jurídica por 
el ordenamiento jurídico, sino también aquellos derechos e intereses denominados 
personalísimos por ser inherentes a la persona humana, y que justamente por su 
naturaleza se consideran inconmensurables, esto es, no medibles en dinero, ameritando 
igualmente la salvaguarda del juez.  
Con acierto se ha dicho que “El daño, por definición, produce una disminución en 
el patrimonio del perjudicado [bienes de carácter material o inmaterial, o derechos o 
interés protegidos], y por lo tanto, la acción de indemnización se encamina a 
restablecer  el estado anterior del patrimonio, como si el daño no se hubiere causado. 
Según ENECCERUS-LEHMANN, la indemnización quiere decir: poner a uno, en 
cuanto sea posible, en la misma situación patrimonial en que se encontraría, si no se 
hubiera producido un acontecimiento que obliga a la indemnización. (Guzman Cabal, 
1980, pág. 195)” [Cursiva fuera de texto].  
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Mas el asunto de la indemnización en materia ambiental es un poco más complejo 
pues la arista de la anormalidad entra en juego y en no pocas ocasiones la reparación 
se queda corta. Surge entonces la pregunta ¿Cómo abordar dicha problemática en 
relación con el daño consecuencia y el daño ecológico? 
A esta problemática cabe añadir que una “cuestión importante a tener en cuenta es 
la concurrencia de la reparación del daño puro y el consecutivo; al ser dos daños 
diferentes, son dos las reparaciones  a las que debe verse obligado el agente dañoso, 
aunque nada obsta para que en una situación determinada pueda ser una sola, caso en 
el cual con la reparación de uno de los daños se repare a su vez el otro.” (Saavedra 
Becerra, 2018, pág. 1524).  Es decir que en materia ambiental un solo fenómeno de 
contaminación puede ocasionar varias amenazas de daños o una pluralidad de daños a 
diferentes derechos subjetivos o intereses amparados constitucionalmente, cuya 
naturaleza puede ser privada y por ende una misma reparación puede resarcir 
integralmente a la víctima del daño rebote, o lo que la doctrina francesa ha tenido a 
bien llamar domamge par ricochet.  
A la luz de lo expuesto, es menester precisar que a la hora de reparar el daño 
impuro se ha de tener en cuenta que “el objeto de la reparaciones es diferente siempre, 
y mientras la reparación del daño ambiental puro busca la reintegración del derecho al 
medio ambiente, el consecutivo o impuro persigue la recomposición del patrimonio 
que ha sido transgredido.” (Saavedra Becerra, 2018, pág. 1524).  
Una de las mayores dificultades que presenta el perjuicio ecológico tiene que ver 
con su categorización a partir de las tipologías tradicionales de perjuicio indemnizable. 
En efecto, a través de dicho perjuicio se busca proteger un interés o derecho cuyo 
resarcimiento exige otros tipos de compensaciones o indemnizaciones que no van 
orientadas a la protección de un patrimonio individual, sino que persiguen la protección 
de un bien colectivo o común del cual se beneficia una comunidad o un grupo de 
personas, y que al ser etéreo, difuso o inasible, merece una especial protección. 
 Otra dificultad que ofrece el perjuicio ecológico, como bien lo ha señalado un 
sector de la doctrina,  consiste en que dicho   “perjuicio tiene un carácter inmaterial, no 
patrimonial o moral.” (Ruda González, 2008, pág. 90). Al paso que otro sector de la 
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doctrina señala que “Non sembra del tutto esatto affermare che il danno ecologico puro 
non influisce su alcun patrimonio. Poiché il danno collettivo influisce sui beni della 
comunità. Pertanto, si tratta di un danno alla proprietà, consistente nella diminuzione 
del patrimonio della società nel suo insieme” (Salvi, 1998, pág. 82); finalmente es 
importante resaltar una decisión del Tribunal Sueco en la que se indica en su Högsta 
Domstol en el leading case que el daño ecológico puro puede ser considerado como 
una tercera categoría, intermedia o hibrida, entre el daño patrimonial y el moral. 
El debate en el Tribunal estribaba en “la posible responsabilidad civil frente al 
Estado Sueco de un cazador que había dado muerte ilegalmente a dos lobas de cierta 
especie protegida. Para el HD, esto supone un daño al Estado-obligado a proteger el 
medio ambiente-que consiste en la pérdida económica real (en reell ekonomisk förlust)-
pues el daño frustra inversiones públicas- y al mismo tiempo un daño moral (ideell 
skada) por disminución del valor de la protección de la naturaleza (naturvårdsvärde). 
Se trata por ende, de un daño híbrido, «en el límite entre el daño moral y el patrimonial» 
(en skada som ligger på gränsen mellan ideell och ekonomisk skada). La 
indemnización se fija sobre la base de los costes globales de la protección o 
conservación de las especies animales salvajes y del carácter raro de la especie 
amenazada en cuestión. Este criterio judicial conduce a que se reconozca que el daño 
ecológico puro es resarcible.” (Ruda González, 2008, págs. 90-91).  
En opinión del tesista este debate debe ser trasladado a la jurisdicción de lo 
Contencioso-administrativo a fin de enriquecer el concepto de perjuicio ecológico. 
Efectivamente, aunque el Consejo de Estado ha condenado a la nación a reparar el 
perjuicio ecológico, imponiéndole como obligación de hacer la reforestación 
ambiental, no ha hecho mayores disertaciones acerca del mismo como ocurrió en el 
caso del glifosato (Exp.22060 del 30 de enero de 2013), en el que no quedó claro que 
se hubiera configurado un daño antijurídico ambiental o ecológico. Este silencio nos 
lleva a preguntarnos ¿Cómo valorar un bien ambiental que se ve afectado o lesionado 
por un peligro, amenaza daño? ¿Cómo gestionamos ese bien frente a los riesgos que 
son inherentes a los procesos de contaminación que el hombre genera? Sobre el asunto 
se ha manifestado que “la valoración que cabe hacer del daño ecológico o ambiental 
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resulta problemática, sobre todo porque no existe una dimensión patrimonial o 
económica concreta con la cual se pueda tasar dicho daño; mucho más conflictiva es la 
valoración del daño ecológico, dado que se trata de estimar los efectos causados en 
bienes que como los ambientales carecen de valor en el mercado comercial” (Briceño 
Chaves, 2017, págs. 885-886). 
El tratamiento de estas problemáticas ha sido complejo para las diferentes ramas 
que integran el sistema, pues “Por un lado, el debate académico desde la economía 
ecológica ha debilitado los fundamentos de la economía  neoclásica  ambiental que 
siempre había dado, por supuesto que todo se puede medir en unidades monetarias, y 
aún lo sigue manteniendo aunque los autores más serios no pueden ignorar los 
problemas asociados con las técnicas de valoración. Por otro lado, ha habido una 
sorprendente evolución por parte de muchos ecólogos y biólogos de simpatía hacia la 
valoración monetaria ambiental.” (Martínez Alier & Roca Jusmet, 2013, pág. 232).  
Y es que el principio de precaución y reconocimiento del daño ecológico han 
empujado a una patrimonialización  del medio ambiente que lo obliga a adaptarse a las 
nuevas realidades. Todo esto abre paso a una tutela efectiva sobre el medio ambiente, 
el cual goza de una protección especial en el ordenamiento jurídico al tener la triple 
connotación  de derecho humano, derecho fundamental y colectivo.  
Ahora bien “La valoración de costos ambientales se constituye en una 
aproximación de tipo económico al valor de un recurso ambiental, de sus funciones 
ecológicas o de determinados fenómenos contaminantes, lo cual puede conducir a un 
análisis costo-beneficio que defina la viabilidad ambiental” (Monroy Rosas, 2017, pág. 
56) de determinada actividad, trátese de un proyecto o la valoración de un daño 
ecológico en el escenario de un proceso de responsabilidad ambiental.  
 Lo anterior refleja la necesidad de que el derecho de la responsabilidad 
medioambiental se integre con otras ramas del derecho y otras disciplinas, en especial 
la economía, a fin de alcanzar un equilibrio entre las diferentes especialidades del 
sistema jurídico y conquistar ciertos fines en el marco de una sociedad tecno-industrial 
en la que se privilegia determinados niveles de riesgos frente a otros,  en atención a la 
forma en que se gestionan. Como bien ha sostenido algunos “En términos 
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simplificadores podríamos decir que muchas personas convencidas de la necesidad de 
dedicar muchos más esfuerzos a la conservación ambiental pensaron que esto solo 
tendría eco social si se demostraba que los ecosistemas generan  [lo que sin duda es 
cierto] servicios que benefician a los seres humanos y, luego, en un nuevo paso, 
pensaron que el tema solo pasaría a un primer plano político si dichos servicios se 
medían en valor monetario.” (Martínez Alier & Roca Jusmet, 2013, pág. 232).  
En efecto, quizás el quit del asunto está en comprender que la naturaleza y el medio 
ambiente, la biosfera y la biodiversidad, representan para el ser humano un conjunto 
de bienes y servicios monetizables, debido al grado de satisfacción y realización de 
derechos que estos brindan. A fin de cuentas, la sociedad y sus transformaciones 
inciden en el derecho y este no puede permanecer ajeno a los avances de la ciencia del 
derecho ambiental que identifica en el riesgo el eje de la responsabilidad por daños 
ambientales o ecológicos. Es por esto que “La valoración metodológica de los costos 
ambientales mediante el uso de metodologías (las cuales dependen de que bien o 
servicio ambiental o natural se pretende valorar desde una perspectiva económica) 
cuantifica el efecto, deterioro o impactos ambientales y los recursos naturales en 
términos monetarios, es decir, externalidades de tipo negativo; así mismo, los bienes y 
servicios ambientales que generan bienestar social, esto es externalidades de tipo 
positivo.” (Monroy Rosas, 2011, pág. 129). 
Esta perspectiva corresponde a un “análisis racional individual que ha sido el eje 
del pensamiento económico durante varios siglos. La regla fundamental es que el sujeto 
racionalmente orientado maximiza sus beneficios, y en base a ello se pueden hacer 
prognosis acerca de cuáles serán sus preferencias. […] Estas reglas han sido coherentes 
con las que el derecho ha diseñado para la propiedad, los contratos y la responsabilidad; 
y son usualmente  aplicables en el contexto de un mundo caracterizado por la escasez 
y conductas orientadas hacia el máximo beneficio individual” (Lorenzetti, 2011, págs. 
23-24). 
El anterior análisis corresponde a un pensamiento económico Weberiano, toda vez 
que el hombre busca satisfacer sus necesidades mediante acciones racionales 
enderezadas a la consecución de fines. Se trata entonces de un modelo, reflejo fiel del 
109 
utilitarismo que el hombre imprimió a las diferentes relaciones sociales que fueron 
objeto de positivización: Los contratos, la propiedad, la responsabilidad; instituciones 
todas estas en cuyos inicios propendían por la protección de intereses individuales o de 
carácter económico, y que si bien conservan la filosofía que motivo su creación, han 
sido morigeradas debido a la incidencia de los derechos colectivos en la sociedad y el 
Estado. 
En ejercicio de este instrumento analítico se identifica, por un lado, una 
externalidad negativa, que comprende aquellas “(…) situaciones en que hay 
consecuencias del obrar individual que otros soportan” (Lorenzetti, 2011, pág. 24), y 
que en el escenario propio del derecho ambiental se concretan en las consecuencias o 
manifestaciones derivadas de un fenómeno de contaminación provocadas por un agente 
privado o público, y que puede lesionar derechos de terceros; situación que en principio 
tendrían que tolerar, pero frente a los cuales debemos analizar el umbral permitido, y 
si dicha actividad, proceso o procedimiento, se encuentra libre de incertidumbre que 
genere una amenaza de daño. Y por el otro, la externalidad positiva considerada como 
el beneficio que trajo consigo la acción que produjo la contaminación; v.gr. la 
inundación de predios que se dedicaron a la siembra, y que resultaron beneficiados por 
el limo mineral arrastrado por el río, lo que ocasiona que dichos suelos alcancen un alto 
nivel de productividad, después de ocurrida la inundación.  
Una y otra externalidad son tomadas en cuenta para la valoración del daño 
ecológico, en tanto que el mismo está sujeto a la valoración de los cambios extrínsecos 
e intrínsecos que denotan el carácter cuantitativo y cualitativo que tiene el fenómeno 
de  la contaminación y la manera en que incide en la responsabilidad ambiental.  
Ahora bien, al bien ambiental, distinto del servicio ambiental, se le define como: 
“el recurso tangible utilizado por el ser humano como insumo en la producción o en el 
consumo final, que se gasta y se transforma en el proceso; por su parte, los servicios 
ambientales tienen como principal característica que no se gastan y no se transforman 
en el proceso, pero generan indirectamente utilidad al consumidor, por ejemplo, el 
paisaje que ofrece un ecosistema. Es decir, son las funciones ecosistémicas que utiliza 
el hombre y que le genera beneficios económicos.” (Guzmán Jiménez, 2016, pág. 315). 
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Habiéndose definido los conceptos que integran el perjuicio ecológico y su 
estructuración por la lesión de bienes y servicios ambientales, debe señalarse que al 
“abordar los métodos de  valoración del daño ecológico o ambiental, cabe determinar 
el esquema de valoración económica del ambiente que existe: son tres las formas de 
valorar: I) valor expresado en preferencias individuales; 2) Valor de la preferencia 
pública, asociada a normas sociales; 3) valor funcional del ecosistema. […] Las formas 
de valorar obedecen a ciertas funciones: I) las ambientales, dentro de  las que se 
incluyen los servicios ambientales; 2) las regulativas: 3) las de apoyo; y d) las de 
información. […] Las formas de valorar económicamente el ambiente y las funciones 
a las que obedecen  se expresan en las dimensiones de los servicios ambientales: I) 
ecosistemas; 2) especies y 3) genes. […] Con apoyo en los anteriores factores los 
métodos de valoración, proceden a determinar el valor del ambiente.” (Briceño Chaves 
A. M., 2017, pág. 888).  
Ahora, las metodologías que se han utilizado para valorar económicamente el 
medio ambiente, representado en bienes y servicios, han sido: I) El valor de uso; 2) El 
precio hedónico; 3) El valor de la contingencia; entre otras. Sin embargo, la 
jurisprudencia no ha señalado cuál debe ser la metodología que se debe seguir a fin de 
calcular el valor de dichos bienes y servicios ambientales, haciendo más dispendiosa la 
labor de las partes y del operador jurídico al momento de tasar el perjuicio ecológico. 
Finalmente cabe destacar que para la doctrina: “dada la connotación colectiva, e 
igualmente la necesidad de protección y salvaguarda del medio ambiente  para toda la 
sociedad, la reparación en dinero del daño ambiental puro no es idónea frente a este 
tipo de daños. Es evidente que, si se busca la reparación de la afectación que 
concretamente se le causa a un bien jurídico colectivo como el medio ambiente, de 
nada sirve que se entregue dinero, ya que con ello no se está reparando el daño causado. 
[…] Lo que implica entonces que, necesariamente, deberá buscarse alguna forma de 
compensación en especie para los daños ambientales puros; sin embargo, en muchas 
ocasiones resulta difícil cumplir con la exigencia reparatoria y dejar el medio ambiente 
en el mismo estado anterior a la perpetración del daño.” (Saavedra Becerra, 2018, págs. 
1521-1522).  
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De este modo se encuentran confrontadas las dos tesis sobre valoración del daño 
ecológico: por un lado están quienes defienden la teoría moderna de la valoración 
económica; y por el otro quienes la niegan y dan paso a una reparación por equivalente 
o a una compensación. Escenario este al que la jurisprudencia y el ordenamiento 
jurídico no pueden permanecer indiferentes y responder de manera eficaz a las 
vulneraciones que se hagan al medio ambiente,  y que tengan la capacidad de generar 
este tipo de amenaza de daños o daños consumados.  
En definitiva, la jurisprudencia ha sido reacia a reconocer este tipo de perjuicios, 
pues no ha abordado el asunto ni siquiera como obiter dicta, ya que revisada la 
sentencia de unificación (Exp. 25000-23-26-000-2005-00320-01(34359), 2018) acerca 
del tema de minas antipersona, no se evidencia ninguna motivación sobre el particular; 
más allá de que en el salvamento de voto (Exp. 25000-23-26-000-2005-00320-
01(34359), 2018) de dicha sentencia se resalte la necesidad de proteger el medio 
ambiente de la utilización de dichos instrumentos; esto en consonancia con lo planteado 
por la Corte Constitucional en la sentencia de constitucionalidad (Exp. LAT-168, 2000) 
que estudió la incorporación del Tratado de Ottawa al ordenamiento jurídico 
colombiano.  
La importancia de dicha protección radica en que el medio ambiente como derecho 
colectivo no puede ser ajeno a la problemática del conflicto armado interno que nos 
agobia como sociedad y desestabiliza al ordenamiento jurídico.  
 
A. Forma en que se han venido reparando los daños causados por la 
contaminación de minas antipersona.  
 
Los daños antijurídicos derivados de las minas antipersona, como se dijo, han venido 
siendo reparados desde las categorías de daño material que trae el Código Civil 
(Art.1613 y 1614 del Código Civil) así como desde las categorías de daño inmaterial 
que la tradición jurisprudencial ha reconocido. Todo lo cual ha sido posible en la 
medida en que los casos resueltos por las Altas Cortes se concretan en la afectación a 
la persona, trátese de muerte o de lesiones.  
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El Consejo de Estado ha entendido que: “la reparación como elemento de la 
estructuración de la responsabilidad patrimonial y administrativa del Estado se 
reconoce bien como derecho, bien como principio, o como simple interés jurídico”. 
(Exp. 05001-23-31-000-2011-00406-01(51561), 2016) Lo anterior introduce dentro 
del concepto de reparación un componente dinámico que pretende actualizar el instituto 
de la responsabilidad con las exigencias que trae consigo la aplicación del derecho. La 
doctrina por su parte ha puntualizado que la reparación debe entenderse como “la 
manera como el responsable cumple la obligación de reparar asegurando a la víctima 
el retorno al status quo antes del acaecimiento del daño.” (Henao Pérez J. C., 2015, 
págs. 277-366). 
Ahora bien “en el marco del Estado Social de Derecho, debe comprenderse que la 
reparación es un derecho que tiene en su contenido no sólo el resarcimiento económico, 
sino que debe procurar dejar indemne a la víctima, especialmente cuando se trata del 
restablecimiento de la afectación de los derechos o bienes jurídicos afectados con 
ocasión del daño antijurídico y su materialización en perjuicios.” (Exp. 68001-23-31-
000-2006-01051-01(39347), 2016) Es entonces al través del desarrollo y aplicación de 
postulados constitucionales básicos que el Estado, irónicamente, puede ser generador 
de riesgos que han de ser reparados, siempre y cuando concurran los demás elementos 
de la responsabilidad: la imputación a su conducta activa u omisiva y el fundamento al 
deber de reparar (O imputación jurídica).  
Se tiene entonces que: “a raíz de la causación del perjuicio, quien lo haya sufrido 
adquiere un verdadero derecho de crédito contra el que resulte responsable, de forma 
tal que queda jurídicamente facultado para exigirle a este una determinada prestación, 
consistente en la reparación del mismo. De ahí que se trate de una de las fuentes de las 
obligaciones […]” (Ossorio Serrano, 2011, pág. 217). Por lo que “Dicha tendencia 
indica, sin lugar a dudas, que no puede reducirse su contenido a un valor económico, 
sino que cabe expresarlo en todas aquellas medidas u obligaciones de hacer que 
permitan restablecer, o, con otras palabras, dotar de las mínimas condiciones para un 
ejercicio pleno y eficaz de los derechos, como puede ser a la vida, a la integridad 
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personal, a la propiedad, al honor, a la honra.” (Exp. 05001-23-31-000-2011-00406-
01(51561), 2016). 
Lo expuesto es fiel reflejo del proceso de constitucionalización de la 
responsabilidad que a la actualidad tiene plena efectividad y vigencia si se entiende 
este fenómeno “como una irradiación de la constitución en el derecho ordinario. Con 
ello me refiero a una adaptación, orientación y reorganización del ordenamiento 
jurídico ordinario a los parámetros de la Constitución que no se agotan en los estrictos 
y simples mandatos y prohibiciones. […] tienen en común que indican una necesidad 
básica de transmitir valores de tecnicidad y una necesidad de orientación a líneas 
fundamentales de regulación de detalle.” (Schimidt-Abmann, 2014, pág. 27). Dicho 
proceso ha llevado a la jurisprudencia a considerar en los casos de muerte y lesiones 
por minas antipersona que existe una violación a los contenidos normativos del derecho 
a la guerra que adicionalmente compromete la responsabilidad del Estado en virtud de 
su posición de garante prevista en el artículo 2º de la Constitución Nacional.  
Mas la posición jurisprudencial anteriormente mencionada fue la que en un inicio 
adoptó el Consejo de Estado, corporación de justicia que posteriormente, en sentencia 
de unificación, tomó distancia de dicho contenido al sostener que el fundamento al 
deber de reparar en este escenario no podría consistir en la falla del servicio al tratarse 
de la omisión de deberes impuestos por los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos y la Constitución, ya que estos encierran una serie de principios que al ser 
tan etéreos e inasibles, no podrían configurar un falla del servicio. Posición de la que 
se toma distancia ya que la máxima autoridad judicial de lo contencioso-administrativo 
desconoce la influencia directa y aplicación del Ius Cogens, a la vez que pasa por alto 
el principio del pacta sum servanda y valor normativo que la misma Constitución 
Nacional atribuye a dicha normatividad, entre otras críticas.  
Vale destacar que en reciente fallo de tutela, la Corte Constitucional reconoce el 
problema que en sí mismo representa el uso de minas antipersona, identificando en la 
contaminación el elemento fáctico que permite declarar la responsabilidad del Estado 
por daños ecológicos y ambientales. (Exp. 11001-03-15-000-2017-02219-01(AC), 
2018)  
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 Así pues, en los distintos fallos que se profirieron antes de la unificación 
jurisprudencial: En ese orden de ideas en los diferentes fallos, que se dieron antes de la 
unificación jurisprudencial encontramos que “se observa que para la consideración de 
este tipo de medidas la base constitucional se desprende de los artículos 90 y 93 de la 
Carta Política, la base legal del artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y del artículo 63.1 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos”  (Exp. 68001-23-31-000-2006-
01051-01(39347), 2016) (Exp. 05001-23-31-000-2011-00406-01(51561), 2016). 
El derecho constitucional es transversal a todo el sistema jurídico y el instituto de 
la responsabilidad civil no es ajeno a esta situación. Ambos institutos se encuentran 
vinculados y han evolucionado a fin de dar respuesta a los conflictos sociales a los que 
se enfrenta el Estado como prenda de su legitimidad. Y a pese a que la responsabilidad 
es “el principio más fecundo, que existe en el derecho, cuyas aplicaciones son más 
numerosas y más variadas. A medida que la civilización se desarrolla, las relaciones 
sociales se tornan más complejas, el círculo de la actividad jurídica de cada uno de 
nosotros penetra más hondo en el de sus semejantes. Estamos tan cerca los unos de los 
otros, que nos resulta imposible obrar sin correr riesgo de causar perjuicio a otro; y, sin 
embargo, estamos condenados siempre a obrar más aún.” (Galvis Serrano, 1970, pág. 
13). 
De la imbricación entre el derecho constitucional y de la responsabilidad civil, un 
sector de la doctrina y la jurisprudencia “ha descrito cómo el contenido y alcance del 
principio de reparación integral, que en la materia  traduce un auténtico control de 
convencionalidad en los términos de la Convención Americana, y sobre el que ha 
tenido oportunidad de pronunciarse, indicando que, el control de convencionalidad es 
un principio de aplicación imperativa, que aunque aparentemente tiene una dimensión 
destructiva—dejar de lado el derecho interno—ello se supera al trascender a la 
dimensión integrativa  que permite presentar una normativa que conjuga finalmente, 
un ordenamiento jurídico, como un todo.” (Gil Botero, 2014, pág. 47) (Exp. 05001-23-
31-000-1998-02368-01(29764), 2013) 
Además del reconocimiento jurisprudencial de que goza el control subjetivo de 
convencionalidad recogido por el principio de reparación integral, la jurisprudencia ha 
115 
indicado que  “se trata de la afirmación de una dimensión de la reparación fundada en 
el principio “pro homine”, donde la víctima no puede ser simplemente compensada 
económicamente, sino que tiene que tratarse de recomponer, o crear las condiciones 
mínimas para un ejercicio eficaz de los derechos que por conexidad, o de manera 
directa, resultan vulnerados, ya que una simple cuantificación económica puede 
desvirtuar la naturaleza misma de la reparación y de su integralidad.” (Exp. 05001-23-
31-000-2011-00406-01(51561), 2016) 
 
B. Los mecanismos clásicos de reparación son aptos para resarcir todos los 
perjuicios derivados  de la contaminación por minas antipersona. 
 
El Consejo de Estado ha reconocido sin ambages el problema de la contaminación 
causada por minas antipersona; sin embargo, ha guardado silencio frente al daño 
ecológico, limitándose a hacer un vehemente llamado al ejecutivo para que tenga en 
cuenta dicha problemática en la distintas negociaciones que adelante con los grupos al 
margen de la Ley que ponen en vilo los fines constitucionales del Estado. Ahora en lo 
que concierne al daño consecutivo o reflejo, en tanto que repercusión o proyección del 
daño ecológico sobre las personas, su indemnización se ha reconocido con arreglo a las 
pautas establecidas en el artículo 1614 del Código Civil y 16 de la ley 446 de 1998. 
Todo lo cual ha llevado a la máxima autoridad judicial de lo contencioso-administrativo 
a precisar que  “para garantizar el derecho a la reparación integral de la víctima, se 
tiene en cuenta que debe ceder el fundamento procesal del principio de congruencia 
ante la primacía del principio sustancial de la “restitutio in integrum”, máxime cuando 
existe la vulneración del derecho internacional de los derechos humanos. En ejercicio 
del control de convencionalidad subjetivo, se encuentra que procede ordenar y exhortar 
a las entidades demandadas al cumplimiento de “medidas de reparación no 
pecuniarias”, con el objeto de responder al “principio de indemnidad” y a la “restitutio 
in integrum”. (Exp. 68001-23-31-000-2006-01051-01(39347), 2016)  
En ese orden de ideas, en tratándose de derechos humanos no basta la reparación 
pecuniaria en atención al contenido de tales derechos que encuentra su fundamento en 
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la dignidad humana. En el caso específico de las minas antipersona se tiene dicho que 
constituyen una afrenta al derecho de guerra, pues el uso de estos artefactos están 
prohibidos con el fin de humanizar la guerra. De ahí la importancia del control de 
convencionalidad que debe ejercer el juez de lo contencioso-administrativo al verificar, 
primero, la incorporación de las normas internacional sobre derechos humanos al orden 
interno y, segundo, que se dé cumplimiento a las obligaciones internacionales 
adquiridas y que atañen al desarrollo del conflicto armado interno por el cual atraviesa 
el país como sociedad y como Estado.  
La doctrina ha hecho alusión a este asunto apuntalando que la noción de reparación 
puede entenderse de dos maneras, una clásica y otra moderna; en relación con la 
primera ha dicho que “la reparación de los perjuicios derivados de la producción de 
daños antijurídicos imputables al Estado, siempre tiene por objeto  el resarcimiento o 
indemnización de los perjuicios materiales, como el daño emergente y lucro cesante. 
[…] La anterior configuración encuentra, en la actualidad, que debe ajustarse no sólo 
a las realidades sociales, sino que está llamada a responder por la doble naturaleza de 
la de la reparación como principio y como derecho.” (Santofimio Gamboa,, 2017, pág. 
567). 
Todo esto ha impulsado al Consejo de Estado a adoptar medidas de reparación no 
pecuniarias en aras de hacer efectiva la reparación integral en el marco del conflicto 
armado. La Alta Corporación de justicia ha reconocido la importancia de la Ley 1448 
de 2011 que regula las reparaciones integrales e individuales de las víctimas del 
conflicto armado interno. Medidas todas estas enderezadas a la indemnización de las 
personas en sede administrativa. Entra también en juego el artículo 2º que impele al 
Estado a descontaminar las tierras que vaya a restituir en el escenario de la Ley de 
restitución de tierras, puesto que, como se expuso en párrafos anteriores, las minas 
antipersonales fueron el instrumento cardinal al través del cual lo actores armados 
provocaron desplazamiento y despojaron de sus tierras a miles de colombianos.  
Motivado por este contexto, la máxima autoridad judicial de lo contencioso-
administrativo asentó que: “En relación con la obligación que le asiste al Estado de 
indemnizar a las víctimas de minas antipersonas, se inicia por resaltar el lugar 
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protagónico que adquiere el principio de solidaridad, el cual permea toda la política 
nacional de asistencia y reparación a quienes hayan tenido un accidente con una mina 
antipersonal, ya sea como fundamento de las medidas de atención y asistencia 
humanitaria ofrecidas a las víctimas del conflicto armado interno, como directriz o 
criterio para brindar la atención humanitaria, la cual debe ser ofrecida de manera 
solidaria en atención a las necesidades de riesgo o grado de vulnerabilidad de los 
afectados y como la participación y colaboración del sector privado y la comunidad 
civil en las soluciones que desde la institucionalidad se contemplan a favor de las 
víctimas del conflicto” (Exp. 25000-23-26-000-2005-00320-01(34359), 2018) 
 Razonamiento debatible a la luz de la propia jurisprudencia del Alta Corporación 
de Justicia, en especial de la sentencia de unificación antedicha, pues el principio de 
solidaridad ha servido de fundamento autónomo para reparar los daños ocasionados 
por el Estado (Con independencia de que su aplicación sea o no correcta). Además 
también, al cerrar el paso a estas indemnizaciones supone erróneamente que una 
política pública basada en el principio constitucional de solidaridad sería suficiente 
para atender una problemática tal, sobre todo si se consideran los daños contingentes 
derivados de la contaminación por minas antipersona que representan una seria 
amenaza para el medio ambiente, y que no quedarían cobijados por dicha 
indemnización.  
En efecto, se ha expresado que “En todos los casos de accidentes con MAP y 
MUSE, el juez de daños deberá remitir a las víctimas a esta ruta de atención, para que 
puedan ser beneficiarias de las indemnizaciones administrativas y demás derechos 
prestacionales y servicios asistenciales previstos en la ley, y ofrecidos por las distintas 
entidades que prestan los servicios requeridos, tanto a las víctimas directas, como a los 
familiares de una víctima mortal”. (Exp. 25000-23-26-000-2005-00320-01(34359), 
2018)   Planteamiento que el tesista rechaza categóricamente en la medida en que la 
reparación de las víctimas al través de este procedimiento administrativo desconoce el 
fin de la reparación integral, pues una indemnización de tal naturaleza no abarca todo 
el perjuicio que se ocasiona con una lesión o muerte de una persona; a más de que 
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también deja de lado la pérdida de capacidad productiva de los bienes en los que se 
emplazan estos instrumentos y la contaminación que producen.  
Finalmente se ha dicho que “los fondos de solidaridad permiten centralizar en una 
entidad extrajudicial las indemnizaciones otorgadas a las víctimas, con lo cual se les 
ofrece un sistema de reparaciones uniformes, más expeditas y menos costosas que la 
vía judicial, a la vez que permite descongestionar a la jurisdicción. Permiten fomentar 
la paz, en tanto su creación ‘se inscribe igualmente en un razonamiento dirigido a 
pacificar la relación entre las víctimas y los autores del daño. La presentación de un 
organismo neutro parece incluso capaz de restaurar la armonía social a la vez que 
disminuye las necesidades más inmediatas de las víctimas, a saber, la indemnización 
de sus perjuicios.’” (Exp. 25000-23-26-000-2005-00320-01(34359), 2018). Lo que no 
es más que una socialización del riesgo causado por la contaminación de minas 
antipersona; pues aunque señale que dicha indemnización es más expedita, ágil, y 
representa un menor desgaste del sistema judicial, una visión tal desconoce la 
reparación integral, sea que se le tome como principio o como regla (En opinión del 
tesista sería regla pues es posible evidenciar algunas excepciones legales).  
Y es que un razonamiento como el cuestionado cercena el derecho a la tutela 
judicial efectiva y vulnera el derecho constitucional fundamental de acceso a la 
administración de justicia. Es decir, restringe la posibilidad de acceder a los órganos 
judiciales con el fin de perseguir la reparación adecuada de los daños ocasionados en 
el contexto del conflicto armado, y que demanda la acreditación del daño antijurídico 
y la imputación. Reparación que además de ser integral debe respetar los parámetros 
convencionales suscritos por Colombia.  
Y es que la reparación mediante procedimiento administrativo no responde al 
concepto de reparación como principio, entendido como la manera de direccionar al 
sistema jurídico hacia “(…) la protección no solo de la esencia individualista de cada 
sujeto, sino que se proyecte a la defensa eficaz de sus derechos, donde no sea suficiente 
solo reparar la esfera personal de la víctima, sino que deba operarse en los contornos 
de su comunidad, de sociedad y del tejido que cabe restablecer para lograr una justicia 
distributiva.” (Santofimio Gamboa,, 2017, págs. 567-568). En otras palabras, la 
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reparación no se contrae a la reparación individual de la víctima sino que comprende 
la reconstrucción de su entorno, que al menos debe ser igual al que tenía la víctima 
antes de la ocurrencia del hecho dañoso; después de todo, lógico es suponer que es esta 
la expectativa del afectado frente a los autores del daño y que, por consiguiente, amerita 
resarcimiento.  
 Por si fuera poco, la propuesta del Consejo de Estado desconoce la reparación en 
el escenario de los Derechos Humanos, que obligan al Estado a tomar medidas en 
ejercicio del control de convencionalidad en sus aspectos objetivos y subjetivos, y que 
tienen impacto en el instituto de la responsabilidad, pues los parámetros de imputación 
y valoración del daño deben ser acordes a lo establecido por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH), órgano que invita a los Estados a utilizar otros tipos de 
imputación entendidos como cursos causales normativos.  
Tomada como regla,  la reparación “se construye reconociendo que en su 
contenido se ven implicados otros derechos de esencia fundamental: vida, integridad 
personal, libre desarrollo de la personalidad, información, expresión, al acceso a la 
administración de justicia, etc.” (Santofimio Gamboa,, 2017, pág. 568). Lo que 
significa que la construcción de este concepto es ambivalente ya que debe dar respuesta 
a los diferentes intereses que resultan tutelados por el ordenamiento jurídico y que a la 
postre, ante una inadecuada reparación como la propuesta por el Consejo de Estado, 
podrían verse comprometidos.  
Así las cosas, el daño causado por las minas antipersona en muchas oportunidades 
viola derechos de índole humanitaria, por lo que la reparación que se haga en estos 
eventos debe responder de la mejor manera a la indemnidad de ese derecho humano 
conculcado; que por lo demás puede sumarse a otros, teniendo en cuenta el carácter 
indiscriminado y altamente lesivo con que opera la contaminación por minas 
antipersona.  
En síntesis “cuando la reparación se analiza como principio, o como derecho, en 
el contexto de la protección y garantía de los derechos humanos, debe tenerse en cuenta 
no sólo su contenido económico, tradicional al esquema ordinario del régimen de 
responsabilidad extracontractual, sino que al establecerse la atribución a las acciones, 
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omisiones o inactividad del Estado trasciende más allá de lo pecuniario, ya que se 
producen violaciones, vulneraciones o afectaciones a Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario no solo de víctimas determinadas o determinables, sino de 
comunidades enteras que abogan y abogan por el restablecimiento de sus derechos, con 
lo que el concepto de indemnidad se proyecta en una dimensión donde es la dignidad 
humana y la eficacia de los derechos lo que orienta la integralidad, abriéndose paso a 
una vocación de la reparación que promueve no solo el “resarcimiento”, sino también, 
la verdad [acceso al conocimiento de los hechos que dieron origen  a las vulneraciones, 
sus responsables, los factores que las desencadenaron], la justicia  [de manera que todos 
los responsables sean puestos a disposición de las autoridades para su juzgamiento] y 
de reparación [ que no sea solo individual sino colectiva también].” (Santofimio 
Gamboa,, 2017, pág. 570).  
No cabe duda entonces que las minas antipersona producen graves afectaciones a 
los derechos humanos inclusive por el simple emplazamiento de estos artefactos en el 
territorio nacional, o por la sola posesión de territorios que los grupos insurgentes 
custodian a través de estos instrumentos. Ahora, es obligación del Estado demarcar las 
zonas en las que se realicen combates para poder descontaminar los terrenos; inclusive 
si se trata de la sola sospecha de las posibles zonas en que se encuentren ubicados estos 
elementos. Todo lo cual debe realizarse atendiendo a la humanización de la guerra, 
pero que en el contexto del conflicto armado son obligaciones desconocidas por ambos 
actores.  
A manera de ilustración, se tiene el llamamiento que la Comisión Interamericana 
de derechos realizó frente a la muerte y lesiones que un niño y otras personas, 
respectivamente sufrieron en la comunidad Awá, en la que se señaló que:  “La CIDH 
repudia la siembra de minas antipersonal por su efecto indiscriminado, su potencial 
mortífero, y las secuelas graves y permanentes de las lesiones que sufren los 
sobrevivientes de estos artefactos, que atentan contra los derechos a la vida, la 
integridad personal y la salud. La presencia de minas antipersonal coarta la libre 
movilidad de los miembros de los pueblos indígenas en sus tierras ancestrales, 
generando situaciones de confinamiento poblacional, inseguridad alimentaria y 
obstaculización de los patrones culturales de subsistencia. Además, la victimización de 
121 
niños y adultos indígenas por minas antipersonal es una causa de desplazamiento 
forzado interno de familias y comunidades. […] La CIDH reitera su preocupación por 
la situación de inseguridad de los pueblos indígenas que habitan zonas afectadas por el 
conflicto armado y solicita al Estado que adopte las medidas necesarias a fin de 
protegerlos.” (Comisión Interamericana De Derechos Humanos, 2010) 
Esto relieva la enorme problemática de derechos humanos que conlleva el 
emplazamiento de estos artefactos explosivos y que traen consigo una amenaza latente 
no solo sobre las personas sino también sobre los bienes privados y  los bienes y 
servicios ambientales que pueden brindar el medio ambiente a las comunidades que 
sufren este flagelo.  
El Consejo de Estado debe entonces revaluar su posición y comprender que el 
asunto no se soluciona adecuadamente mediante una simple remisión a un fondo de 
reparación para las víctimas de estos perjuicios, sino que el mismo demanda un análisis 
integral de la problemática que encierra el emplazamiento de dichos elementos 




Capitulo IV: Cuál es el alcance de la reparación de los daños ambientales y 
ecológicos  causados por la de contaminación de minas anti-persona 
 
 
Como se expuso anteriormente, el primer aspecto a considerar en la reparación del 
perjuicio ecológico o consecutivo es el de la contaminación, en tanto que elemento 
fáctico que debe analizarse a la luz de una evaluación de impacto ambiental no estática, 
que luego sirva de insumo para la evaluación del riesgo. En efecto, la medición del 
impacto ambiental que desencadenan estos instrumentos ofrecen un criterio 
cuantitativo que permite determinar los bienes y servicios ambientales que se han visto 
afectados y en qué medida, y sirviendo a la vez como una herramienta anticipatoria.   
Se trata pues de un elemento muy importante frente a la configuración de la 
responsabilidad ambiental, comoquiera que nos brinda un marco fáctico y conceptual 
en el cual el juzgador debe tomar medidas para precaver un daño al ambiente, prevenir 
la ocurrencia de dichas conductas y, finalmente, resarcir los daños antijurídicos que 
pueden llegarse a configurar y que sean atribuibles a un particular o al Estado.  
Como con inmejorables palabras dijera el Consejo de Estado: “(1) la 
contaminación como fenómeno es el supuesto fáctico del que se hace desprender la 
concreción dañosa en derechos, bienes e intereses jurídicos; (2) la contaminación en sí 
misma no es asimilable al daño ambiental y ecológico, ya que se comprende que en la 
sociedad moderna a toda actividad le es inherente e intrínseca la producción de uno o 
varios fenómenos de contaminación, ya que son estos objeto de autorización 
administrativa y técnica en el ordenamiento jurídico . […]” (Exp. 23001-23-31-000-
2012-00004-01 (46107), 2014) 
Es decir, que el fenómeno de contaminación indica cuáles son en últimas los 
bienes e intereses jurídicos que el ordenamiento jurídico protege y que merecen ser 
objeto de protección frente a estos eventos que generan una alteración en el goce 
efectivo de los derechos. Es entonces este fenómeno el sustrato, la substancia, del 
juicio que se adelante para lograr la protección de estos derechos y que puede concluir  
en medidas precautorias y preventivas y/o el resarcimiento de daños consumados o 
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amenazas de daños que afecten de manera directa un interés, bien, o derecho. Éste 
último bien puede ser fundamental o humano, colectivo o difuso, lo relevante es que 
de su configuración dependerá el alcance que se le dé a la reparación, como concepto 
dinámico que se acompasa con los fines constitucionales del Estado Social de Derecho 
previstos en el artículo 2º  de la Constitución Nacional y con  las normas de Ius Cogens 
y de derechos humanos que la misma reconoce. 
Estos dos primeros elementos, contaminación y derechos conculcados, son los que 
definen el alcance de la reparación en materia ambiental. Con todo, deben 
complementarse con la capacidad de resiliencia del medio ambiente y que resulta 
determinante a la hora de reparar una daño ambiental o ecológico. Este trípode 
(Contaminación, derechos conculcados, resiliencia) podría considerarse como un 
primer estadio en la determinación de la dimensión y alcance de la reparación de los 
daños ambientales y ecológicos. Un segundo estadio, enderezado a ese mismo fin, sería 
aquel que toma en cuenta la capacidad de adaptación y transformación.  
Ahora bien, frente a la capacidad de absorción o resiliencia la doctrina 
especializada ha señalado que: “se trata de la capacidad que el sistema en su conjunto 
o el recurso en toda su expresión tiene de absorber los impactos, efectos y cambios 
ocasionados por la actividad o acción humana y el resultado de la interacción entre las 
fuerzas naturales. Cada ecosistema o recurso natural tiene cierta resistencia a los daños 
que se producen, asimila dichos impactos y los procesa de tal manera  que es posible 
que no represente una alteración o modificación de su sustancia o de sus propiedades 
hasta cierto nivel (que no está fijado en términos científicos).” (Briceño Chaves, 2017, 
pág. 878) 
 Más tal capacidad no se predica únicamente de la naturaleza sino también de la 
persona y la comunidad, según su aptitud para retornar a la situación previa en la que 
se hallaba antes de la amenaza, consumación o agravamiento del daño producto de los 
cambios y alteraciones sobre los recursos naturales, bienes o servicios ambientales. Así 
mismo, se ha precisado que “el valor del concepto de resiliencia es importante para 
entender los diferentes sistemas de explotación de los recursos naturales. El concepto 
de “resiliencia” al igual que muchos de los bio-indicadores estudiados en la literatura, 
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depende de los objetivos planteados, de los tipos de perturbaciones, de las medidas de 
control disponibles y del tiempo y la escala de interés que se esté manejando.” (Cuevas 
Reyes, 2010). 
Sobre dicha capacidad se dice que es un estadio intermedio, ya que para 
transformarse o adaptarse la naturaleza, el medio ambiente o el mismo hombre en 
sociedad, es necesario primero que esta sufra un impacto, efecto o cambio, desde el 
cual se deben asumir ciertas medidas a fin de mitigar, hacer cesar y evitar un perjuicio 
ecológico o ambiental. Y es que la resiliencia juega un papel clave al momento de la 
contaminación como sustrato fáctico de la responsabilidad, en tanto que repercute en 
la forma como se conciben el daño ecológico y ambiental y cómo influye en el concepto 
de reparación, entrando a analizarse los agentes contaminantes y su impacto en el 
medio ambiente.  
Frente a la capacidad de adaptación se ha expresado que “los ecosistemas y 
recursos naturales tienen la capacidad de adaptación, es decir, son capaces de ajustar 
su perfil y sus características a los influjos e interacciones derivados de la operatividad 
de la capacidad de resiliencia.” (Briceño Chaves, 2017, pág. 879). Es por esto que dicho 
proceso de adaptación puede engendrar consecuencias que no necesariamente deben 
ser soportadas por el medio ambiente y los seres humanos. Quizás el ejemplo más 
significativo de este fenómeno se encuentra  en los procesos de responsabilidad en los 
que se han tenido que abordar fenómenos de contaminación nuclear como los causados 
por la explosión del reactor nuclear de Chernóbil, o la fuga masiva de agua 
contaminada del reactor de Fukushima I al mar, como resultado de un hecho irresistible 
para el hombre; resulta igualmente ilustrativo el accidente nuclear  de Severodvinsk, en 
el que la emisión de radionúclidos a la atmosfera provocó que el medio ambiente tenga 
que adaptarse a situaciones límites que deben  valorarse por las instancias judiciales 
respectivas, debido a la latencia de la contaminación y su alto grado de peligrosidad.  
El proceso de adaptación de los seres vivos y las comunidades se desarrolla en tres 
niveles: 1) Un primer nivel llamado adaptación por variables de estrés; 2) un segundo 
nivel denominado adaptación somática;  y 3) un último nivel conocido como 
adaptación genotípica. El primero de ellos consiste en “llevar una o varias variables 
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del organismo a sus valores extremos. Como resultado de ello, todo el sistema se 
volverá rígido con respecto a estas variables y por consiguiente será incapaz de 
adaptarse a un nuevo estrés […] Si el cambio ambiental persiste, el organismo pasará 
por un nuevo proceso de adaptación. Los componentes más estables del sistema 
experimentarán una serie de complejos cambios fisiológicos con objeto de absorber el 
impacto ambiental y restaurar la flexibilidad. […] A través del cambio somático el 
organismo recupera parte de su flexibilidad sustituyendo con un cambio más profundo 
y duradero otro cambio más superficial y reversible. Esta adaptación se conseguirá muy 
lentamente, como lenta será también su vuelta a la situación anterior. A pesar de ello, 
los cambios somáticos siguen siendo reversibles. Esto significa que, para que pueda 
efectuar una vuelta a la situación anterior, varios circuitos del sistema biológico han de 
estar disponibles durante todo el tiempo en que se mantiene el cambio. […]  El tercer 
tipo de adaptación que poseen los seres vivientes es la adaptación de las especies en el 
proceso de la evolución. Los cambios acarreados por las mutaciones, los llamados 
cambios genotípicos, son completamente diferentes de los cambios somáticos. A través 
del cambio genotípico una especie puede adaptarse al ambiente, modificando el ámbito 
de algunas variables, y en particular de aquellas que dan origen a los cambios más 
económicos.” (Duran Pich) 
Finalmente tenemos la capacidad de transformación entendida como aquella por 
medio de la cual “(…) se puede crear un nuevo sistema o nuevas estructuras cuando se 
supera la capacidad de resiliencia. Es posible que la transformación no suponga la 
eliminación del ecosistema o recurso, pero sí puede extinguir determinadas 
características o condiciones; en otras palabras, señas de identidad natural que lo 
identificaban y que puede ser objeto de reparación siempre que sea posible 
determinarlas o establecer el alcance de las transformaciones producidas.” (Briceño 
Chaves, 2017, pág. 879). Así mismo, la capacidad de transformación indica que en 
muchas ocasiones la naturaleza se transforma como parte de su proceso regenerativo, 
pero carece de la misma capacidad para volver al sitio en que se encontraba antes de la 
consumación o agravación del daño.  
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Este proceso de transformación se activa o dinamiza, en muchas ocasiones, a partir 
de la intervención del hombre en el medio natural debido a los recursos aprovechables 
que ofrece. Con acierto se ha dicho que  “la transformación de los ecosistemas 
evidencia los estrechos vínculos entre la sociedad y la naturaleza. La naturaleza hoy no 
es explicable sino como producto de la acción de la sociedad sobre ella y sólo se puede 
aspirar a entender la sociedad a cabalidad cuando se la relaciona con aquella.” 
(Márquez, 2001) 
En síntesis, este aspecto de la transformación sirve como parámetro que permite 
medir la extensión de los daños ambientales y ecológicos; de hecho, todos estos 
criterios técnicos influyen directamente en la valoración de los bienes y servicios 
ambientales a efectos de la reparación en sede judicial. Lo anterior sin perjuicio de las 
medidas que deban tomarse a fin de precaver y prevenir el daño, como desarrollo del 
principio de precaución, en materia de responsabilidad ambiental.  
Mas también debe tenerse en cuenta, como último elemento para establecer la 
extensión de la reparación de los daños ambientales, la lesión y su gravedad. Cierto es 
que estos aspectos guardan relación con el daño como elemento estructural de la 
responsabilidad, pero también juegan un papel muy importante a la hora de establecer 
su monto y de valorar y reparar los perjuicios derivados de la contaminación ambiental. 
Igualmente relevante es la distinción entre daño y perjuicio, pues lo que se repara no 
es la simple lesión del derecho sino sus consecuencias, siempre que guarden un vínculo 
de causalidad con el fenómeno de la contaminación. En ese sentido, la lesión es el 
mismo daño que se presenta o se revela como un “hecho y el perjuicio  es el menoscabo 
del patrimonio de una persona en concreto, […] Lo anterior es de utilidad en la medida 
en que se plantea con claridad una relación de causalidad entre el daño—como hecho, 
como atentado material sobre una cosa, como lesión—y el perjuicio—menoscabo 
patrimonial que resulta del daño, consecuencia del daño sobre la víctima--, lo cual 
permite sentar la siguiente regla: se indemniza solo el perjuicio que proviene del daño.” 
(Henao Pérez J. , 1998, págs. 77-78).   
Esta distinción entre daño y perjuicio ha sido también acogida por el ordenamiento 
jurídico francés, al indicar que “el primero designa la lesión sufrida, un hecho, a secas; 
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mientras que el segundo constituye la consecuencia jurídica de dicha lesión, y por ende 
un concepto jurídico. […] en el informe Lambert-Faivre sostiene que el daño está 
constituido por el hecho o acontecimiento objetivamente verificable que reside más 
allá del derecho, mientras que el perjuicio atiende al derecho, y se refiere a la lesión de 
los derechos subjetivos patrimoniales  o extrapatrimoniales, que exigen reparación toda 
vez que sea un tercero responsable” (Koteich Khatib, 2012, págs. 112-113).  
El asunto, por supuesto, dista de ser pacífico, pues han sido variadas las críticas 
que señalan que  “en el derecho, simplemente no existen hechos que sean tomados por 
tales, para que un hecho, un daño en específico, sea tomado por tal, debe haber una 
situación valorada por el Derecho positivo (un bien jurídico), que por lo tanto fue 
protegido a través de establecer obligaciones para otras personas diferentes de la del 
titular, obligaciones que por último fueron desatendidas y todo esto se hace en un plano 
ideal llamado deber ser.” (Domínguez Angulo, 2016, pág. 525).  
Se trata por supuesto de críticas enriquecedoras que permiten comprender las 
diferencias entre daño y perjuicio, sobre todo en materia ambiental, en donde se debe 
identificar un bien, derecho o interés difuso (bien jurídico), que merece tutela jurídica 
de acuerdo con la obligación positiva impuesta al Estado frente a la protección al medio 
ambiente.  
Sin duda es indispensable reconocer que el instituto de la responsabilidad y el 
derecho debe adaptarse a las realidades sociales del país. De este modo no sólo se da 
cumplimiento a lo contenido en reglas particulares, sino que se da operatividad a los 
principios y demás fines en razón de los cuales existen; no obstante, 
desafortunadamente el órgano de cierre contencioso-administrativo desconoce la tutela 
jurídica al considerar que el título de la falla del servicio únicamente se puede concretar 
o viabilizar a partir de una regla jurídica, posición que desconoce la teoría de la 
jerarquía de Hans Kelsen, pilar del principio de legalidad en un Estado de Derecho. 
 En lo relativo a los derechos es necesario recordar que deben ser articulados con 
los “instrumentos internacionales de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario hacen referencia a una reparación justa, adecuada y proporcional a la 
naturaleza y gravedad de la violación cometida, a la gravedad de las circunstancias en 
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que se produjo la violación del derecho y al daño sufrido por la víctima, en sus distintas 
facetas. Esta reparación debe  atender, como se dijo antes, todos los daños y perjuicios 
sufridos, incluidos los daños materiales y morales, y debe responder, igualmente, a la 
particular vulnerabilidad de la víctima y a su condición especifica de edad, sexo, 
genero, raza o etnia” (Rincón, 2010, pág. 84). 
 Según quedó expuesto, el empleo de minas antipersona vulnera derechos 
humanos, y es por esta razón que la responsabilidad por daños ambientales debe tener 
en cuenta los principios de orden internacional, como son la proporcionalidad, la 
reparación justa y adecuada. 
En conclusión, los criterios explicados permitirán establecer el alcance de la 
reparación, y el juez debe echar mano de ellos a la hora valorar y ordenar la reparación 
del perjuicio sufrido, trátese de un interés particular o difuso.  
 
A. Reparación de daños ambientales y ecológicos causados por la contaminación 
derivada de minas antipersona sobre bienes inmuebles 
 
Al menos en las ratio decidendi de los fallos del Consejo de Estado, no se advierte que 
se haya abordado el estudio de los daños ambientales y ecológicos que trae consigo la 
contaminación del territorio por minas antipersona. En efecto, el daño puede 
concretarse tanto en bienes muebles como inmuebles, por lo que resulta indispensable 
precisar que: “los bienes corporales, objeto de los derechos, son muebles e inmuebles. 
Solo de lo corporal puede decirse  que es o no transportable  de un sitio a otro: lo 
corporal actúa en el espacio. De lo incorporal, de los derechos, no puede hablarse así, 
por la razón contraria: de las relaciones jurídicas no se dice que pueden mudarse de un 
lugar a otro. Por esto el artículo 654 acierta al estatuir que “las cosas corporales se 
dividen en muebles e inmuebles”, esto es, en cosas que pueden llevarse y en cosas que 
no pueden llevarse de una parte a otra.” (Gómez, 1985, pág. 14). Esta tradicional 
distinción es relevante para el derecho de la responsabilidad ambiental pues nos brinda 
otra panorámica acerca del objeto de la reparación y su cuantificación, ya no referida a 
la persona sino a los bienes y cosas que integran su patrimonio. Sobre el particular, la 
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jurisprudencia constitucional ha señalado que: “Quienes, a causa de un accidente de 
tránsito, sufren un perjuicio en sus bienes muebles o inmuebles, están, en el fondo, en 
una situación semejante a la de quienes reciben un daño en su persona, o a la de los 
herederos de la persona fallecida en el accidente. Unos y otros buscan la reparación del 
daño, búsqueda que implica una pretensión de contenido económico, aun tratándose 
del daño moral. No hay una diferencia esencial entra dos situaciones, que justifique un 
trato diferente. La única diferencia, que no carece de importancia, es esta: el daño 
causado en los bienes muebles o inmuebles es de inferior gravedad que el que se causa 
a la vida o a la integridad personal.” (Exp. D-1576, 1997) 
Aterrizando entonces al asunto que nos ocupa, el daño a bienes muebles o 
inmuebles se presenta cuando como resultado de la contaminación se destruye, 
inutiliza, degrada o hace perder la vocación de ese bien para la función o esencia que 
tiene. Como se dijo, el bien inmueble se caracteriza por ser una cosa corporal que no 
es posible trasladar de un lugar a otro, que encierra una serie de características 
intrínsecas en razón del lugar en el que se encuentra ubicado, aspecto que el juez no 
puede pasar por alto al momento de fijar una reparación, en la medida en que el daño 
como hecho lesivo generador de perjuicio puede concretarse en la afectación de 
derechos reales de que son titulares las personas.  
El derecho real es una especie de derecho subjetivo patrimonial  al que se le ha 
definido como el  “poder jurídico total o parcial sobre una cosa, con cargo de ser 
respetado por todos. […] Poder total o parcial porque el derecho real admite grados en 
lo tocante a las facultades que confiere. Así el derecho de propiedad, puede decirse que 
es un poder total porque reúne todas las prerrogativas que el hombre puede ambicionar 
sobre las cosas, prerrogativas que se encierran  en estas expresiones clásicas: jus utendi, 
jus fruendi y jus abutendi. […] Pero el que tiene un derecho de usufructo, no tiene 
poder total, sino parcial, porque las facultades que lo inviste, son limitadas ya que el 
usufructuario no puede disponer de la cosa. […] Por esto el derecho y de consiguiente 
las facultades que confiere, sufren no solo graduación en cuanto a su extensión o 
intensidad, sino también en cuanto a la calidad de ellas.” (Gómez, 1985, págs. 114-
115). 
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Según la normatividad civil, los bienes inmuebles lo son i) por su naturaleza; ii) 
por su adhesión permanente; iii) por destinación y iv) por razón de la cosa a que se 
refiere el derecho. Los primeros lo son por “(…) la característica expresada de no poder 
ser llevados de un parte a otra, no son sino los llamados por naturaleza, o sean, el suelo, 
las minas, las aguas y los edificios y especialmente el suelo que lo contiene todo, 
incluso las minas, las aguas y los edificios.” (Gómez, 1985, pág. 18). Frente a los demás 
se ha dicho que  “(…) no obstante, poder ser trasladados de un lugar a otro, esto es de 
ser muebles v.gr., las baldosas de mi casa o las herramientas con que cultivo mi finca; 
se trata de ficciones de la ley en razón de necesidades de orden práctico. […] Tanto los 
muebles por naturaleza como por adhesión y por destinación son cosas corporales. En 
cambio, los muebles e inmuebles por razón de la cosa a que el derecho se refiere, no 
son cosas corporales, sino incorporales, pues se trata de los derechos en sí mismos.” 
(Gómez, 1985, pág. 18). 
Pese a la sencillez de este planteamiento, no parece haber un entendimiento claro 
sobre esta clasificación en la jurisprudencia sobre responsabilidad por daños 
ambientales; v.gr. en el caso de aspersiones aéreas con glifosato el Consejo de Estado 
señaló que el daño material se tradujo en la pérdida de las cosechas, y la lesión a la 
víctima; sin embargo, nada dijo entorno a la protección que el sistema jurídico brinda, 
o debe brindar, a este bien o derecho. Mucho menos considera que: “entre los muebles, 
se encuentran agrupados los llamados por anticipación o por destinación, que son 
aquellos que siendo inmuebles, por adhesión permanente o por destinación, v.gr., una 
cosecha aun no recolectada, se reputan muebles para el efecto de constituir derechos 
en favor de terceros, de esta suerte entre los muebles (por anticipación) figuran 
inmuebles, por adhesión, etc., los cuales no son realmente muebles sino cuando se 
separan del fundo o edificio.” (Gómez, 1985, pág. 19). 
La alta corporación de justicia tampoco toma en cuenta el artículo 657 del Código 
Civil a cuyo tenor “las plantas son inmuebles, mientras adhieren al suelo por sus raíces 
[…]”; lo que torna más confusa la reparación de los perjuicios materiales provocados 
por la contaminación de bienes inmuebles. Así mismo, debería tenerse en cuenta el 
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artículo 656 del Código Civil para el cual los árboles “serán siempre inmuebles” 
(Gómez, 1985, pág. 25).   
Todos estos aspectos deben ser tenidos en cuenta al momento de fijar la reparación 
de los daños a bienes inmuebles causados por minas antipersona. En efecto, se trata de 
un evento lesivo que puede dañar la propiedad, mueble o inmueble, así como zonas 
freáticas y acuíferos que se vean alcanzados por la contaminación, y que, según el 
Código Civil, tienen la calidad de bienes inmuebles. También debe considerarse la 
titularidad del respectivo bien y tomar en cuenta los atributos del derecho de propiedad, 
los cuales también puede resultar lesionados con el fenómeno de la contaminación.  
Este daño antijurídico a la propiedad y los perjuicios que apareja pueden ser 
definidos como: “la aminoración, detrimento y deterioro de los cultivos, suelos y predio 
[…], con vulneración del derecho de propiedad tanto en su función social, como 
ecológica, y en la indebida restricción a la libertad de la actividad productiva amparada 
convencional y constitucionalmente, así como a la tutela eficaz del ambiente en la 
esfera de la calidad que debe proveerse para el disfrute de los bienes.” (Exp. 52001-23-
31-000-2006-00435-01(38040), 2017) 
Resulta igualmente ilustrativo el fallo del Consejo de Estado por medio del cual 
se resolvió un caso de quema de viviendas, muebles, enseres, maquinaria e 
implementos destinados a la agricultura y explotación de un predio como producto de 
una ataque subversivo perpetrado por la guerrilla, sin que el ejército o la policía 
nacional hubiese hecho nada para proteger la vida y bienes de las personas que lo 
requerían; en dicha ocasión, en efecto, se declaró probada la falla del servicio bajo el 
argumento de que “los demandantes presentaron varias solicitudes concretas de 
protección a las autoridades, las cuales fueron desatendidas, sin tener en cuenta que 
existían circunstancias especiales (como la muerte del administrador de la finca y las 
constantes denuncias que por boleteo presentaban los actores, etc.), que hacían 
necesaria una protección inmediata a sus vidas y a sus bienes por parte de las 
autoridades competentes, teniendo en cuenta para ello, como se dijo anteriormente, 
los medios con que contaba el Estado para realizar dicha tarea, habida cuenta que las 
vidas y los bienes de un grupo de personas, se encontraban expuestas a una situación 
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de inminente peligro, el cual se concretó, con la muerte de tres personas y la destrucción 
de las viviendas, los muebles y el hurto de semovientes y otros bienes, propiedad de 
los actores” (Exp. 14787, 2000).[Negrillas del tesista] 
Se tiene entonces que la máxima autoridad judicial de lo contencioso-
administrativo sí que ha brindado protección al derecho de propiedad sobre bien raíz, 
que por acciones de terceros o del propio Estado resulta vulnerado y limitado en sus 
funciones sociales, ecológicas y económicas, obligando al juez de conocimiento tomar 
en consideración todos estos aspectos al momento de imputar y posteriormente evaluar 
la lesión.  
Lo anterior conduce al siguiente cuestionamiento ¿Debe leerse la afectación al 
bien raíz como vulneración de los derechos reales que sobre él se ejercen? A lo que 
debe contestarse que las limitaciones a la propiedad ciertamente pueden involucrar una 
restricción al poder de disposición, en especial cuando se lesiona el núcleo esencial del 
derecho de propiedad, esto es, cuando resultan seriamente agraviados los atributos de 
uso, goce y disposición de la propiedad, dándose paso a la responsabilidad por daños 
ambientales y ecológicos. Todo lo cual no es un imaginario alarmista, pues 
verdaderamente la contaminación inhabilita de manera instantánea o continuada el uso 
y disfrute de ese bien, debido a la modificación sustancial que sufre el predio.  
En ese orden de ideas, cuando se afecta el uso de un inmueble, y, de contera, el 
beneficio que antes se derivaba de él, se está ante un evento de responsabilidad civil o 
estatal dependiendo de a quién se atribuya el hecho generador.  Ahora, los linderos 
entre el fenómeno de contaminación y la afectación que sufra el uso, dependerá de: i) 
la vocación del predio; ii) la utilización real que se pueda demostrar; iii) la 
determinación de alternativas y iv) que el cambio de vocación no genere un beneficio 
de carácter permanente; comoquiera que para que se pueda configurar la lesión debe 
acreditarse el carácter irregular de la contaminación, en tanto que este fenómeno hoy 
me puede beneficiar y mañana no. El ejemplo paradigmático son las inundaciones. 
Como fuere, lo cierto es que la jurisprudencia de las Altas Cortes nada ha dicho sobre 
el particular; tampoco se conoce el fundamento normativo que autorice la aplicación 
de estas teorías y permita encuadrar el asunto en el escenario de la responsabilidad.  
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En el escenario internacional, la responsabilidad estatal por actos violentos de 
terceros que utilizan minas, ha sido abordada por la Corte Internacional de Justicia en 
los siguientes términos: “(…) un Estado es responsable por la obligación internacional 
de proteger contra un riesgo—obligación que debe surgir de un tratado especifico, o 
del derecho consuetudinario o de otra fuente—cuando: i) El Estado sabe o debe saber 
de la existencia de un riesgo serio; ii) Se puede tomar medidas apropiadas para proteger 
contra ese riesgo; iii) No toma las medidas; iv) El riesgo se materializa” (Attanasio, 
2016, pág. 34).  
Este principio de “obligación de proteger contra un riesgo” encontró su primera 
aplicación en el caso  “The Corfu Channel Case (United Kingdom v. Albania)”en el 
que el Estado albanés fue hallado responsable por haber incumplido su obligación de 
notificar un peligro y “prevenir un desastre.” Se trataba de dos barcos ingleses que 
colisionaron contra unas minas en el canal de Corfú, y cuya existencia debía conocer 
Albania, pese a lo cual nunca notificó a los barcos que atravesaban el canal, lo que trajo 
como resultado sendos daños que dejaron un saldo de 45 oficiales y marineros 
británicos muertos y otros 42 heridos; lo anterior, a pesar de que las minas fueron 
insertadas por un Estado no identificado, pues se concluyó que fue la falta de 
notificación por parte del  Estado albanés la que determinó la decisiones navales de las 
embarcaciones. (Corte Internacional de Justicia, 1949, págs. 4, 22-24). 
El anterior ejemplo muestra cómo ante una amenaza el Estado debe adoptar las 
acciones que estime indispensables para establecer plenamente en qué consiste esa 
amenaza y qué afectación puede ocasionar a terceros. Las minas antipersona, según se 
expuso, son sin duda alguna generadoras de amenaza, y está existe desde el momento 
en que se tiene sospecha del sitio en que pueden estar ubicadas, trátese de un riesgo 
directo o cierto. Esta obligación internacional podemos encontrarla en la Convención 
de Ottawa relativa a la demarcación o geo-referenciación de zonas en las que se tenga 
sospecha de dichos elementos.  
Todos estos aspectos deben ser tenidos en cuenta por la jurisprudencia a efectos 
de dar un mayor contenido normativo y conceptual al problema que trae consigo la 
contaminación por minas antipersona, su amenaza de daño, inminente, irreversible e 
134 
irremediable, y así poder desarrollar de una manera adecuada el instituto de la 
reparación integral.   
En cuanto a la reparación de los daños que la contaminación causa sobre los bienes 
raíces, no se advierte ninguna razón válida que impida su eventual reconocimiento en 
sede jurisdiccional.  Ello en tanto que no existe duda de que tales bienes pueden resultar 
lesionados por el fenómeno de contaminación, y pueden ser objeto de tutela a partir de 
la amenaza de derechos ciertos personales y de derechos colectivos e intereses difusos, 
frente a los cuales el Estado tiene una obligación de protección.  
A la luz de lo expuesto la clasificación vernácula que trae el Código Civil de los 
bienes inmuebles debe ser tenida en cuenta en materia de responsabilidad, civil o 
estatal, por daños ambientales. En efecto, no se puede despojar a un árbol de su 
condición de bien inmueble. A reglón seguido debe precisarse si ese bien es de 
propiedad privada o pública, en aras de identificar la herramienta procesal a la que se 
debe acudir para solicitar su tutela, salvo que la afectación sea de tal magnitud que 
vulnere derechos humanos y fundamentales cuyo amparo puede solicitarse a través de 
la acción de tutela. 
Un ejemplo de daño emergente sería la descontaminación de los predios, lo que 
de por sí afecta la vocación del inmueble, cuando, por ejemplo, el mismo es destinado 
a actividades agrícolas y ganaderas. Así mismo entraría dentro de dicho rubro la 
depreciación que sobre el predio genere el fenómeno de contaminación, en proporción 
a la degradación de las condiciones habituales o naturales de los bienes inmuebles y 
muebles, que pueden resultar lesionados.  
En lo que al lucro cesante se refiere, el llamado daño ambiental impuro o 
consecutivo que se materialice sobre bienes muebles o inmuebles puede dar lugar a 
este tipo de perjuicio material, representado en  “i. Perdidas de la productividad; ii. 
Disminución de la actividad por limitación o reducción a áreas cultivables; iii. 
Limitaciones, a nuevos desarrollos productivos, por su insuficiencia de condiciones 
ambientales y la iv. Perdida de expectativas o negocios” (Briceño Chaves A. M., 2016) 
.    
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En cuanto a los perjuicios inmateriales, estos ya han sido reconocidos en las 
sentencias en las que se debate la problemática de la responsabilidad por ocupación 
administrativa, y su reconocimiento se ha admitido siempre y cuando aparezcan 
debidamente acreditados dentro del proceso. Se hablará entonces de perjuicio moral si 
se demuestra la aflicción, congoja, zozobra, frente a la pérdida de un bien mueble o 
inmueble, sea como efecto directo de la contaminación, o por la limitación que esta 
produzca en el ejercicio de un derecho o interés protegido.  
En cuanto a la categoría del daño a la salud, vale la pena preguntarse si la misma 
tendría cabida en materia de responsabilidad ambiental, ámbito en el que la doctrina 
llama la atención en cuanto a la posibilidad de crear un rubro indemnizatorio por medio 
del cual se repare “las llamadas alteraciones a las condiciones mínimas ambientales.” 
(Briceño Chaves A. M., 2016). 
Sobresalen entonces las carencias jurisprudenciales con relación a distintos 
aspectos que deberían incorporarse al instituto de la responsabilidad, de modo que este 
pueda adaptarse a las nuevas realidades a las que el derecho debe hacer frente. Dentro 
todos los mencionados, se destaca el principio de precaución y el importante papel que 
cumple en la gestión de las incertidumbres y posteriores riesgos; así como el principio 
de no regresión en materia ambiental; sin mencionar lo mucho que se echa de menos 
una verdadera política de Estado que atienda los problemas del medio ambiente de 
manera específica. 
El daño ecológico es aún más complejo de manejar, pues se refiere a bienes 
colectivos cuya valoración económica es el primer obstáculo que debe enfrentar la 
jurisprudencia. Asunto que no es, ni mucho menos deleznable, si se considera que el 
medio ambiente es el principal proveedor de bienes y servicios ambientales, que son 
aprovechados por el Estado y las personas. Adicionalmente, este daño ecológico puede 
engendrar perjuicios materiales como el daño emergente, consistente en: “i. Gastos de 
descontaminación de los bienes ambientales afectados, [referente internacional por 
ejemplo los caso Prestige v. España o el Exxon Valdez V. Alaska]; ii. La depreciación 
de los bienes ambientales, frente a la funcionalidad, o vocación la cual se debe analizar 
y iii. Los gastos de recuperación, mantenimiento de bienes ambientales. Como lucro 
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cesante, se puede reconocer: i La pérdida de propiedades ambientales y condiciones 
aptas para su ejecución, por ejemplo la reducción de materia prima disponible a 
extraer.” (Briceño Chaves A. M., 2016) [Cursiva Fuera de texto] 
A mayor abundamiento, la doctrina española anota que en esta materia pueden 
considerarse como perjuicios materiales los siguientes: “Daño emergente: i. Coste de 
reparación del medio ambiente; ii. Coste de evaluar el daño; iii. La pérdida del uso del 
recurso natural y por último el coste de las medidas preventivas que se dividen en: i. 
La anticipación del daño ecológico puro; ii. Los costes fijos y iii. Los costes de 
salvamento.” (Ruda González, 2008, págs. 156-185). Como lucro cesante, indica que 
se deben tener en cuenta: “i. El perjuicio derivado a la capacidad de obtener beneficios 
a causa de la lesión; ii. El perjuicio derivado a la capacidad de obtener beneficios a 
causa de la destrucción o pérdida de bienes ambientales.” (Ruda González, 2008, págs. 
156-185). 
Así pues, el asunto demanda una visión integral y no puede limitarse a una sola 
parte del problema, como viene ocurriendo en la jurisprudencia, que encara el 
fenómeno de la contaminación de una manera fija cuando el mismo es dinámico, 
periódico y relativo.  
Para terminar, el daño ecológico también puede engendrar perjuicios inmateriales, 
que pueden consistir en: “i. La afectación a bienes domesticados o domesticables; ii. 
La afectación al paisaje y iii. Por desarraigo, desapego y afectación a las relaciones 
entre la comunidad y sus bienes—Sentencia del 22 de octubre de 2012, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Caso Pueblo indígena Kichwa de Sarayaku Vs. 
Ecuador.” (Briceño Chaves A. M., 2016). 
 
B. Qué tipo de resarcimiento exigiría la reparación de los derechos ya 
identificados por la contaminación de minas antipersona para que haya una tutela 
efectiva de los derechos  
 
La tutela judicial efectiva ha sido entendida en nuestro sistema jurídico como una 
garantía, esto es, como un instrumento eficaz para que el juez y las partes pongan 
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término a los conflictos sociales y que estos no se extiendan indefinidamente. Por eso 
se ha dicho con acierto que  “[…] los integrantes del poder judicial son los encargados 
de  realizar esa función de garantía, garantía que además debe ser efectiva, efectividad 
que sólo se logra con la independencia de que debe ser provista la función 
jurisdiccional. La garantía se expresa entonces de dos maneras: corrigiendo los 
márgenes de desviación e ilegitimidad y solucionando cada conflicto que se presente 
entre derechos e intereses.” (Lopera Lopera & Rúa Castaño, 2002, pág. 15). 
También se la ha definido como derecho fundamental bajo el entendido de que “el 
libre acceso a los tribunales de justicia se considera en todos los pueblos  civilizadas 
como un derecho fundamental basado en la idea de que en un Estado de derecho la 
petición de justicia es un derecho inalienable del individuo  que a nadie puede ser 
negado como medio necesario para obtener el amparo de la jurisdicción.” (Figueruelo 
Burrieza, 1990, pág. 28). 
Debe puntualizarse, sin embargo, que la tutela judicial efectiva no se restringe a la 
posibilidad que tienen “las partes a acceder a la administración de justicia, pronto y sin 
dilaciones injustificadas”, (Exp. D - 9324, 2013) sino que comprende también el 
compromiso de la ciudadanía y del Estado de alcanzar una decisión ponderada, 
razonable y proporcional, que la legitime y asegure su ejecución inmediata. Esta noción 
es reconocida por el  “Sistema Interamericano de Justicia, tal y como puede apreciarse 
en la Convención Americana de Derechos Humanos (CAHD), donde se instituye el 
derecho a una garantía  judicial específica, destinada a proteger de manera efectiva a 
las personas frente a la violación de sus derechos humanos. […] La creación de un 
recurso judicial sencillo y rápido, no solo para preservar los derechos fundamentales, 
sino los subjetivos, colectivos, económicos y sociales, es una obligación que deviene 
del compromiso internacional que constituye la adhesión a la Convención.” (Pinzón 
Muñoz, 2016, pág. 50). 
En ese orden de ideas, la tutela judicial efectiva es ante todo una garantía 
institucional, que señala el camino propicio para que las partes accedan al órgano 
judicial, relievando así su carácter instrumental. Con acierto se ha dicho que: “El 
derecho de acceso a la administración de justicia, o tutela judicial efectiva, tiene una 
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dimensión que no se agota sólo como regla jurídica, determinadora del accionar de la 
justicia y sus agentes o, sino que es necesario concebirlo desde otra perspectiva, 
teniéndolo en consecuencia, como un claro e inobjetable mandato de optimización que 
implica que la administración pública de justicia debe procurar la eficacia de su 
protección, y no su simple instrumentalización dentro del modelo del 
constitucionalismo contemporáneo.” (Santofimio Gamboa, 2006., pág. 44).  
Bajo ese entendido, ¿Qué es la tutela judicial efectiva en el escenario específico 
de la responsabilidad? ¿Una garantía o un derecho? Para contestar a estas preguntas 
debe tenerse presente que los derechos fundamentales están revestidos de ciertas 
características que los hacen distintos a los demás derechos,  y que la doctrina alemana 
ha señalado como derrotero de la Ley Fundamental de Bonn de 1949. Los derechos de 
esta naturaleza vinculan las tres ramas del poder público, y las características que más 
sobresalen son: “i. tienen un carácter vinculante  sobre todos los poderes públicos; ii. 
Se aplican directamente por parte de jueces y tribunales; iii. Están dotados de la 
garantía de reserva de ley, lo cual significa que su modificación, restricción es 
competencia exclusiva del legislativo (Ley fundamental Art 19.1); iv. Gozan de la 
garantía de contenido esencial frente al poder legislativo, es decir, que al reglamentarlo 
debe conservarse ese mínimo de garantía que es la quinta esencia del derecho para 
evitar que su contenido se haga nugatorio (Ley fundamental Art. 19.2); v. Sólo los 
derechos fundamentales pueden ser reclamados y protegidos mediante un 
procedimiento especial (Ley fundamental 19.4 y 93.4) […]” (Lopera Lopera & Rúa 
Castaño, 2002, pág. 29)  
 Todos estos aspectos son recogidos por la Constitución Política de 1991 y 
reconocidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, autoridad judicial que 
resumido o sintetizado estas características en los siguiente términos: i) “Son un 
derecho esencial a la persona humana (Exp. T-644, 1992); ii. “Los derechos obtienen 
el calificativo de fundamentales en razón de su naturaleza, esto es, por su inherencia 
con respecto al núcleo jurídico, político, social y cultural del hombre; iii. Un derecho 
es fundamental por reunir estas características  y no por aparecer reconocido en la 
Constitución como tal; iv Estos derechos fundamentales constituyen las garantías 
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ciudadanas básicas sin las cuales la supervivencia del hombre no sería posible.” (Exp. 
T-398, 1992)  En fallo posterior la misma corporación de justicia señaló: “el carácter 
fundamental de un derecho  no depende  de su ubicación, sino de la inherencia a la 
persona humana y que en ocasiones deben tomarse en cuanta las circunstancias 
particulares del caso y que en principio un derecho que no ostente el rango de 
fundamental puede llegar a serlo, por su importancia imprescindible para la vigencia 
de otros derechos.” (Exp. T-2635, 1992) 
Ahora, esta visión individualista ha sido morigerada al entender que no sólo las 
personas naturales pueden ser titulares de derechos fundamentales sino también las 
personas jurídicas. Ello comoquiera que, a fin de cuentas, la personería jurídica es una 
ficción detrás de la cual se encuentran derechos de personas naturales que entran en 
juego. Así lo estableció la suprema guardiana de la constitución cuando manifiesta que: 
“en lo relativo a los derechos fundamentales de las personas jurídicas y en particular, 
por las características del caso, los que pueden corresponder a las de Derecho público.” 
(Exp. Acumulados: T-141334, T-141745, T-141785, T-142430, T-143410 y T-143426, 
SU-1998, 1998) Argumento que se acompasa con los postulados de la Constitución 
Política, y que, no obstante, ha sido objeto de críticas, principalmente aquella según la 
cual, un razonamiento de tal naturaleza “(…) convierte al Estado en titular de derecho 
a la tutela judicial y paradójicamente, en defensor del mismo.” (Lopera Lopera & Rúa 
Castaño, 2002, pág. 33). Lo que resulta en un evidente contrasentido, considerar a la 
tutela judicial como derecho. 
El tesista toma distancia de un planteamiento tal, porque la tutela judicial no es un 
derecho sino una garantía institucional, creada como “(…) barrera a las 
extralimitaciones del Estado, que son las más usuales, y las que más violentan los 
derechos fundamentales de los gobernados. Empero, las garantías institucionales 
actualmente se han convertido en una herramienta valiosa de defensa ante las 
actuaciones desbordadas de legalidad por parte de algunos grupos económicos, sociales 
e incluso grupos profesionales.” (Lopera Lopera & Rúa Castaño, 2002, pág. 22). 
De igual modo, a las garantías institucionales se las ha clasificado según los 
objetos sobre los que recaen. Así, por ejemplo, encontramos la garantía normativa y la 
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garantía orgánica. A la primera se le define como el conjunto de “(…) herramientas 
jurídicas de carácter institucional que se constituyen por las normas jurídicas 
especialmente reconocidas en normas Constitucionales y que entrañan principios y 
valores básicos e ineludibles para el correcto funcionamiento del sistema jurídico, en 
cuanto a sistemas de Estado de Derecho y de los Derechos Humanos. Estas garantías 
normativas se caracterizan en que tienden a asegurar el reconocimiento normativo de 
los Derechos Humanos, evitan, o al menos tienen esa pretensión, las modificaciones 
arbitrarias de los Derechos Humanos, velan por evitar las desviaciones en la 
interpretación de los mismos, salvaguardando la naturaleza y funcionalidad de los 
Derechos Humanos, propician la transformación de los derechos formales en derechos 
exigibles socialmente.” (Lopera Lopera & Rúa Castaño, 2002, pág. 23). Y de las 
segundas se dice que  “son aquellas herramientas que cumplen su función a través de 
un órgano integrado en la estructura del Estado […] se subdividen en las garantías 
jurisdiccionales y en las no jurisdiccionales. Las jurisdiccionales abarcan todos los 
instrumentos procesales que protegen o tutelan derechos humanos al interior del 
sistema jurídico. Estas garantías se caracterizan inicialmente por estar reguladas en 
normas procesales.” (Lopera Lopera & Rúa Castaño, 2002, pág. 23). 
Las garantías judiciales ha sido también objeto de desarrollo por vía de doctrina. 
En el marco propio del derecho de la responsabilidad, el instituto de la tutela judicial 
efectiva no sólo se manifiesta al través del ejercicio del derecho de acción y a lo largo 
del proceso, sino también como garantía preventiva en ejercicio del principio de 
precaución en el ámbito del derecho continental y del common law. Garantía esta que 
se  “dimensiona dos formas […] una preventiva general, que actúa previniendo que al 
interior de la comunidad se den incumplimientos normativos; otra resarcitoria, que 
pretende la reparación por los órganos jurisdiccionales a través de la sentencia, de los 
derechos e intereses vulnerados al interior del sistema. Para la doctrina en general estas 
garantías son las que mejor tutelan los derechos humanos”. (Instituto de Estudios 
Políticos para América Latina y África, 2014) 
La reparación entonces formaría parte de la garantía institucional en el marco de 
la responsabilidad como tutela judicial efectiva dentro de los procesos contenciosos 
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que se llevan ante la administración de justicia. Pero también a ella se integra la garantía 
preventiva general como manifestación del principio de precaución, pues la reparación 
debe, o al menos debería atender, a este principio. Ya en la hipótesis que es objeto de 
estudio, esta garantía, y el principio por el que se manifiesta, consistirá en la adopción 
de las medidas que permitan precaver la realización de un riesgo-alea que represente la 
contaminación por minas antipersona.  
Desde luego, una verdadera tutela judicial efectiva como garantía institucional 
resarcitoria no sólo exige la satisfacción de todos los elementos de la responsabilidad, 
sino que también demanda el estudio de la magnitud o entidad de los derechos que 
resulten lesionados o amenazados, como consecuencia de la contaminación en 
comento. Igualmente, permite esta tutela identificar la herramienta procesal idónea a la 
que se debe acudir a fin de lograr la reparación de los perjuicios causados, teniendo en 
cuenta que la protección de los mismos dependerá del tipo de medio de control o acción 
que se deba emplear. Sea incoando una petición para sí o para el colectivo. 
A la luz de lo que viene dicho, el resarcimiento deberá contemplar los diferentes 
tipos de daño cierto que han sido estudiados, a saber: riesgo, amenaza y daño, 
analizados desde una perspectiva ambiental sí así lo exige algún perjudicado, habida 
cuenta de la contaminación que tales instrumentos provocan. Protección que 
naturalmente dependerá del derecho conculcado, al margen del lugar que ocupe en el 
denominado iter damnus, y analizándose desde la perspectiva ambiental si así lo 
solicita el interesado. Dependerá así mismo de la clase de protección que se solicite y, 
si busca el amparo de un interés resarcitorio, de la afectación que sufra el goce pacífico 
de los derechos que puedan verse amenazados o en riesgo por el fenómeno 
contaminante de las minas antipersona.  
 Si se trata de un daño impuro, la reparación debe ajustarse a lo dispuesto por la 
reglas del Código Civil sobre el los perjuicios materiales, y a lo dicho por la 
jurisprudencia sobre los inmateriales. Si esta daño impuro lesiona además derechos 
humanos, como sucede con el simple emplazamiento de las minas antipersona, deberán 
aplicarse medidas de reparación no pecuniarias mediante procedimiento administrativo 
y no en sede judicial, como en forma equívoca lo ha señalado el Consejo de Estado 
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según tuvimos oportunidad de anotar, y que no hace más que socializar el riesgo entre 
todos los habitantes y perjudicados con dichos artefactos.  
Se ha dicho ya que dentro de este daño ambiental, consecutivo o impuro, caben 
los daños que reciba la propiedad y que altere su núcleo esencial representado en sus 
atributos de ius utendi, fruendi o abutendi, o los derechos al trabajo, la vida, o salud de 
las personas que resulten lesionadas con dichos instrumentos. El derecho al agua sería 
otro derecho afectado cuyo reconocimiento dependerá de la configuración que se le 
reconozca. En lo que respecta al suelo, según se explicó, al ser el escenario en el que 
el ser humano realiza todas sus relaciones y sistemas, la reparación deberá ser más 
exigente, pues “tiene como finalidad «garantizar como mínimo,… que el suelo 
contaminado deje de suponer un amenaza significativa de que se produzcan efectos 
adversos para la salud  humana o para el medio ambiente». La finalidad primaria es 
que el suelo deje ser un peligro.” (Betancor Rodríguez, 2014, pág. 1769).  
Ahora, la importancia del suelo es sobresaliente en materia de responsabilidad 
ambiental, en especial en lo que se refiere a las minas antipersona, ya que cerca del 
85% del territorio nacional ofrece amenaza por estos instrumentos, situación que se ve 
recrudecida por los grupos beligerantes que enfrentan al Estado y que dificulta aún más 
las labores de geo-referenciación, ubicación y de descontaminación; más allá de que el 
Consejo de Estado sostenga que la descontaminación del territorio es una obligación 
de medios y no de resultado. 
Con razón se ha dicho que, en materia ambiental, el objeto de la reparación que 
“(…) nace después de establecerse la responsabilidad no se reduce solo a la reparación 
material (restitutio in integrum) o la reparación por equivalente, ni siquiera a simple 
compensación económica de los daños, sino que debe servir para aplicar el principio 
de prevención, en la medida en que se trata de orientar las actividades causantes de los 
daños por la senda del ajuste, de la actualización y de la aplicación de medidas que 
impidan la continuidad de los daños y perjuicios que se causan, como la posibilidad de 
que el perjuicio que se produzca termine siendo irreparable” (Briceño Chaves, 2017, 
pág. 879).  
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En cuanto al daño ecológico, varias son las precisiones que se deben realizar para 
entender el alcance de su reparación; pero entre todas ellas quizás la más relevante es 
que el medio ambiente es proveedor de bienes, servicios y funciones ambientales. 
Puede añadirse que la economía ha venido jugando un papel preponderante en la 
materia, en especial frente a lo que se debe entender por perjuicio ecológico.  
El Consejo de Estado en sus fallos ha venido abordando la materia, aunque como 
obiter dicta, destacando su relevancia pues “los atentados a los servicios ecológicos 
corresponden a una  disminución del bienestar o los beneficios que los seres humanos 
obtienen de los elementos del ambiente o de sus  funciones ecológicas, además e 
independientemente de la alteración de los beneficios individuales y claramente 
identificados”. (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-01, 2014)  Así mismo, con 
fundamento en la doctrina francesa, se ha dicho con gran sindéresis que dichos 
servicios se clasifican en distintas sub-especies; en efecto, el fenómeno de la 
contaminación puede causar perjuicios ecológicos en los servicios ambientales, a través 
de:  
i. Atentados a los servicios de regulación consistentes en “la alteración de la 
capacidad del ambiente para modular los fenómenos en un sentido favorable 
al hombre, como la polinización o la regulación del clima global o local, la 
regulación de la calidad del aire, de los flujos hídricos o aún de las 
enfermedades o los riesgos naturales.”  (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-
90479-01, 2014);  
ii.  Atentados a los servicios de aprovisionamiento, que consisten “en la 
alteración de los servicios que el ambiente proporciona al hombre como los 
alimentos, los materiales y fibras, el agua dulce, las bioenergías o los 
productos bioquímicos y farmacéuticos.” 
iii. Atentados a los servicios culturales que, según se dijo, consisten en “la 
disminución del bienestar colectivo de orden espiritual, recreativo, cultural, 
derivado de la civilización, estético, científico, proporcionado por el 
ambiente.”  (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-01, 2014)   
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iv. Atentados o perjuicios causados a los servicios de soporte, entendidos como 
“los necesarios para la producción de todos los demás servicios del 
ecosistema, incluyendo formación de suelos, fotosíntesis, producción 
primaria, ciclo de nutrientes y ciclo del agua”  (Exp. AP-25000-23-27-000-
2001-90479-01, 2014)  
En lo que atañe a la evaluación económica de los perjuicios ecológicos, la 
jurisprudencia ha señalado que “la evaluación monetaria de los perjuicios derivados 
del daño ambiental supone diferentes dificultades. La primera consiste  en atribuir un 
valor monetario a los perjuicios que no son de mercado. Tal es el caso de las funciones 
ecológicas y de gran parte de los servicios ecológicos perdidos como consecuencia de 
un daño ambiental. No obstante, la economía ha diseñado diferentes métodos para 
superar esa dificultad, entre ellos el valor instrumental e intrínseco del ambiente.”  
(Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-01, 2014)  
Según la jurisprudencia, ese valor intrínseco del bien ambiental debe ser tenido en 
cuenta, pues comprende el valor de uso y  el de no uso, variables que determinan 
económicamente qué servicios y funciones ambientales fueron afectadas y cómo se 
lograría su reparación, al menos desde un punto de vista económico. Frente a esta forma 
de tasación, se ha dicho que estas variables constituyen “los valores de uso que 
corresponden a las ventajas que los individuos pueden obtener, directa o 
indirectamente, del uso de un recurso ambiental. Esos usos pueden ser actuales o 
futuros (se habla en este caso de valor de opción), extractivos (caza) o no extractivos 
(observación de pájaros). Si los valores de uso hacen referencia principalmente al 
ambiente como fuente de servicios materiales e inmateriales, para los hombres los 
valores de no uso hacen referencia a consideraciones menos antropocéntricas, 
especialmente éticas religiosas o altruistas”  (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-
01, 2014). 
La máxima autoridad judicial de lo contencioso-administrativo le ha dado 
continuidad a estas consideraciones, y ha puntualizado que al  “analizar los daños 
ecológicos atendiendo a la naturaleza de bienes de uso común de los bienes 
ambientales, los recursos naturales, los ecosistemas, la biodiversidad y la naturaleza, 
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respecto de los que no puede afirmarse la titularidad en cabeza [de una persona], ya 
que siguiendo la doctrina cuando no se pueden individualizar tales daños y la afectación 
se concreta en la colectividad entonces la institución resarcitoria, tal y como la 
configura nuestro ordenamiento jurídico, carece de operatividad, lo que no impide 
examinar la concreción de daños colectivos que pueden delimitarse cuando se 
identifica a una comunidad o grupo de personas determinadas que ocurriendo daños 
ecológicos se ven lesionados en los servicios ambientales que estas prestan a las 
misma” (Exp. 52001-23-31-000-1998-00091-02 (34162), 2018) [Cursiva fuera de 
texto] 
Razonamiento que toma en cuenta el precedente asentado por la Corte 
Internacional de Justicia al resolver el caso “Costa Rica vs. Nicaragua”, oportunidad 
en la que el órgano colegiado internacional señaló que la  “Corte es de la opinión que 
los daños ocasionados al ambiente, así como la degradación o la pérdida consecuencial 
de la capacidad de aquel de suministrar los bienes y servicios, son susceptibles de 
indemnización en derecho internacional. […] La Corte observa que la obligación de 
reparar por completo el daño causado por un acto ilícito ha sido reconocida por el 
Tribunal en una serie de casos. También ha sostenido que la compensación puede ser 
una forma apropiada de reparación, especialmente en los casos en que la restitución es 
materialmente imposible o indebidamente gravosa. […] La compensación puede 
incluir  indemnización por el deterioro  o perdida de bienes y servicios ambientales y 
pago por la restauración del entorno dañado.” (Corte Internacional de Justicia, 2018, 
págs. 20, 22 , 42)  
Con ello simplemente se quiere relievar que la jurisprudencia no se encuentra del 
todo desenfocada en lo que se refiere a la evaluación y reparación de los perjuicios 
ecológicos; ya que admite que las funciones, servicios y bienes ambientales deben ser 
tenidos en cuenta para estos efectos. Además, de ellos dependerá el resarcimiento que 
se estime procedente, según el derecho o bien que resulte conculcado.  
Es insoslayable el hecho de que, en lo que a la configuración y reparación del 
perjuicio ecológico se refiere, “este tiene como premisa la restitutio in integrum, 
teniendo en cuenta que se debe reparar el ecosistema o los recursos naturales afectados, 
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que se los debe tratar de restablecer al estado anterior a producirse el daño y exigir la 
adopción de medidas para que no se repitan o se reproduzcan los daños que se deben 
reparar. La compensación o indemnización pecuniaria no es el objetivo de la reparación 
del daño ecológico, si bien no puede descartarse en aquellos eventos en los que el daño 
es irreversible y se puede exigir la utilización de las sumas deducidas por tal concepto 
para fomentar medidas de prevención o de protección de otros recursos naturales o para 
la protección en conjunto del ecosistema de la zona afectada. En cuanto a esto último, 
se viene planteando la posibilidad de imponer como obligación la reparación por 
equivalente, esto es, la que sin lograr el restablecimiento del ecosistema o recurso 
afectado al estado anterior al daño causado permite restablecer determinadas 
condiciones de estos, teniendo en cuenta que a largo plazo podrá alcanzarse el 
restablecimiento completo.” (Briceño Chaves, 2017, págs. 881-881) 
Mas, el único precedente en materia ambiental sobre reparación por equivalente 
es el de la sentencia en la que se aborda la problemática de las aéreas con glifosato, 
(Exp. 18001-23-31-000-1999-00278-01(22060), 2013)en la que el Consejo de Estado 
ordena a la Policía Nacional a realizar una reforestación, pero en su ratio decidendi se 
queda corto al darle de contenido normativo y jurídico a este tipo de reparación.  De 
ahí la relevancia de la distinción frente a la reparación del suelo y de las otras clases de 
recursos que en él se encuentran, en atención al carácter especial de aquél y que en su 
oportunidad destacamos. Efectivamente, mientras “la reparación de los demás recursos 
tiene una finalidad restitutiva; la del suelo es la de neutralizar los peligros, la de los 
demás que los recursos recuperen su «estado básico». La finalidad es distinta: 
neutralizadora o restitutiva. Aquella pretende que se eliminen las fuentes de los 
peligros. Es secundario el uso del suelo una vez que se eliminen tales peligros: « se 
tendrá en cuenta el uso actual o futuro del suelo en el momento del daño» en función 
de la normativa de ordenación del territorio vigente en dicho momento” (Betancor 
Rodríguez, 2014, pág. 1769). 
Lo expuesto nos provee de las herramientas necesarias para valorar los perjuicios 
que en un futuro causen los fenómenos de contaminación y la subsiguiente 
responsabilidad que engendren, siempre que se reúnan los elementos que la configuran. 
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Con acierto ha dicho la jurisprudencia que “en cuanto a la evaluación de los perjuicios 
futuros, el asunto del tiempo debe tomarse en cuenta. Los efectos negativos de un  
deterioro ambiental pueden perdurar por un lapso más o menos amplio, cuando no son 
irreversibles (extinción de una especie por ejemplo). Por otra parte, algunos de los 
efectos de una polución pueden haberse dejado de lado o incluso no haber sido 
observados y conocidos más que parcialmente al momento de establecer una 
indemnización.” (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-01, 2014) 
Luego, es menester acudir una vez más al principio de precaución en aras de 
gestionar la incertidumbre que trae consigo el problema de la reparación; toda vez que 
“es difícil, en el estado actual de los conocimientos científicos, apreciar con precisión 
la naturaleza, amplitud y  duración de los perjuicios ambientales derivados de un 
atentado contra el ambiente”. (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-01, 2014). Para 
afrontar esta problemática, el Derecho Internacional ha previsto dos tipos o formas de 
indemnización que responden a diferentes modelos de derechos, ya que una pertenece 
a la doctrina continental y la otra al common law. La primera de ellas apunta a que se 
acuerden las indemnizaciones de las víctimas año tras año, si el caso así lo amerita y 
en la medida de que los daños aparezcan debidamente acreditados. Sin embargo, esta 
idea trae consigo el peligro de  “poner en desventaja a las víctimas en razón de la 
demora de los procedimientos, la perseverancia y los esfuerzos que demanda para 
obtener una reparación justa al tiempo que protege a la parte responsable de pagar una 
reparación que exceda los daños causados”  (Exp. AP-25000-23-27-000-2001-90479-
01, 2014) La segunda, en cambio, empleada en E.E.U.U. busca gestionar “la 
incertidumbre se aborda a partir de un aumento en las compensaciones, aumento 
destinado a ser aprovisionado como una prima de seguro para las partes civiles ante la 
eventualidad de una compensación insuficiente. […] Por su parte protege a las víctimas 
y las pone a cubierto de una indemnización insuficiente, pero por otro lado aumenta el 
riesgo de los responsables de pagar una indemnización excesiva.”  (Exp. AP-25000-
23-27-000-2001-90479-01, 2014)  Indemnización que se utilizó en el caso Exxon 
Valdez vs. Alaska.  
148 
En ese orden de ideas, una adecuada compresión del perjuicio ecológico, 
entendido como la afectación a las funciones, servicios y bienes ambientales, exige 
considerar algunas pautas para la comprensión de dicha problemática, como son: “i. La 
identificación de las funciones y servicios ecológicos y su cuantificación con la ayuda 
de indicadores; ii. La realización de tipologías de los medios, permitiendo aprender las 
funciones y servicios de un tipo de medio; iii. El análisis de las equivalencias entre 
diferentes servicios y su restauración y iv. La evaluación monetaria de los servicios 
ecológicos y la constitución de valores de referencia”  (Exp. AP-25000-23-27-000-
2001-90479-01, 2014)  
Parámetros todos estos que el juez habrá de considerar al momento de fijar una 
reparación, a fin de que la misma sea eficaz en atención a la variedad de derechos que 
pueden resultar vulnerados a raíz de un fenómeno de contaminación. El instrumento 
procesal al que acuda la parte actora también deberá tomarse en cuenta, así como su 
cabal cumplimiento de la carga de presentar al juez un estudio de impacto ambiental, 
los indicadores y demás elementos cuantitativos que configuran el daño ambiental y 
ecológico. Tampoco pueden dejarse a un lado las medida anticipatorias su 
acaecimiento, y que pueden derivar en el estudio de riesgo que se realice para dar 
contenido jurídico a estos elementos.  
Y es que la responsabilidad ambiental demanda un alto contenido técnico, que 
dificulta su adecuada comprensión, pues existen muchas imbricaciones que ni si quiera 
la misma jurisprudencia tiene claras y que tampoco ha desarrollado; todo lo cual 
produce una gran incertidumbre sobre cómo abordar el asunto de la responsabilidad en 
materia ambiental.  
La responsabilidad por daños ambientales y ecológicos es una institución en 
construcción; si bien no desdibuja la teoría y postulados clásicos de la responsabilidad 
civil, se ocupa de una relación sumamente compleja como lo es la interacción 
hombre—medio ambiente, en especial por las incertidumbres que apareja el desarrollo 
tecno-industrial por el que transita la sociedad contemporánea;  
La responsabilidad ambiental es entonces una institución en construcción, que si 
bien no desdibuja la teoría y postulados clásicos de la responsabilidad civil, debe 
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abordar una relación sumamente compleja como la que se suscita entre el hombre y el 
medio ambiente, en especial por las incertidumbres que trae consigo el desarrollo 
tecno-industrial por el que atraviesa la sociedad contemporánea; sociedad en la que se 
generan un conjunto de riesgos y que se ve obligada a gestionarlos a través de 
herramientas más o menos eficaces, pero en todo caso valiosas, como los principios de 
precaución y de prevención.  
Las Altas Cortes colombianas, sin embargo, se encuentran en deuda de dar un 
mayor desarrollo al tema ambiental, de modo que haya un recta y adecuada armonía 
dentro del sistema jurídico, en especial en torno al instituto de la responsabilidad 
patrimonial, erigida gracias a una abnegada labor jurisprudencial, que en últimas ilustra 
la forma en que debe ser interpretada la Constitución y la Ley. 
Como corolario de lo expuesto puede sostenerse que el fenómeno de la 
contaminación por minas antipersona no se limita a una simple afectación de la 
persona, sino que es una problemática de grandes dimensiones que debe ser afrontada 
por el Estado, que debe respetar los imperativos categóricos emanados del Derecho 
Internacional que regulan estos fenómenos, y no permanecer indiferente ante situación 
tan álgida, como sucedió con la sentencia de unificación sobre responsabilidad por el 
uso de estas herramientas. 
Para finalizar el proceso investigativo, es necesario responder a la pregunta que se 







Estudiados, como lo están, el fenómeno de la contaminación por minas antipersona, 
los daños ambientales y ecológicos que causan, y los derechos que con mayor 
probabilidad pueden resultar lesionados en tal hipótesis, conviene ofrecer brevemente 
las siguientes conclusiones:  
1. El medio ambiente es un concepto amplio y complejo que integra un conjunto 
de bienes y servicios ambientales, algunos de los cuales, como el agua y la 
seguridad alimentarias, han sido considerados en forma aislada para reforzar 
su protección, debido a los servicios invaluables que prestan al entorno para 
la satisfacción de las necesidades del hombre.   
2. La ecología no es ajena a la teoría económica, la cual ofrece lineamientos que 
permiten al hombre establecer una relación sostenible con el medio ambiente, 
dando una vuelco a la forma de comprender el instituto de la responsabilidad 
a la hora de interpretar, aplicar e interpretar los derechos, en tanto que debe 
ajustarse al contenido de la ética ambiental que rija al abordarse el problema 
que deba solucionar el juez.  
3. El juez, al momento de resolver el caso de responsabilidad ambiental que es 
sometido a su juicio, deberá tener presente que un mismo hecho contaminante 
puede lesionar varios bienes o intereses jurídicos; de ahí que el principio 
adjetivo de la congruencia deba dar paso al principio sustantivo de la 
restitutio in integrum en atención al carácter colectivo del derecho al medio 
ambiente y que, por conexidad, ha venido dándosele la denominación de 
fundamental.   
4. La contaminación es el sustrato fáctico y objetivo de la responsabilidad por 
daños ambientales y ecológicos, sin embargo, su entendimiento cabal por 
parte del juez no es posible sino a través de la evaluación de impacto ambiental 
que se realice, único apto para ofrecer los parámetros de valoración de la 
amenaza de daño o la consumación del mismo.  
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5. El impacto que sobre el medio ambiente tiene el empleo de minas antipersona 
ofrece diversas manifestaciones, no sólo desde el punto de vista ambiental, 
sino también social, económico y cultural, en los territorios en que se suceden  
contaminaciones por estos artefactos.  
6. El análisis de la responsabilidad patrimonial por daños ambientales y 
ecológicos derivados de la contaminación por minas antipersona exige partir 
de la premisa de que el uso de estos instrumentos se encuentra 
convencionalmente proscrita, a la luz del tratado de Ottawa suscrito por 
Colombia; de suerte que, en tanto hecho ilícito, impone al Estado un deber de 
actuación ante la simple sospecha de su existencia.  
7. Uno de los bienes ambientales más afectados por la contaminación derivada 
del empleo de minas antipersonas es el suelo, a partir del simple 
emplazamiento del artefacto, inclusive. Este suceso, además, provoca un 
proceso de adaptación y de resiliencia del medio ambiente que, debido a la 
lixiviación química de las sustancias que conforman la mina antipersona 
puede producir, de contera, contaminación a las zonas freáticas o la 
contaminación hídrica. Es aquí donde el coeficiente de partición permitirá 
precisar si se está sólo ante una contaminación del suelo o también de una 
fuente hídrica.  
8. En línea con lo anterior, puede concluirse también que la contaminación del 
suelo debido al empleo de minas antipersona se presenta desde el momento 
mismo en que el instrumento es introducido o emplazado en él, ya que aquél 
está compuesto de una sustancia inorgánica, de contenido químico y material 
sintético, que puede afectar el bien suelo en su uso, goce y disposición; lo cual 
se supone desde la idea básica, pero cierta, de que un inmueble que no esté 
contaminado por tales minas es preferible a aquel que no lo está.   
9. Lo que más relieva el caso de las minas antipersona como hecho contaminante 
es que no son biodegradables, condición que facilita el proceso de lixiviación 
de las sustancias químicas que la componen y que generan contaminación 
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hídrica, que se ve reflejada tanto en el acceso al recurso como en las calidades 
de su pureza.  
10. Los perjuicios o consecuencias nocivas de las minas antipersona no son 
unívocos o uniformes, ya que recaen no sólo sobre el medio ambiente, sino 
también sobre las personas y sus bienes. Además, el carácter indiscriminado 
con que actúan no solo atenta contra el hombre sino también contra los 
animales, trátese de fauna silvestre o doméstica 
11. El instituto clásico de la responsabilidad patrimonial, civil o del Estado, debe 
ajustarse a las exigencias que demanda la complejidad y carácter técnico de la 
responsabilidad por daños ambientales y ecológicos, en especial la originada 
en la hipótesis aquí estudiada; tanto más cuanto que las modernas sociedades 
de riesgos se ven obligadas a reconocerlos y gestionar las incertidumbres. 
12. El otorgamiento de relevancia jurídica a la incertidumbre demuestra lo valiosa 
que es la gestión de información a efectos de determinar si aquella constituye 
o no un riesgo, ante el cual la ciencia, la técnica y el derecho no pueden 
permanecer impasibles. De ahí que, cuando el Estado conocía o debía conocer 
el fenómeno contaminante, transformándose la incertidumbre en un riesgo, 
irrumpa el principio de precaución como herramienta de gestión de ese riesgo, 
y materialice la función pre-cautelativa de la responsabilidad, considerando 
como daño cierto, no solo al daño consumado, sino también a la amenaza y al 
riesgo de su ocurrencia; instrumento que también facilitará la determinación 
de la imputación fáctica del daño.  
13. El elemento daño en materia ambiental, además de satisfacer las 
características que comúnmente se le han atribuido, puede hallarse revestido 
de otras características especiales como lo son: su gravedad —frente a la cual 
se ha dicho tradicionalmente que sólo incide en el monto de la reparación—, 
anormalidad, relatividad y periodicidad; aspectos todos estos que deben ser 
tenidos en cuenta al momento de valorar la configuración del perjuicio.  
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14. La principal consecuencia del reconocimiento del daño ecológico, y la 
aparición del principio de precaución en materia ambiental, es la 
patrimonialización del medio ambiente.  
15. La reparación de los perjuicios causados al medio ambiente por la 
contaminación derivada de minas antipersona puede analizarse bajo los 
supuestos establecidos por la Ley y la jurisprudencia, pero asignándoles un 
alcance diferente; en especial, entendiendo que tales perjuicios pueden recaer 
no sólo sobre las personas sino también sobre bienes, muebles o inmuebles. 
Así mismo, su extensión dependerá del derecho vulnerado, la gravedad de la 
lesión, la forma en que se manifieste y la capacidad de resiliencia del medio 
ambiente frente al fenómeno contaminante.  
16. La responsabilidad patrimonial-ambiental del Estado se estructura al 
incumplir su obligación de proteger el medio ambiente. En el caso de las minas 
antipersona, el cumplimiento de esta obligación demanda del Estado la gestión 
del riesgo a través  de la información disponible que le permita anticiparse y 
adelantarse a la amenaza de daño. Gestión que involucra el cumplimiento de 
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